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chol, mazahua y purépecha en el occidente; mazateco, mixteco 
y zapoteco en el sur; tzotzil, zoque y maya en el sureste son 
solamente algunos ejemplos del maravilloso territorio pluriét-
nico mexicano. 

De ahí la relevancia de mirar constantemente a los pueblos 
y comunidades indígenas, con la intención de hacer efecti-
vos sus derechos de libre determinación y autogobierno, en 
armonía con los principios democráticos. Para ello se han 
implementado medidas que benefician, directa e indirecta-
mente, a quienes integran dichos pueblos al generar mayor 
igualdad.

Ello es así por considerar que se encuentran en una grave si-
tuación de vulnerabilidad, al no haberse tomado en cuenta sus 
sistemas normativos, su cosmovisión, ni los entramados sociales 
y políticos que les son propios, aspectos que han redundado en 
ciertas relaciones de discriminación y pobreza.

Bajo esa perspectiva, en el Tribunal Electoral se formó un gru-
po de trabajo conformado por las y los secretarios instructores, 
secretarios de estudio y cuenta, coordinadores e investigadores 
a los que se les encomendó la tarea de lograr un documento 
que sirviera como referencia básica para quienes se encargan 
de impartir justicia en aquellos conflictos electorales en que se 

involucren derechos de comunidades indígenas, así como de 
sus integrantes. 

Producto de dicho esfuerzo, la Guía de actuación para juzgado-
res en materia de Derecho Electoral Indígena es un documen-
to que tiene como objetivo orientar a las y los encargados de 
impartir justicia, en el contexto indígena, de acuerdo con los 
parámetros constitucionales, así como con los establecidos en 
los tratados internacionales de los que México es parte.

Mediante la utilización de este instrumento, que incluye 
pautas establecidas por este órgano jurisdiccional, así como 
mejores prácticas internacionales, se podrá garantizar la apli-
cación del criterio pro persona a las comunidades indígenas y 
sus integrantes, ya que el juzgador realizará la interpretación 
más favorable, atendiendo a las particularidades del caso a 
resolver.

Con la elaboración de esta guía, el Tribunal Electoral busca 
coadyuvar en el cumplimiento de las obligaciones del Estado 
mexicano en materia de derechos humanos, permitiendo el 
pleno acceso a la justicia de los pueblos indígenas y garantizan-
do, de mejor manera, el ejercicio de sus derechos políticos-elec-
torales.

José Alejandro Luna Ramos 
Magistrado Presidente del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación

a grandeza de México se encuentra en la diversidad 
de su población indígena. El pueblo tarahumara, ya-
qui y huasteco en el norte; nahua en el centro; hui-
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El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación pone 
a consideración de los pueblos y comunidades indígenas y las 
personas encargadas de impartir justicia en materia electoral de 
todo el país la Guía de actuación para juzgadores en materia de 
Derecho Electoral Indígena, la cual fue elaborada con énfasis en 
una perspectiva intercultural y de género. 

El objetivo principal es presentar lineamientos o directrices de 
actuación que sirvan de guía para las autoridades electorales 
(particular pero no exclusivamente, a las y a los magistrados) en 
los casos relacionados con los derechos colectivos de los pue-
blos y comunidades indígenas, particularmente su derecho a 
nombrar a sus autoridades aplicando reglas y procedimientos 
propios, o el Derecho Electoral Indígena. 

Lo anterior, bajo el entendimiento de que el marco norma-
tivo convencional y constitucional vigente establece deberes 
específicos a los juzgadores para respetar la autonomía indí-
gena y valorar las especificidades culturales de las personas 
integrantes de dichas comunidades, las cuales en la materia 
electoral incluyen las normas e instituciones que rigen su vida 
en colectividad.

Entre otros aspectos, este documento explica la forma en 
que las mujeres y los hombres participan en el gobierno 
propio de sus comunidades y cómo los ordenamientos 
jurídicos indígenas que sirven de sustento para ello tienen 
principios y valores propios, ligados a las cosmovisiones de 
los pueblos originarios.

La guía fue conceptualizada como un documento abierto y 
en evolución, donde las opiniones de integrantes de los pro-
pios pueblos y comunidades indígenas y personas estudiosas 
del tema podrían incorporarse en diferentes momentos, con 
el fin de asegurar un escrito que refleje, en la medida posible, 
las diversas realidades existentes en el país y las demandas de 
los mismos pueblos y comunidades indígenas para un acceso 
efectivo a la justicia electoral.

La guía presenta el tema de los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas y las comunidades que los conforman, no 
sólo desde el marco normativo que reglamenta la temática, 
sino desde los elementos relevantes para contextualizar la 
autonomía y el Derecho Indígena, particularmente, los pro-
cedimientos comunitarios relativos al nombramiento de 
autoridades, el Derecho Electoral Indígena. 

En las distintas salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, es cada vez más frecuente que se resuelvan casos 
relacionados con el Derecho Electoral Indígena y dichas resolu-
ciones generalmente tienen un impacto directo sobre la vida 
colectiva de la comunidad. 

Uno de los retos principales para los operadores de justicia 
recae en el hecho de que el Derecho Indígena es poco cono-
cido por las personas egresadas de las facultades de derecho 
del país, donde generalmente no se enseña sobre el pluralis-
mo jurídico y riqueza jurídica existente en México, lo que a su 
vez provoca algunos prejuicios, por ejemplo, en cuanto a la 
regulación de la participación de las mujeres en los sistemas 
de cargos y en el cumplimiento de otras obligaciones comu-
nitarias. Es importante reconocer y partir de la premisa que 
se trata de ordenamientos jurídicos con orígenes diferentes al 
derecho positivo, por estar basados en cosmovisiones diver-
sas. Surgen en un contexto histórico, social y económico pro-
pio, y son un reflejo de la riqueza cultural y de las civilizaciones 
milenarias de México. 

El fin de la guía es apoyar a que cada día sea más efecti-
vo el acceso a la justicia electoral para las comunidades 
indígenas, y contribuir a que los resultados de las sen-
tencias sean los mejores posibles para su vida colectiva. 
El objetivo es que los tribunales sean un factor de paz y 
estabilidad para los pueblos cuyos orígenes emanan de 
las civilizaciones milenarias que son la base misma de las 
culturas mexicanas.

La guía es sólo una de las diversas acciones que han emprendi-
do las y los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación para fomentar un diálogo verdaderamente in-
tercultural, donde se busca que el respeto al pluralismo jurídico 
existente en el país sea realidad.

La elaboración de la guía se realizó por Parastoo Anita Mesri 
Hashemi-Dilmaghani, adscrita a la Coordinación de Jurispru-
dencia, Seguimiento y Consulta del TEPJF y Gabriel Sánchez 
Cruz, quien fungió como auxiliar de investigación. 

La investigación incluyó trabajo de campo con la aplicación de 
entrevistas a integrantes de diversas comunidades, intelectuales 
indígenas y autoridades comunitarias, con el fin de documentar 
avances, plantear desafíos e identificar retos concretos que se 
enfrentan para el acceso efectivo a la justicia electoral de los 
pueblos y comunidades indígenas y la justiciabilidad de sus de-
rechos colectivos.
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En particular, se realizó trabajo de campo aplicando el mé-
todo de observación participativa y entrevistas en profun-
didad, tanto individuales como colectivas, en San Jerónimo 
Sosola, distrito de Etla, en Oaxaca, una comunidad de raíces 
mixtecas; Santa María Atzompa, distrito centro, región de 
los Valles Centrales, también en Oaxaca, una antigua comu-
nidad zapoteca; Santa Catarina Ixtepeji, distrito de Ixtlán, 
región de la Sierra Norte del mismo estado, una comunidad 
zapoteca serrana y la delegación de Milpa Alta, Distrito Fe-
deral, tierra del pueblo nahua Momoxca.

Asimismo, para enriquecer y sustentar de mejor manera la 
presente guía a partir de una mayor pluralidad de experien-
cias, se estimó importante contar con el apoyo de un Consejo 
de Expertas y Expertos, quienes desde el inicio de los trabajos 
apoyaron con la revisión del proyecto, sus alcances y objetivos. 
También aportaron datos importantes a través de entrevistas y 
apoyaron en la revisión del borrador de la guía. 

Este primer consejo se integró por las siguientes personas:

1. Hugo Aguilar Ortiz (subsecretario de Asuntos Indígenas del 
Gobierno del Estado de Oaxaca)

2. Santos de la Cruz Carrillo (Consejo Regional Wixárica) 
3. Myrna Kay Cunningham Kain (Foro Permanente para las 

Cuestiones Indígenas de la Organización de las Naciones 
Unidas)

4. Rafaela Hernández Chávez (ex presidenta municipal de Tla-
lixtac de Cabrera, distrito centro, Oaxaca) 

5. Javier López Sánchez (director general del Instituto Nacio-
nal de Lenguas Indígenas)

6. Tomás López Sarabia (presidente del Centro Profesional In-
dígena de Asesoría, Defensa y Traducción, AC)

7. Otilia Lux De Coti (Foro Internacional de Mujeres Indíge-
nas)

8. Jaime Martínez Luna (Fundador de Comunalidad, AC) 
9. Nuvia Magdalena Mayorga Delgado (directora general de 

la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas)

10. Pablo V. Monroy Gómez (magistrado del Tribunal Unitario 
de Circuito, Mérida, Yucatán)

11. Álvaro Estéban Pop Ac (Foro Permanente para las Cuestio-
nes Indígenas de la Organización de las Naciones Unidas)

12. Sofía Robles Hernández (ex presidenta municipal de 
Tlahuitoltepec, distrito Mixe, Oaxaca)

Los comentarios y sugerencias de las personas expertas fueron 
una fuente importante de información y guiaron en gran me-
dida las reflexiones que sustentan la elaboración del presente 
documento.

Se realizaron dos reuniones presenciales del consejo. La primera 
se llevó a cabo el viernes 25 de octubre de 2013, en la comu-

nidad zapoteca de Guelatao de Juárez, en la región de la Sierra 
Norte de Oaxaca, con el apoyo de las autoridades municipales, 
quienes fueron los anfitriones. La segunda se celebró en la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción, en el Distrito Federal, el día martes 17 de diciembre del 
mismo año. 

En el año 2014 se realizaron actividades adicionales para ob-
tener la retroalimentación y las experiencias de integrantes de 
otros pueblos originarios del país. La reunión con personas ex-
pertas de la zona centro-sur se llevó a cabo el día viernes 25 
de abril en Felipe Carrillo Puerto (Chan Santa Cruz), la capital 
maya de Quintana Roo, y con las de la zona norte, el viernes 16 
de mayo en la Sala Regional Guadalajara del TEPJF. Las personas 
que integraron estos consejos fueron:

Consejo de expertas y expertos, zona centro-sur:

1. Alberto Allende Cruz (ex juez indígena, San Pedro Tziltza-
cuapan, Veracruz)

2. Manuel Aquino Juárez (juez indígena de Huehuetla, Pue-
bla)

3. Daniel Bello López (profesor-investigador, Universidad Ve-
racruzana)

4. Manuel Buenrostro Alba (profesor-investigador, Universi-
dad Autónoma de Quintana Roo)

5. Néstor Dimas Huacuz (comunero y ex carguero de Santa 
Fe de la Laguna, Michoacán)

6. Luis Dzid Canul (juez maya, Comunidad de Chan Chen I, 
Quintana Roo)

7. Moisés Franco Mendoza (Centro de Estudios de las Tradi-
ciones, Colegio de Michoacán)

8. Javier Galicia Silva (maestro de lengua y cultura náhuatl, 
Milpa Alta, Distrito Federal)

9. Argelia Lozano Reyes (fundadora de Miauaxochitl AC, Tea-
catl Amatlán, Veracruz)

10. Felícitas Martínez Solano (coordinadora de Autoridades 
Comunitarias-Policía Comunitaria, CRAC-PC, Guerrero)

11. Fernando Palma Rodríguez (Consejo de Lengua y Cultura 
Náhuatl de Milpa Alta, Distrito Federal)

12. Bruno Plácido Valerio (fundador de la Unión de Pueblos y 
Organizaciones del Estado de Guerrero

13. Francisco Javier Reyes Hernández (Magistrado de Asuntos 
Indígenas del Estado de Quintana Roo)

14. Mayolo Sánchez Alvarado (Consejo de Lengua y Cultura 
Náhuatl de Milpa Alta, Distrito Federal)

15. Martha Sánchez Néstor (Instituto de Liderazgo Simone de 
Beauvoir AC)

16. José Trinidad Ramírez Tapia (K’eri Jaŋaxkaticha o Consejo 
de Pensadoras y Pensadores, Cheran, Michoacán)

17. Pedro Valencia García (auxiliar o secretario del juez indíge-
na de Huehuetla, Puebla)

18. Manuel Vázquez Quintero (abogado comunitario de la 
Unión de Pueblos y Organizaciones del Estado de Guerrero)
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Consejo de expertas y expertos, zona norte:

1. Anabela Carlón Flores (fundadora de Jamut Boo’o A.C., te-
rritorio yaqui, Sonora)

2. Pedro Cortés Hernández (ex presidente municipal, Ameal-
co, Sierra queretana)

3. Santos De la Cruz Carrillo (Consejo Regional Wixárica)
4. Leonor Farlow Espinoza (integrante de la comunidad Arro-

yo de León, ejido Kiliwas, Baja California)
5. Teresa Haros (integrante de la comunidad de Arroyo de 

León, ejido Kiliwas, Baja California)
6. Juan Silverio Jaime León (integrante de la comunidad de 

Huiribis, territorio yaqui, Sonora)
7. Fidencio Leyva Yoquibo (gobernador del ejido Guari-

jíos-Burapaco, Sonora)
8. Mario Luna Romero (secretario de las autoridades tradicio-

nales, Vicam, territorio yaqui, Sonora)
9. Guadalupe Pérez Holguín (intérprete-traductora, Congreso 

de Chihuahua)
10. María Cira Pérez Olvera (ex jueza indígena del barrio de 

Tanlacut, San Luis Potosí)
11. Ciriaco Hernández Olvera (juez indígena de la comunidad 

de Agarrosa Tanlacut, San Luis Potosí)
12. Benigno Robles Reyes (ex comisariado ejidal de la comuni-

dad de Tamaleton, San Luis Potosí)
13. Filiberto Zazueta Becerra (presidente del Comisariado Eji-

dal del ejido Guarijíos-Burapaco, Sonora)

Por otra parte, en la elaboración de la guía también fue suma-
mente importante la ayuda brindada por la Dirección General 
del Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) y sus 
diversos centros estatales; por la Dirección General de la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), 
su Dirección de Acervos, y sus diversas delegaciones y centros 

coordinadores; y de la Dirección General y las diversas áreas del 
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI).

Finalmente, el apoyo de las personas encargadas de coordinar el 
trabajo jurisdiccional de las siete ponencias de la Sala Superior 
fue invaluable en la revisión de las diversas versiones de la guía, 
dado que dirigieron los trabajos de revisión y retroalimentación 
que se llevó a cabo por parte de los secretarios de estudio y 
cuenta adscritos a cada una de ellas.

Es relevante señalar que esta guía de actuación se basa en 
el marco normativo internacional y nacional vigente en los 
Estados Unidos Mexicanos y por lo tanto, en términos de 
los artículos 1° y 133 de la constitución federal, las recomen-
daciones están dirigidas no sólo a los órganos del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, sino a todos los 
tribunales electorales de las entidades federativas que impar-
ten justicia en casos que involucran pueblos y comunidades 
indígenas. 

La maximización de los derechos humanos colectivos de los 
pueblos y comunidades indígenas es una tarea pendiente en 
el país, por lo que toda acción que vaya encaminada a este fin 
constituye un avance en el cumplimiento cabal de las normas 
vigentes, así como de una actividad judicial que sea factor de 
respeto a la diferencia, una diferencia que representa una de las 
riquezas de México.
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y otros instru-
mentos jurídicos vigentes en la materia.

Los cuadros de color rojo contienen información relativa a 
jurisprudencia, criterios o casos relevantes de tribunales na-
cionales e internacionales, particularmente la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos.

Los cuadros de color azul contienen información comple-
mentaria al texto, y generalmente se refieren a opiniones o 
explicaciones de personas expertas en la materia. 

Finalmente, los cuadros de color verde contienen resúme-
nes de la información contenida en el texto que buscan re-
saltar los puntos más relevantes de la discusión. 

Todo lo anterior, junto con las tablas y gráficas que contiene la 
guía, buscan presentar la información de una forma sencilla y 
puntual, con el fin de facilitar la lectura y uso del documento.

sta guía ha sido diseñada para servir como un catálo-
go en el cual se pueden apreciar, primero, algunos de 
los elementos que son importantes para entender el 

contexto de la vida colectiva de los pueblos originarios en la ac-
tualidad, para después, explorar la amplia gama de derechos de 
los pueblos y comunidades indígenas, su protección judicial, y 
sugerencias para su maximización por parte de las autoridades 
jurisdiccionales.

La guía está dividida en secciones que cubren los siguientes te-
mas:

Elementos para entender la vida de los pueblos y comuni-
dades indígenas
Definiciones
Marco normativo
Directrices de actuación

Para facilitar su lectura y uso práctico se incluyen recuadros 
con información relevante de acuerdo con la siguiente clasi-
ficación:

Los cuadros de color naranja que se encuentran en todos los 
capítulos de la guía contienen información relativa al marco 
normativo, particularmente el Convenio número 169 de la 
Organización Internacional de Trabajo (oit) sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales, el artículo segundo de la Constitución 
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nidades que los conforman, incluyendo sus procedimientos y 
reglas para nombrar a sus autoridades.1

Un número importante de comunidades indígenas del país 
cuentan con una organización político-social propia y un 
sistema normativo, que pueden comprenderse a través de 
los diversos elementos que a continuación se describen y 
analizan.  

El primer elemento a destacar es el territorio comunal o co-
lectivo. Para las diversas civilizaciones milenarias del país, des-
de tiempos inmemoriales, su territorio ha sido el lugar donde 
se desarrolla la vida colectiva en todos los ámbitos (trabajo, 
gobierno, religión, política, para nombrar algunos). Es así que 
desde las cosmovisiones indígenas, su supervivencia está ligada 
directamente a su territorio ancestral y todo lo que contiene 
(lugares sagrados, ríos, recursos naturales, etc.), y el anhelo de 
todos los pueblos originarios es el respeto hacia ello. 

El Convenio núm. 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (oit), la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (dnudpi), el artículo segun-
do de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (cpeum), y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CoIDH), entre otras fuentes importantes, 
recalcan la gran relevancia del derecho de los pueblos indígenas 
a la tierra, el territorio y los recursos naturales. 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas:

Artículo 26 (1): Los pueblos indígenas tienen derecho a 
las tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han 
poseído, ocupado o de otra forma utilizado o adquirido 
[…]

Artículo 27: Los estados establecerán y aplicarán, con-
juntamente con los pueblos indígenas interesados, un 
proceso equitativo, independiente, imparcial, abierto y 
transparente, en el que se reconozcan debidamente las 
leyes, tradiciones, costumbres y sistemas de tenencias de 
la tierra de los pueblos indígenas, para reconocer y adjudi-
car los derechos de los pueblos indígenas en relación con 
sus tierras, territorios y recursos, comprendidos aquellos 
que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado 
de otra forma. Los pueblos indígenas tendrán derecho a 
participar en este proceso.

Artículo 28 (1): Los pueblos indígenas tienen derecho a la 
reparación, por medios que pueden incluir la restitución 
o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa, 
imparcial y equitativa, por las tierras, los territorios y los 
recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado 
o utilizado de otra forma y que hayan sido confiscados, 
tomados, ocupados, utilizados o dañados sin su consenti-
miento libre, previo e informado. 

Floriberto Díaz Gómez, autor ayuujk (mixe) afirmó lo siguiente 
sobre la importancia del territorio en relación con el tema de 
los derechos de los pueblos y comunidades indígenas: 

La Tierra es para nosotros una Madre, que nos pare, nos 
alimenta y nos recoge en sus entrañas. Nosotros pertene-
cemos a Ella. Entre una Madre e hijos la relación es de per-
tenencia mutua. Nuestra Madre es sagrada, consecuente-
mente nosotros somos sagrados.

La Tierra como territorio explica la integridad de nuestra 
concepción en todos los demás aspectos de nuestra vida. 
No es posible separar la atmósfera del suelo ni éste del sub-
suelo. Es la misma Tierra, como un espacio totalizador. 

[…]

Sin la Tierra, en su doble sentido de Madre y territorio, ¿de 
qué derechos podemos gozar y hablar los indígenas? De ahí 
la reivindicación territorial… (Robles y Cardoso 2007, 133-
134).

Corte Interamericana de Derechos Humanos: en el caso de 
la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua, 
la CoIDH recalcó la importancia de sus tierras ancestrales y 
los recursos que allí se encuentran (incluyendo a los anima-
les), así como el vínculo entre el entorno y su supervivencia 
como pueblo (CoIDH 2001, Mayagna (Sumo) Awas Tingni 
vs. Nicaragua).

ay elementos fundamentales de la vida colectiva 
que ayudan comprender la forma de organización 
comunitaria de los pueblos indígenas y las comu-

1 En diversas sentencias, la scjn ha hecho referencia a diversos elementos funda-
mentales de la vida colectiva de los pueblos indígenas, incluyendo la posesión de 
una estructura social diferente a la de otros sectores de la sociedad; la existencia de 
instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales diferentes a las de 
estos otros sectores; la existencia de aspectos colectivos a los que tiene sentido dar 
protección incluso por encima de ciertos derechos individuales; la existencia de un 
sentido de pertenencia a una comunidad o nación indígena; y la existencia de una 
relación espiritual con las tierras, territorios, aguas y otros recursos tradicionalmen-
te poseídos y utilizados (Amparo directo en revisión 1624/2008).
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Posteriormente, en el caso de la Comunidad Indígena Yakye 
Axa vs. Paraguay, la corte resaltó, entre otras cosas, que de 
acuerdo con la cosmovisión del pueblo sarayaku, al que per-
tenece la comunidad recurrente, “el territorio está ligado a 
un conjunto de significados: la selva es viva y los elementos 
de la naturaleza tienen espíritus (Supay), que se encuentran 
conectados entre sí y cuya presencia sacraliza los lugares…” 
(CoIDH 2012, caso Yakye Axa vs. Paraguay).

En el contexto de los pueblos originarios del Distrito Federal 
se destacan las comunidades náhuatl Momoxca de Milpa 
Alta por diversas razones, incluyendo la larga defensa de su 
territorio y de sus recursos (Barbosa y Terrones 2012, 27). Se 
trata de “una comunidad de comunidades singular que com-
parte intereses colectivos comunes, territoriales, culturales, 
simbólicos, históricos y sociopolíticos” (Sánchez 2006, 156).

Es relevante mencionar que las condiciones que existen en el 
norte del país favorecieron desde la antigüedad una vida de 
tipo seminómada, con movimientos a través de territorios muy 
grandes, donde según la estación, las tribus se dirigían al lugar 
donde podrían encontrar el sustento para su sobrevivencia, o 
vivir, en agrupaciones pequeñas y dispersas (López, Harriss y 
Moctezuma 2013, 131). 

Por su parte, en Mesoamérica (el centro y sur del país), la geo-
grafía e incluso, el clima, favoreció el surgimiento de ciudades y 
sociedades sedentarias, con una división de labores y especiali-
zación de funciones entre sus sectores. 

Con relación al pueblo Wwirrárika (huichol) en la actualidad, se 
ha explicado esta realidad de la siguiente manera:

“No hay duda […] que la dispersión poblacional es necesa-
ria para un buen aprovechamiento de los recursos natura-
les en una región de orografía accidentada, suelos delgados, 
climas diversos entre frío, templado y semidesértico, así 
como una escasez general de agua” (Fajardo 2010, 25).

Entonces, en el norte la población generalmente estaba acos-
tumbrada (y aún es así, particularmente en el caso de los pue-
blos nativos de Baja California y el pueblo macurawe —guari-
jío—, de Sonora, y el pueblo wirrárika, mencionado en líneas 
anteriores, para nombrar algunos) a vivir de forma dispersa, y 
no necesariamente en una comunidad pequeña y muy con-
centrada física y socialmente como en el centro o sur del país 
(Moctezuma, López y Harriss 2013, 253-255).2 

En este contexto, en el norte las presiones sobre la territoriali-
dad de los pueblos y las tribus ha puesto en particular riesgo 
su bienestar y su sobrevivencia pues al reducirse su territorio, 
se limita simultáneamente su posibilidad de acceder a los di-
versos recursos naturales necesarios para vivir, lo que hace que 
comúnmente, incluso, haga falta comida y exista el peligro in-
minente y constante de muerte por hambruna; esta situación 
es agudizada, por ejemplo, en el pequeño territorio que hoy día 
les queda al pueblo macurawe de Sonora, donde incluso el sui-
cidio por causa de hambre es un problema social (Moctezuma, 
López y Harriss 2013, 260-264; Valdivia 2007).

En palabras de Rodolfo Stavenhagen, primer relator especial 
de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos 
Humanos y Libertades Fundamentales de los Pueblos Indíge-
nas: “Desde tiempo inmemorial los indígenas han mantenido 
una relación especial con la tierra, que es su medio de vida, su 
sustento y la base de su existencia misma como comunidades 
territoriales identificables” (Stavenhagen s.a., 22). Por lo tanto, 
sin territorio, y todo lo que allí se encuentra, incluyendo sus 
sitios sagrados y centros ceremoniales, no existirían los pueblos 
indígenas. De allí emana su trascendencia.

El segundo elemento fundamental de la vida comunitaria se 
refiere a la toma de decisiones en la asamblea general comu-
nitaria; estas decisiones incluyen la asignación de obligaciones 
comunitarias a través del sistema de cargos, es decir, el nombra-
miento de autoridades. 

Por regla general, la asamblea es la institución más importante, 
pues es la máxima autoridad en las comunidades. Diversos ti-
pos de asuntos se tratan en la asamblea, y su importancia reside 
en que las autoridades no toman decisiones trascendentales sin 
un acuerdo que surja de ella. 

2  “Al llegar los españoles al Noroeste de lo que hoy es la República Mexicana, en-
contraron una gran diversidad de grupos indígenas con diferencias fundamenta-
les con los pueblos mesoamericanos que habían sojuzgado en su paso por los 

señoríos del área meridional. Una de esas disimilitudes correspondía a las formas 
de organización territorial y a las maneras de adaptarse a los espacios donde habi-
taban, tanto en tipos de organización social como en sus técnicas de subsistencia. 
El más común de los modos de organización territorial era el de ranchería y en 
menor medida el de grupos seminómadas. La ranchería representa uno de los as-
pectos más importantes para caracterizar a los pueblos de lo que se ha llamado 
Oasisamérica o Aridoamérica, pues contrasta con los rasgos que distinguen el área 
mesoamericana. La ausencia de un centro ceremonial y político, la inexistencia de 
complejas jerarquías religiosas y políticas, la forma de organización interna basada 
en la colectividad, la dispersión poblacional en las aldeas y el tipo de edificación 
de casas-habitación —la mayoría de las veces menos duraderas pero más acordes 
con el clima de la región— son elementos propios del sistema de ranchería. Este 
modelo continúa vigente con sus formas particulares de transformación, desde el 
gran Nayar, incluidos tepehuanos del sur, coras y huicholes, hasta los tohono o´od-
ham de la frontera entre Estados Unidos y México, pasando por los tarahuma-
ras, tepehuanos del norte, pimas y sobre todo guarijíos, además de los rasgos que 
mantienen los llamados pueblos de misión desarrollados por los yaquis y mayos” 
(Moctezuma, López y Harriss 2013, 253-255).
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En algunas comunidades muy grandes existen asambleas rea-
lizadas en los barrios (como es el caso de Cheran, Michoacán, 
una comunidad purépecha de la región de la Sierra o Mese-
ta), donde se discuten y deciden temas de importancia para 
la colectividad, para después ser tratados en la gran asamblea, 
la asamblea general (en Cheran, conocido como el K’eri Tangu-
rikua). 

En municipios compuestos por diversas comunidades existen 
asambleas en las comunidades y a veces, pero no siempre, una 
asamblea a nivel municipal o de la comunidad agraria; lo ante-
rior es el caso, por ejemplo, en el municipio de Santa Catarina 
Ixtepeji, en la región de la Sierra Norte o Sierra de Juárez de 
Oaxaca, que está compuesto por cinco localidades zapote-
cas (una denominada administrativamente cabecera muni-
cipal y cuatro agencias y agencias de policía municipales) y 
dos comunidades agrarias. Es así que existen cinco asambleas 
generales comunitarias, dos asambleas de comuneros, y una 
asamblea municipal.

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: El artículo 18 de la declaración esta-
blece que los pueblos indígenas tienen el derecho a mante-
ner y desarrollar sus propias instituciones de adopción de 
decisiones. Entre estas instituciones se destaca la asamblea 
general comunitaria.

Corte Interamericana de Derechos Humanos: En su reso-
lución en comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay, la 
CoIDH notó que las decisiones sobre temas importantes o 
de especial trascendencia para la comunidad se toman en la 
tradicional asamblea comunitaria, denominada Tayja Saru-
ta-Sarayacu, que además constituye la máxima instancia de 
toma de decisiones. 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha descrito a la asamblea general comunitaria de la si-
guiente manera: “se refiere a la expresión de la voluntad ma-
yoritaria, la cual puede obtenerse en una asamblea o con la 
suma de las efectuadas en cada una de las localidades, pues 
en ambos casos implica la toma de decisiones en conjunto, 
de tal manera que la voluntad de integrar el órgano encar-
gado de designar a la autoridad municipal, puede emitirse 
válidamente por la asamblea general comunitaria del muni-
cipio con la participación de sus integrantes, o con base en 
las consultas realizadas en cada una de las localidades que 
componen el municipio” (Tesis XL/2011).3

La frecuencia de las asambleas, las horas y días en que se rea-
lizan, el lugar donde se llevan a cabo, y su duración son deta-
lles que varían de una comunidad a otra. Lo común es que se 
convoquen por la autoridad comunitaria respectiva, según la 
temática a tratarse:

Temas generales, la autoridad conocida como “administrati-
va”, “comunitaria” o “tradicional” (autoridades municipales o 
comunitarias, gobernadores, etcétera.) 
Temas del territorio y los recursos naturales, pueden ser las 
anteriores o la autoridad agraria (comúnmente el comisaria-
do de bienes comunales o ejidales)

En muchas comunidades mesoamericanas, donde se vive 
en comunidades de forma cercana y no dispersa como en 
partes del norte del país, se llama a la asamblea usando el al-
tavoz de la comunidad, ubicada comúnmente en el edificio 
donde despachan las autoridades, o, tocando las campañas 
de la iglesia. 

En algunas comunidades, por ejemplo en Oaxaca, puede ser 
que se coloquen convocatorias en lugares públicos dando a 
conocer la hora y fecha de la siguiente asamblea y el orden 
del día. 

Lo anterior, sin embargo, no siempre es el caso. Con relación 
al pueblo yoeme o yaqui, se realizan asambleas semanalmente, 
los jueves y domingos; “los jueves son para asuntos de trabajo 
y los domingos para asuntos ceremoniales”. Nunca se utilizan 
convocatorias escritas, ni siquiera para las asambleas cuando 
van a nombrar a sus autoridades, pues “todo es mediante co-
municados verbales.” Al preguntar a un experto yoeme sobre la 
ausencia de convocatorias escritas, respondió: “aquí todavía la 
palabra, es palabra de honor” (Jaime 2014).4

Al preguntarle a un comunero de Santa Fe de la Laguna, 
Michoacán, una comunidad purépecha de la región del 
Lago de Pátzcuaro, sobre el procedimiento existente para 
convocar a las asambleas, respondió que “nunca se colocan 
convocatorias”:

El llamado a una asamblea es a través del repique de las 
campanas. Son generalmente en la noche, después de las 
9 de la noche. Sólo se tocan las campanas; comienzan a 
repicar las campanas y la gente va a la plaza afuera de la 
jefatura de tenencia. Solamente si en alguna de las reu-

3  COMUNIDADES INDÍGENAS. INTEGRACIÓN DE LA ASAMBLEA GENERAL CO-
MUNITARIA (LEGISLACIÓN DE OAXACA).

4  La investigadora Silvia Marcos notó: “Las tradiciones orales tienen una fe absoluta 
en la eficacia y el poder de la palabra hablada” (Marcos 2011, 164).
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niones se acuerda que se llevará a cabo otra reunión o un 
asunto urgente, se acuerda el día. Pero siempre, siempre 
es en la noche y el llamado son las campanas. La gente 
va escuchando las campanas y como a la hora de que 
comienzan a repicar, la gente va a la plaza. Nada es en 
español, todo en purépecha (Alejandre, 2014).

El lugar donde se realizan las asambleas suele ser la plaza pú-
blica de la comunidad, algún edificio o espacio público o un 
salón de usos múltiples.5 En comunidades más grandes, se pue-
de pasar lista antes de empezar la asamblea y firmar el acta de 
asamblea a final, o, posteriormente, una vez esté elaborada. En 
esa acta, en los lugares donde se utilizan,6 se registran los acuer-
dos tomados; no obstante, escritos o no, es responsabilidad de 
la autoridad competente hacerlos cumplir.

Generalmente, asistir a la asamblea es una obligación comuni-
taria de suma importancia. En la mayoría de las comunidades 
oaxaqueñas, por ejemplo, se aplica una multa a la familia que 
no manda a su representante a la asamblea; en general, es la 
mamá la que cumple con las obligaciones comunitarias y va 
en representación de su unidad familiar (lo común en Gue-
latao de Juárez y Santa María Tlahuitoltepec, donde asisten 
más mujeres que hombres a las asambleas), si ella no va, otro 
miembro de su familia nuclear debe asistir (su esposo, en caso 
de tener) y contestar cuando cuando se pasa lista. Ésa, como 
las otras obligaciones, son comúnmente compartidas entre 
la familia. 

En muchas comunidades de Oaxaca, además de la multa, se 
cierran las salidas de la comunidad mientras hay asamblea 
para evitar que la gente salga, o se conmina a los transportis-
tas para no llevar a las personas que deben estar allí, y claro, 
es difícil conseguir transporte porque los choferes están en 
la asamblea, como sucede en Santa Catarina Ixtepeji. 

En otras, los topiles (policía o ronda comunitaria) empiezan 
a rondar y al encontrar en la calle a una persona que debe 
estar en la asamblea la llevan, dentro de un periodo de to-
lerancia, a la asamblea; al pasar este periodo, es llevada a la 
cárcel de la comunidad. Éste es el caso de Tlalixtac de Ca-
brera (Hernández 2012). Las normas sobre cómo hacer que 
se cumpla con la asistencia a las asambleas varían de una 
comunidad a otra y de región en región, según el ordena-
miento jurídico indígena vigente en el lugar.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha resaltado que la asamblea general es la máxima 
autoridad en las comunidades indígenas: 

En los sistemas normativos indígenas la asamblea general 
comunitaria es el órgano máximo de decisión al cual le 
corresponde tomar las decisiones que resultan trascen-
dentes para la comunidad, al integrarse como los ciuda-
danos mayores de edad que se encuentren en ejercicio 
de sus derechos comunitarios” (SUP-REC-861/2014, Caso 
Tamazulapan). 

En este mismo sentido, el tribunal afirmó: 

“Conforme a la cosmovisión de los pueblos y comunida-
des indígenas, así como conforme a su derecho ancestral, 
la asamblea general comunitaria es el máximo órgano de 
decisión al interior de la comunidad, al cual le correspon-
de adoptar las decisiones que resulten trascendentes para 
la comunidad” (SUP-REC-861/2014, Caso Tamazulapan).

Junto con la asamblea como máxima autoridad, el tribunal 
también ha reconocido otras instituciones comunitarias, 
como son los consejos de ancianos, y ha resaltado la diver-
sidad de procedimientos que existen para el nombramiento 
de autoridades, lo que distingue a una comunidad de otra: 

Como se aprecia, en términos generales, el sistema nor-
mativo interno de la comunidad en análisis indica que las 
comunidades que integran el Municipio de Mazatlán Villa 
de Flores eligen a sus autoridades internas a través de una 
Asamblea General, la cual es la máxima instancia en la toma 
de decisiones; los ciudadanos se reúnen en un espacio pú-
blico, en particular en el corredor del Palacio municipal, el 
secretario realiza el pase de lista; se elige a una mesa de los 
debates y se adoptan las decisiones mediante votación o 
consenso y, en el caso de la elección de autoridades se utili-
zan diversos mecanismos, entre ellos el paloteo; se celebran 
asambleas comunitarias en las que se ejercen el derecho de 
votar y ser votados, el resultado se obtiene de la suma de 
los votos de todas las asambleas; se integra por los ciuda-
danos pertenecientes al municipio, las autoridades comu-

5 En diversas partes del territorio yoeme (yaqui), incluyendo Vicam, las asambleas 
se realizan en la “ramada”, que es una enramada tradicional; el lugar es también 
conocido como la “guardia”. La mayoría de la información citada en la presente guía 
sobre el referido pueblo fue compilada en trabajo de campo iniciado en agosto 
2014 en el territorio yoeme, particular pero no exclusivamente, en Bica (Vicam) y 
Wibis (Huiribis), con permiso de las autoridades tradicionales, que fue solicitada a 
través de un oficio girado por el magistrado José Alejandro Luna Ramos, presidente 
del tepjf, a los gobernadores de las referidas comunidades.

6 Por ejemplo, en el territorio yoeme, no se utilizan actas de asamblea, dado que su 
derecho propio sigue siendo totalmente oral. Al transmitirse además a través de su 
lengua materna, toda actuación de las autoridades y las asambleas se llevan a cabo 
en el idioma yoeme. Incluso, existe una norma que prohíbe que las autoridades 
utilicen el español cuando actúan en tal calidad. La responsabilidad de comuni-
carse en español con una persona o institución foránea recae en el secretario de 
las autoridades, quien sirve de conducto para tal comunicación. Es así que para 
el mundo exterior, los secretarios son frecuentemente considerados “voceros” de 
la tribu yaqui, aunque realmente sólo están cumpliendo con sus funciones como 
secretario de las autoridades tradicionales.
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nitarias y municipales y el consejo de ancianos que opina, 
delibera y propone los lineamientos para organizar las elec-
ciones para concejales (SUP-REC-836/2014 y acumulados, 
Caso Mazatlán).

Las diversas formas de gobierno indígenas presentes en el país 
generalmente se basan en sistemas de cargos. Las autoridades 
que prestan el servicio comunitario a través de ellos son nom-
bradas, casi siempre, por la asamblea. 

Los cargos también son conocidos como “servicios”. Por ende, 
una persona que está cumpliendo con un cargo también dice 
que está “prestando su servicio”. Generalmente se desempeñan 
a través de un sistema de escalafón; al cumplir bien con dicho 
cargo o servicio, la misma asamblea le seguirá asignando cargos 
de mayor responsabilidad, con los respectivos años de descan-
so entre ellos. Eso se conoce como “ascender” en el sistema de 
cargos o en el “escalafón”.

Comúnmente los cargos son obligatorios desde los 18 años o 
antes, si la persona se casa y forma así una unidad familiar in-
dependiente de la sus padres, o después, si sale a estudiar, pues 
al regresar de la universidad debe ponerse a las órdenes de las 
autoridades y presentarse en la asamblea, quien le asignará su 
primer cargo. 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha explicado los sistemas de cargos de la siguiente ma-
nera: “En las asambleas se elige al poder político comunal, 
como encargados de ejercer la voluntad de la comunidad, 
a través de los sistemas de cargos, que comprenden autori-
dades, comisiones y comités, tanto civiles como religiosos” 
(SUP-REC-861/2014, Caso Tamazulapan).

De igual forma, el TEPJF describió el escalafón de la siguiente 
manera:

…los ascensos en la jerarquía comunitaria son otorgados 
por el colectivo en función del desempeño en el oficio 
previamente determinado a una persona, a quien por 
el hecho de haber sido aprobado por la comunidad, se 
le distingue y reconoce con respeto, de ahí que, la ob-
tención de los encargos comunitarios, depende, entre 

otros aspectos, de la capacidad personal y familiar (SUP-
JDC-1640/2012, Caso Choápam).

Los cargos se cumplen en nombre de la unidad familiar. 
Aunque el nombramiento salga a nombre de una persona 
(madre o padre de la familia), es importante resaltar que su 
cumplimiento posibilita que todas las personas que integran 
su familia nuclear gocen de derechos dentro de la comu-
nidad. Comúnmente se cumplen juntos, sea en el sentido 
estricto de realizar las responsabilidades en conjunto por la 
carga que representan, o sea en el sentido de que mientras 
una persona tiene el cargo o servicio, las otras se encargan 
del sustento de la familia y otras responsabilidades familia-
res. En la región wirrárika (huichola), los cargos de jicare-
ros, por ejemplo, sí se cumplen por parejas: “Ellos tienen la 
responsabilidad de cuidar la jícara de una entidad ancestro 
comunal por un periodo de cinco años y asistir obligato-
riamente a las fiestas grandes, que se realizan en el centro 
ceremonial” (Fajardo 2010, 28).7

Respecto a la edad, comúnmente a los 60 años las personas 
son finalmente liberadas de todas las responsabilidades co-
munitarias, incluyendo los cargos. En este momento, solici-
tan a las autoridades su “baja” de la lista de personas activas 
en la comunidad, y al ser aprobada la solicitud por la asam-
blea, gozan de todos sus derechos sin tener ya que cumplir 
con obligaciones. Es el “descanso” que se le da por haber 
cumplido con su comunidad. Las edades y otros detalles va-
rían de una comunidad a otra,8 pero el buen cumplimiento 
en “el sistema de ‘cargos’ ascendentes” es lo que “le permi-
tirá” a sus integrantes “vivir con prestigio en su comunidad” 
(Gortaire 1971, 18).

Se habla de sistemas de cargos porque comúnmente con-
fluyen diferentes sistemas que permiten el funcionamiento 

7 A diferencia del centro y sur del país, donde las fiestas y ritos colectivos tienden a 
tener elementos católicos muy marcados, en algunos pueblos del norte, aún domi-
nan las religiones indígenas. Es el caso de la mayoría de las comunidades wirrárika, 
donde “la Iglesia católica reconoce que su antigua presencia ha tenido poco im-
pacto en la prácticas sociales”, y donde es notorio “[e]l escaso o nulo impacto de 
la evangelización católica en las prácticas tradicionales de los huicholes” (Fajardo 
2010, 43). Lo anterior hace que sus sistemas de cargos y de gobierno propio sean 
bastante distintos a los de otros pueblos. Entre estos cargos están los de los jicare-
ros, que cumplen con un cargo relativo a una deidad de la religión propia dentro 
de un centro ceremonial.

8 En las comunidades nahuas de la Huasteca media veracruzana, “existe la figura de 
la jubilación, así todo individuo que ha prestado faenas para beneficio de la comu-
nidad —en Palma Real Tepenahuac a la edad de 55 años— pide ser jubilado, para 
ya no seguir dando faena, ni formar parte de algún comité comunitario; en algunas 
comunidades también deja de asistir a asambleas comunitarias, mas no a las del 
ejido […] En Palma Real Tepenahuac los ancianos que se jubilan […] se les llama 
‘reservados’, y son ellos quienes aconsejan a las autoridades para resolver algunos 
asuntos o problema internos de la comunidad” (Bello 2011, 158-159).
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de toda la organización comunitaria. Por ende, una persona 
que pertenece a una comunidad puede, en su vida, cumplir 
diversos tipos de cargos, y todos se “toman en cuenta” para 
considerar que está al día con sus servicios. Los sistemas de 
cargos pueden incluir los cargos llamados “administrativos” 
en las comunidades (cabildo municipal o de la comunidad), 
religiosos, comunales (relativos al territorio y recursos natu-
rales), o de índole particular al pueblo o tribu, como son los 
gobernadores en varias regiones del norte del país.9 General-
mente los cargos son honoríficos: “El desempeño del cargo 
es obligatorio y no recibe remuneración económica alguna” 
(Gortaire 1971, 76).

La siguiente descripción de los sistemas de cargos vigentes 
en las comunidades tzeltales de Chiapas resume algunos 
puntos reflejados en párrafos anteriores, como la carga que 
representan para la unidad familiar y la complementariedad 
necesaria dentro de la pareja para poder realizarlos (por no 
ser remunerados y por tener que dejar las otras actividades 
familiares y económicas para cumplirlos), todo con el fin 
de cumplir bien con la comunidad, tener prestigio dentro 
de ella, y hacer posible el funcionamiento del gobierno co-
munitario: 

Las formas de representación de la autoridad […] se reco-
nocen en el sistema de cargos: un sistema político y otro 
religioso. El ayuntamiento regional consta de puestos polí-
ticos distribuidos en cinco niveles: alcaldes, síndicos, regido-
res, encabezados por un presidente municipal. El municipio 
administra las contribuciones, los impuestos, las prestacio-
nes y el trabajo colectivo de la comunidad. Quien acepta 
un cargo deja su paraje y su milpa durante un año para re-
sidir temporalmente en la cabecera municipal. Esto signifi-
cará el endeudamiento para subsistir durante ese tiempo y 
para sufragar los gastos que le representa el cargo (Gómez 
2004, 13).10

En algunas comunidades grandes la base de la organización co-
munitaria son los barrios. Para el Derecho Electoral Indígena de 
dicha comunidad y muchas otras del país, la importancia de los 
barrios emana de la rotación que debe hacerse entre comune-
ros de cada uno de ellos para el cumplimiento de los cargos. Por 
ejemplo, en Santa Fe de la Laguna, Michoacán, existen ocho ba-
rrios,11 lo que implica un sistema muy complejo de alternancia 
entre ellos en los diversos tipos de cargos (Gortaire 1971, 39, 70; 
Alejandre 2014; Dimas 2014). 

En Cheran, también en Michoacán, sus más de 16 mil habi-
tantes radican en cuatro barrios: el Barrio Primero (Jarukutini), 
Barrio Segundo (Ketsikua), Barrio Tercero (Karakua), y Barrio 
Cuarto (Parhikutini). Los cargos en el gobierno comunal actual 
se dividen entre los cuatro barrios, pues cada uno, en su res-
pectiva asamblea, nombra a las personas que deben servir a la 
comunidad en nombre de su barrio.

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: El artículo 5 establece que los pueblos 
indígenas tienen el derecho a “conservar y reforzar sus pro-
pias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y 
culturales…” Entre estas instituciones se destacan los siste-
mas de cargos.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal notó que la organización en barrios, como es el caso 
de Cheran, tiene orígenes prehispánicos:

Al respecto, debe considerarse que el barrio (calpulli en 
náhuatl y anapu o uapatsïkua en purépecha) constituye 
desde la época prehispánica una unidad política, adminis-
trativa, fiscal, militar, religiosa, familiar, residencial, social, 
cultural, económica y laboral propia de la organización de 
los pueblos indígenas que han mantenido formas distin-
tivas de ser y de vivir, aunque las mismas hayan variado 
desde la época prehispánica o novohispana. […]

En ese sentido, la circunstancia de que la firma de los pro-
moventes se presente mediante listas agrupadas según el 
número de barrio del que forman parte constituye una 
parte de la autoorganización del pueblo de cuya existencia 
se tiene constancia documental, por lo menos, desde mil 
novecientos cuarenta y que tal organización hunde sus 
raíces en la importancia de este tipo de división territorial 
entre los pueblos indígenas, desde la época prehispánica y 
novohispana (SUP-JDC-9167/2011, Caso Cheran).

9 Por ejemplo, para una descripción de las diversas autoridades del pueblo yoeme 
(yaqui) (Restor 2013). La autora las calificó como de cinco ámbitos: civil, militar, 
religioso, el kohtumbre y los fiesteros.

10 Contrario a lo aquí descrito con relación al pueblo Tzotzil de Chiapas, en muchas 
regiones del país los cargos sólo se cumplen en la comunidad de residencia-per-
tenencia y no necesariamente en la comunidad nombrada administrativamente 
“cabecera municipal” porque las largas distancias simplemente no lo hacen factible 
o porque los acuerdos tomados entre las comunidades son en este sentido. Es el 
caso por ejemplo en el municipio de Reyes Etla, Distrito de Etla, en la Región de 
los Valles Centrales de Oaxaca, por lo que la Sala Superior revocó la declaración de 
nulidad del nombramiento de autoridades municipales realizadas por la Sala Re-
gional Xalapa con base en lo que la referida sala había concluido era una violación 
al principio de universalidad del voto: “La controversia jurídica del presente asunto 
consiste en determinar si al declarar la nulidad de la elección de los miembros 
del ayuntamiento de Reyes Etla, Oaxaca, la Sala Regional indebidamente inaplicó 
de manera implícita las normas internas de las comunidades que integran dicho 
municipio para la designación de sus autoridades, sin considerar que existe un 
consenso comunitario de reconocimiento de sus instituciones propias y respeto 
mutuo entre ellas que no vulnera el principio de universalidad del sufragio” (SUP-
REC-19/2014, Caso Reyes Etla).

11 Los barrios son San Juan Urepati; San Juan Tatzepari; San Pedro Urepati; San Pedro 
Tatzepari; San Sebastián Urepati; San Sebastián Tatzepari; Santos Tomás Urepati y 
Santo Tomás Tatzepari (Gortaire 1971, 36).
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En otras comunidades, los barrios “mantienen una estructura 
organizativa”, donde todos tienen autoridades propias o inter-
nas; en el caso de San Pedro Tziltzacuapan de Barranco, perte-
neciente al municipio de Ixhuatlán de Madero, en la Huasteca 
media veracruzana, una comunidad tepehua, cada barrio tiene 
su juez, sus comités, y capitanes para organizar su propio car-
naval (Bello 2011, 9).

Otra institución que también influye en los sistemas de autori-
dades y a veces, incluso, en sus nombramientos, son los conse-
jos de ancianos, o, como son conocidos en Santa Fe de la Lagu-
na, los acha. En el contexto de la referida comunidad, se trata de 
gente de mayor edad, experiencia y prestigio que conforman lo 
que es un consejo comunal, compuesto siempre por una per-
sona por barrio (Gortaire 1971, 74; Alejandre 2014; Dimas 2014). 

Es común que las personas que migran decidan seguir co-
laborando con sus comunidades, lo que incluye el cumpli-
miento de cargos (Mora, Durán, Corona y Vega 2004, 234). 
Lo anterior puede garantizar derechos vigentes en la comu-
nidad, como es el derecho de ser enterrado allá al momento 
de su fallecimiento

.

Los sistemas de cargos son un elemento esencial de la vida 
colectiva en las comunidades indígenas, donde a través del 
servicio brindado a su comunidad, las mujeres y hombres 
que pertenecen a ella, hacen que funcione una compleja es-
tructura político-social que es suya, es propia. Por ende, se 
sugiere tomarlos en cuenta y darles el debido peso al resol-
ver controversias electorales provenientes de comunidades 
que se rigen por sistemas normativos indígenas.

Corte Interamericana de Derechos Humanos: En su reso-
lución en comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay, la 
CoIDH notó que el pueblo indígena sarayaku, al cual perte-
nece la comunidad Yakye Axa, se encuentra organizado bajo 
un Consejo de Gobierno integrado por líderes tradicionales 
de cada comunidad (kurakas o varayakus), autoridades co-
munitarias, ex dirigentes, mayores, sabios tradicionales (ya-
chaks) y grupos de asesores técnicos de la comunidad. Este 
consejo tiene capacidad de decisión en cierto tipo de con-
flictos internos y externos, pero su tarea principal es servir 
de interlocutor con los actores externos sobre la base de las 
decisiones tomadas en asamblea (CoIDH 2012, Caso Yakye 
Axa vs. Paraguay).

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: En el 
caso de San Jerónimo Sosola, el tribunal confirmó un re-
quisito establecido por las comunidades de un municipio 

de Oaxaca de la edad mínima de 25 años para servir en el 
cabildo municipal, lo que refleja una característica común 
del Derecho Electoral Indígena: la necesidad de experiencia 
a través de un escalafón de cargos antes de ser nombrado en 
un cargo de mayor responsabilidad (SUP-REC-2/2011, Caso 
Sosola y Tesis XLIII/2011).12

TEQUIO

El tequio o faena, como es llamado en diversas regiones indí-
genas del país, es el trabajo colectivo realizado para el bien co-
mún. Esta institución indígena es un reflejo de valores y prin-
cipios propios, que sustentan una visión colectiva de la vida 
y del bienestar. Además, por ser una institución comunitaria 
de suma importancia, las normas que existen al respecto son 
parte integral del ordenamiento jurídico vigente. Representa 
otro pilar de la vida colectiva de las comunidades indígenas 
del país. 

La Sala Superior del TEPJF ha descrito la institución del tequio 
de la siguiente manera: 

…la realización del tequio para los pueblos y comunidades 
indígenas, resulta una práctica obligatoria por parte de sus 
miembros, toda vez que se entiende como una muestra de 
solidaridad comunal, derivada de la prestación de un ser-
vicio gratuito y del ejercicio de determinadas funciones en 
beneficio de la comunidad, es decir, un trabajo en conjunto 
que redunda en beneficios colectivos (SUP-JDC-1640/2012, 
Caso Choápam).

En palabras de Carmen Cordero Avendaño, investigadora de la 
Universidad de la Sorbona, el tequio es “el concurso obligado y 
personal de cada miembro de la comunidad en la ejecución de 
alguna obra de beneficio general” (Cordero 2009, 43). Tal como 
lo explicó, “[e]l trabajo comunal es presentado como un deber 
de cada uno en beneficio de la comunidad actual y también 
de la futura […] ellos no piensan en las mejoras como usuarios, 
sino como miembros de un pueblo y siempre se refieren al in-
terés colectivo (Cordero 2009, 46).13

12 USOS Y COSTUMBRES INDÍGENAS. EDAD MÍNIMA PARA OCUPAR UN CAR-
GO DE ELECCIÓN MUNICIPAL.

13 También se ha descrito el tequio de la siguiente manera: “El tequio es una forma 
de trabajo colectivo que los pueblos y las comunidades practican cotidianamente 
para mantener en buen estado los caminos, realizar la obra pública o explotar los 
recursos naturales en beneficio del grupo, entre otros fines. No implica un trabajo 
remunerado, sino un servicio en beneficio de la colectividad; la decisión de realizar 
el tequio parte de la necesidad que la asamblea advierte y que determina realizar de 
manera voluntaria u obligatoria. Puede ser la primera cuando se plantea la coope-
ración por medio del tequio para unos ciudadanos y mediante materiales o dinero 
para otros. Cuando es obligatoria, el ciudadano debe participar personalmente, sin 
embargo, en la mayoría de las comunidades indígenas se plantea que si la persona 
no lo puede realizar, pague a otra persona para que lo realice en su nombre” (Mar-
tínez 2013, 56).
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En la Huasteca media veracruzana, Daniel Bello López docu-
mentó que las formas de “organización para el trabajo” son la 
faena, el comuntequitl (trabajo del común) y la mano-vuelta o 
ayuda mutua. 

Las dos primeras se practican cuando se trata de lograr 
beneficios comunitarios. La faena básicamente es para 
dar aportación en mano de obra en la construcción de 
obras de beneficio colectivo. El comuntequitl en algunas 
comunidades nahuas ixhuatecas se utiliza para realizar 
faenas, es decir, trabajo colectivo para el beneficio co-
munitario, aunque en varias comunidades nahuas de la 
Huasteca veracruzana también implica aportación de 
mano de obra, que se da para sembrar o cuidar bienes en 
común: la milpa, el ganado y potrero del común (Bello 
2011, 16).

Tal como se practica en comunidades indígenas de todo el país, 
en la Huasteca media veracruzana, “[l]a prestación de faena es 
un criterio para otorgar la ciudadanía comunitaria que otorga 
derechos a los vecinos” (Bello 2011, 156).

El tequio o faena es una obligación comunitaria de suma im-
portancia. Una familia que no cumple con dicho derecho 
no está “al día” con sus obligaciones. Las normas relativas 
al cumplimiento del trabajo colectivo son, por tanto, un 
elemento importante del ordenamiento jurídico vigente en 
una comunidad indígena donde aún se practica el trabajo 
colectivo. 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: El artículo 20 de la declaración estable-
ce que los pueblos indígenas tienen el derecho a mantener 
y desarrollar sus sistemas o instituciones políticas, económi-
cas y sociales. Para muchos pueblos originarios mexicanos, 
el tequio o faena es una institución muy importante, basada 
en principios y valores culturales propios como son la reci-
procidad y solidaridad.

Convenio 169 de la oit: El artículo 5 establece que al apli-
car las disposiciones del convenio, se “deberán reconocerse 
y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, re-
ligiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá 
tomarse debidamente en consideración la índole de los 
problemas que se les plantean tanto colectiva como indi-
vidualmente.” También dispone que “deberán respetarse la 
integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos 
pueblos”.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: La Sala 
Regional Xalapa describió este elemento de la vida colectiva 
de la siguiente manera: 

Es evidente que el tequio es indispensable, en las comuni-
dades indígenas en las que se exige porque además su im-
portancia simbólica, forma de organización y convivencia 
de las propias comunidades, y se trata de un requisito que 
se exige a los integrantes de la comunidad para poder 
participar en la vida pública de ésta.

En efecto, el cumplimiento del tequio también se trata de 
un requisito que las comunidades pueden exigir a sus in-
tegrantes para poder formar parte de las decisiones que 
se toman en torno a la comunidad, pues sólo después 
de que este se haya cumplido se adquieren determinados 
derechos.

Ciertamente, para que en tales comunidades sus inte-
grantes puedan votar u ocupar determinados cargos es 
necesario que antes hayan cumplido con requisitos tales 
como el tequio (SX-JDC-971/2012, Caso Cuixtla).

Los tequios o faenas se cumplen por diversos fines, general-
mente fijados por la misma asamblea general comunitaria, a 
propuesta de las autoridades competentes. En comunidades 
con sistemas de gobierno propio particularmente complejos, 
donde convergen diversos sistemas de cargos, pueden existir 
distintos tipos de tequios o faenas, que se pueden clasificar se-
gún la autoridad convocante:

Los organizados por el cabildo o autoridad conocida como 
la “administrativa” 
Los organizados por la autoridad a cargo del cuidado del te-
rritorio y de los recursos naturales (el comisariado de bienes 
comunales o ejidales)
Los que organiza algún comité (en algunas regiones, co-
múnmente integrados por mujeres), como son los comités 
de salud y educación. 

Es así que en un mismo día se observó la realización de di-
versos tequios a la vez en Santa Catarina Ixtepeji, Oaxaca, 
todo en la víspera de la fiesta patronal y para cumplir con 
las tareas necesarias para preparar a la comunidad. Uno fue 
un tequio “general”, organizado por la autoridad municipal, 
y otro fue convocado por uno de los comités, integrado 
por mujeres. Por ende, cada familia mandó a un hombre al 
tequio general, y una mujer al tequio que organizó, en esta 
ocasión, el comité de salud.
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En Ixtepeji se pasa lista en los tequios y la autoridad convo-
cante (administrativa, comunal o del comité) mantiene un 
estricto control al respecto. El secretario municipal, a tra-
vés del altavoz ubicado en el palacio, emite recordatorios 
el día anterior y en la mañana en que se realizará el tequio, 
que generalmente empieza a las 6 de la mañana, por lo 
que a las 5:30, comienza a hacer el llamado para despertar 
a toda la comunidad y pedir que lleguen puntualmente 
con machete (o su respetiva herramienta, dependiendo 
del trabajo a realizarse) “y su respetivo lonche” a la expla-
nada del palacio municipal, de donde partirán al lugar de 
la actividad.

En los tequios que convoca la autoridad municipal o co-
munal, a media jornada, se reparten refrescos y se llama a 
tomar el “almuerzo”; las personas detienen sus actividades 
y se sientan a tomar su taco o torta, para después, resumir 
sus actividades. El almuerzo lo lleva cada persona, pero los 
refrescos los pone la autoridad. Al concluir el tequio todas 
las personas regresan al lugar de donde partieron; en el 
caso del tequio convocado por la autoridad administrativa, 
al palacio municipal, donde la autoridad distribuye cerve-
zas. Lo anterior es una expresión concreta de la solidaridad 
y reciprocidad no sólo entre las personas y las familias, sino 
también, entre éstas y las autoridades.  Ambos valores son 
fundamentales para la mayoría de las comunidades indí-
genas. Es la forma simbólica, pero a la vez, concreta, en 
que las autoridades, en este caso, municipales, agradecen 
el esfuerzo realizado en el tequio y refrendan su buena vo-
luntad.14

El tequio es una institución comunitaria que representa 
una forma de realizar trabajos que generalmente implican 
un esfuerzo físico no menor y que tienen un gran alcance 
sobre la vida comunitaria, de una forma rápida y eficiente 
(por la gran concurrencia, pues cada familia debe mandar 
a una persona). Diversas autoridades entrevistadas también 
subrayaron que por ser de interés común, el trabajo se efec-
túa con entrega. Además, es una ocasión para refrendar la 
solidaridad y la unidad comunitaria, e incluso, en algunas 
comunidades, de discutir temas de relevancia colectiva. Ge-
neralmente, la autoridad debe ir al frente, encabezando el 
trabajo.

Los detalles varían de una comunidad a otra, por ejemplo

La frecuencia de los tequios; 
El día en que se llevan a cabo; 
Si se puede pagar a otra persona para cumplirlo o pagar una 
multa para cubrir la no asistencia de alguien de la familia, 
y cuánto es lo que se paga a esta persona o a la autoridad 
como multa; 
A qué horas se realizan; y 
Para qué tipo de obras. 

Los tequios o faenas se convocan, por ejemplo, para el mante-
nimiento de brechas o la pavimentación de caminos; la cons-
trucción, la limpieza o mantenimiento de escuelas; la limpieza 
de las calles o brechas (al tratarse de las brechas o caminos, 
se “limpian” sus alrededores con machete, mientras las calles 
se limpian con escobas); la limpieza del panteón antes de los 
ritos del Día de Muertos, y múltiples actividades necesarias 
para hacer funcionar de forma ordenada y digna la vida co-
lectiva.15 

Las fiestas y ritos colectivos son el siguiente elemento de la vida 
de las comunidades indígenas que se debe resaltar. Su impor-
tancia se aprecia a través de los diversos ejercicios o actos de 
autoridad que involucran, y por el desempeño y esfuerzo reali-
zados para llevarlos a cabo. 

Por tratarse de un tema sumamente popular en la antropolo-
gía mexicana existe información sobre las festividades y rituales 
colectivos (por lo menos, los más “entendibles” desde la visión 
ajena) de prácticamente todos los pueblos originarios del país y 
de una gran cantidad de las comunidades que los conforman.16 
Es importante resaltar que muchos de los antropólogos, al des-
cribir este elemento de la vida colectiva, hacen mención de la 
organización comunitaria que está detrás de estos procesos y 
que los sustentan. 

Las fiestas y ritos colectivos “constituyen oportunidades para 
adquirir y refrendar la identidad comunitaria y comunal a través 
de la música, las danzas y un disfrute colectivo de excedentes, 
en un ambiente de alegría y recreación. Esta múltiple celebra-
ción se organiza, financia, realiza y disfruta en forma comunal” 
(Rendón 2003, 44).

14 Todos los datos aquí relatados fueron compilados en trabajo de campo realizado 
entre agosto de 2013- y febrero de 2014 en la referida comunidad, con permiso de 
las autoridades municipales, que fue solicitada a través de un oficio girado por el 
magistrado José Alejandro Luna Ramos, presidente del tepjf, al presidente muni-
cipal, Fernando Santillán Arena. El permiso fue aprobado en sesión de cabildo y 
también por la asamblea general comunitaria.

15 El tepjf ha comparado con el “pago de contribuciones municipales”, por lo que 
“debe cumplir con los elementos de proporcionalidad, equidad y razonabilidad al 
momento de su realización (Tesis XIII/2013)”. USOS Y COSTUMBRES. EL TEQUIO 
DEBE RESPETAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS MIEMBROS DE LA 
COMUNIDAD)”.

16 Para el contexto del noroeste del país, véase por ejemplo (Aguilar y Moctezuma 
2013, 206).
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Por ejemplo, en la comunidad de Santa Catarina Ixtepeji, duran-
te la celebración de la fiesta de la santa patrona, también cono-
cida como la festividad anual, todos los integrantes del cabildo 
municipal tienen comisiones específicas que deben cumplir, 
y están presentes obligatoriamente todos los días que dura la 
fiesta (cada año, del 23 al 27 de noviembre). 

La fiesta se organiza con base en las cooperaciones obliga-
torias de cada familia (en el año 2013, fueron 500 pesos), 
así como diversos cargos también obligatorios que desig-
na la asamblea general comunitaria (el consejo de festejos 
particularmente). Su fin es la cohesión social y la unidad, y 
los principios que rigen el ordenamiento jurídico ixtepejano 
también se aplican a la fiesta, incluyendo el respeto mutuo, 
la armonía, el orden, y la transparencia y rendición de cuen-
tas. En este sentido, todo el dinero recolectado y los gastos 
realizados está puesto al estricto escrutinio del órgano in-
terno de control y rendición de cuentas de la comunidad, 
la comisión revisora, quien da su “dictamen” a la asamblea 
general comunitaria, la máxima autoridad, sobre el manejo 
de dichos recursos.

Asimismo, se realizan diversos tequios por mujeres y hom-
bres antes de la fiesta para preparar a la comunidad, inclu-
yendo la limpieza de las brechas y de las calles. Es norma 
bajo el sistema jurídico ixtepejano que cada familia debe 
tener limpio alrededor de su solar. Como todas las leyes co-
munitarias, el incumplimiento conlleva una sanción aplica-
da por la autoridad.

En el contexto del pueblo náhuatl Momoxca de Milpa Alta, en 
el Distrito Federal, la importancia de este elemento de la vida 
colectiva fue detallada de la siguiente manera: 

Uno de los rasgos culturales que emplean los milpaltenses 
para distinguirse del resto de la población de la ciudad de 
México es el conjunto de festividades que se realizan en la 
zona, diferencia que no es menor si se considera que en 
total todos los pueblos organizan 700 festividades a lo largo 
de un año. […]

El desarrollo de estas fiestas implica la presencia de una 
estructura compuesta por las mayordomías o socieda-
des, como también se les denomina a los encargados de 
conducir las celebraciones. Éstos asumen el cuidado de la 
iglesia y del patrono, así como la organización de las festivi-
dades. Los mayordomos ejercen su puesto durante un año 
y, como a principios del siglo xx, al ser nombrados reciben 
una corona de espinas —símbolo del arduo trabajo que 
les espera— y al finalizar su tarea son coronados con flo-
res, señal de que han cumplido con la tarea encomendada 
(Wacher 2006, 35-36).

En las comunidades tzeltales de Chiapas, se ha descrito a los 
sistemas de cargos religiosos y las mayordomías que los confor-
man de la siguiente forma: 

Los cargos religiosos los ocupan mayordomos y alféreces 
y su número depende del número de santos patronos 
de la comunidad. Los “paseros” son los que ya cumplie-
ron un año de cargo. Y forman el cuerpo de principa-
les, que hicieron servicio a la comunidad en cargos de la 
jerarquía político-religiosa. Su entrega (tradicionalmente 
sin remuneración) le hizo ganar el reconocimiento de la 
gente. Y se consagran como autoridad suprema (Gómez 
2004, 13).

Por otra parte, en torno a las comunidades tzotziles del mismo 
estado, se ha explicado de la siguiente forma:

La organización ritual de cada comunidad está represen-
tada por el sistema de cargos, que […] tiene también im-
portantes consecuencias en la organización política del 
grupo. En dicho sistema, los miembros de la colectividad 
ocupan rotativamente puestos jerárquicos asociados 
con el cuidado de distintos santos católicos, a través de 
los cuales adquieren prestigio social y autoridad frente 
el resto de la colectividad para desempeñar funciones 
públicas.

El sistema de cargos promueve la integración social de la 
comunidad indígena en varios sentidos: la participación en 
él define las fronteras de pertenencia a la comunidad, ya 
que sólo sus miembros pueden hacerlo; participar implica 
y expresa valores compartidos, y, al menos en apariencia, 
el sistema parece contribuir a evitar la concentración de ri-
queza en manos de algunos miembros de la comunidad, ya 
que los cargos más importantes suponen mayor gasto para 
quien los ocupa (Obregón 2003, 18-19).

Estos cargos u obligaciones toman formas distintas; por ejem-
plo, en la región mesoamericana son comunes las mayordo-
mías o los comités de festejos, aunque los detalles varían de una 
comunidad a otra:

El número de personas que los integran; 
Si hacen todo el gasto solos o si todas las familias también 
pagan una contribución como obligación comunitaria; 
La duración del cargo; 
Si el cargo es nombrado en la asamblea general o por otra 
autoridad, o si es un cargo “voluntario” (solicitado por la 
persona); etcétera. 

Por otra parte, en el norte del país hay cargos muy particulares 
y, en algunos casos, más relacionados con ritos y religiones de 
origen prehispánicos, como los descritos en la región wirrárika, 
que ligados a la religiosidad católica 
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En el territorio yoeme, los cargos relativos a las fiestas y ritos 
colectivos los cumplen diversas autoridades, incluyendo los 
fiesteros, el kohtumbre, y maestras y maestros rezanderos, 
por sólo nombrar a algunos (Moctezuma 2007, 37-47). Es así 
que en su “forma histórica de autogobernarse”, como lo des-
cribió el secretario de las autoridades de Vicam, el experto 
Mario Luna Romero (Luna 2014), aparte de los gobernado-
res de las ocho comunidades que duran un año en el cargo, 
y las guardias y soldados que cumplen cargos militares, se 
incluyen estos cargos.  

Asi como los otros elementos de la vida colectiva ya descritos, 
las fiestas y ritos colectivos son parte fundamental de la vida de 
los pueblos indígenas y las comunidades que los integran. Se 
realizan en momentos diversos y con fines distintos (celebrar a 
algún santo católico o deidad de la religión propia, purificación 
o preparación de una autoridad nombrada para un cargo, etc.), 
y están íntimamente relacionados con los otros elementos de 
la vida comunitaria.

Las mayordomías u otros cargos relativos a la organización 
y desarrollo de fiestas o ritos colectivos son un elemento 
importante de la vida colectiva de los pueblos originarios 
del país. Todo el esfuerzo que conllevan, sea por toda la co-
munidad o sea por las personas que se ofrecen o que son 
nombrados para organizarlos, tiene como objetivo el goce 
común, la cohesión social y la continuidad de elementos 
culturales importantes.

La lengua es la forma de transmitir y preservar la cultura. To-
das las lenguas indígenas nacionales forman parte del patri-
monio cultural del país, según los términos del artículo 3 de 
la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indí-
genas. El lugar privilegiado que se da a la palabra y la oralidad 
entre los pueblos originarios es un reflejo del origen antiguo 
de su lengua y su papel como elemento cultural fundamental, 
pues es difícil que el español describa realmente su contexto 
particular. 

En este contexto, parte de la riqueza de las culturas del país 
es el carácter oral de los ordenamientos jurídicos indígenas, 
pues describen conceptos que al ser traducidos o reducidos 
a la escritura, pierden su verdadero sentido. También nacen 
de acuerdos que son el resultado de largas discusiones (ora-
les) que son convenidos y tomados con carácter de ley.17

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:18 El 
artículo 2°, apartado A, inciso IV establece: “Esta Constitu-
ción reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las 
comunidades indígenas a la libre determinación y, en conse-
cuencia, a la autonomía para: Preservar y enriquecer sus len-
guas, conocimientos y todos los elementos que constituyen 
su cultura e identidad”.

La Ley General de los Derechos Lingüísticos de los Pueblos 
Indígenas (lgdlpi):19 La ley reglamentaria al artículo 2 esta-
blece en su primer artículo: 

“La presente Ley es de orden público e interés social, de 
observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y 
tiene por objeto regular el reconocimiento y protección 
de los derechos lingüísticos, individuales y colectivos de 
los pueblos y comunidades indígenas, así como la promo-
ción del uso y desarrollo de las lenguas indígenas.”

La lgdlpi obedece a la necesidad de permanencia de los pue-
blos y comunidades. La lengua indígena constituye para los 
indígenas no sólo un elemento comunicativo, de transmisión 
de palabras, sino que es, además, un medio de transmisión del 
mundo en el que viven, de la cosmovisión que comparten. Mu-
chas de las actividades que se realizan en dichas comunidades, 
si no es que todas, se llevan a cabo en su lengua materna: activi-
dades económicas, sociales, políticas, y religiosas. 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha establecido que a fin de garantizar el pleno acceso 
a la justicia de las comunidades indígenas, así como para 
preservar y enriquecer sus lenguas, el juzgador “debe valorar 
la necesidad de la designación de un intérprete y de realizar 
la traducción de las actuaciones efectuadas en juicio, cuan-
do así se justifique, tomando en consideración el idioma en 
el que se redactó la demanda y la lengua que habla la comu-
nidad” (Tesis XIV/2012 20).

17 Hay conceptos del Derecho Electoral Indígena que difícilmente pueden ser tradu-
cidos al español. Por ende, las personas encargadas de impartir justicia en materia

 electoral pueden perder el contexto al no tener una traducción o interpretación 
clara de cierta norma jurídica de alguna comunidad o del contexto en el que nació, 
al tratarse, por ejemplo, de un acuerdo que sale de una asamblea que posiblemente 
duró horas o incluso, días en discutirlo. Lo anterior se ve con conceptos tan básicos 
(e importantes) como autoridad. Según lo documentado en el contexto del pue-
blo nahua de la Huasteca media veracruzana, particularmente, la comunidad de 
Tlaltzintla, municipio de Benito Juárez: “la autoridad desde la cosmovisión y lengua 
propia, se entiende como Tlanahuatiyani o Tlanahuatiketl el que dirige y guía por-
que sabe resolver los problemas, no el que manda”; éste “nunca hace lo que quiere, 
sino que hace lo que la comunidad quiere” (Bello 2011, 16, 103).

18 La reforma al referido artículo fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
día 14 de agosto de 2001.

19 La referida ley fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 13 de marzo 
de 2003.

20 COMUNIDADES INDÍGENAS. EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EL JUZGA-
DOR DEBE VALORAR LA DESIGNACIÓN DE UN INTÉRPRETE Y LA REALIZA-
CIÓN DE LA TRADUCCIÓN RESPECTIVA.
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El tribunal ha tomado pasos importantes para promover el 
uso de las lenguas maternas y asegurar un acceso equitativo 
a la información relativa a casos que involucran a las comu-
nidades indígenas, a través de la publicación de resúmenes 
oficiales de las sentencias y su respectiva traducción en la o 
las lenguas habladas en aquéllas. Cabe destacar el caso de 
Mazatlán Villa de Flores, distrito de Teotitlán, Oaxaca (SUP-
REC-836/2014, Caso Mazatlán). La resolución incluyó un re-
sumen oficial y fue la primera que, con el apoyo del inali, fue 
traducida e interpretada (es decir, tanto por escrito como 
por audio) a la lengua mazateca, que es la lengua materna 
de las comunidades que integran el municipio citado.

La lgdlpi establece que las lenguas indígenas son reconocidas 
como lenguas nacionales, con la misma validez que el español 
(artículo 4). Así, las lenguas indígenas son válidas, al igual que el 
español, para cualquier asunto o trámite de carácter público, y 
para acceder a servicios o información pública (artículo 7).  

Así también, bajo los términos de la ley, se creó el Instituto Na-
cional de Lenguas Indígenas (artículo 14) con sede en la ciudad 
de México, para dirigir las acciones tomadas a nivel nacional 
y cumplir con las disposiciones de la misma y “cuyo objeto es 
promover el fortalecimiento, preservación y desarrollo de las 
lenguas indígenas que se hablan en el territorio nacional”.

Según información compilada por el inali, en México 
viven aproximadamente 16 millones de indígenas, de los 
cuales, cerca de siete millones son hablantes de lenguas in-
dígenas nacionales. De dicha población, aproximadamen-
te un millón habla únicamente la lengua indígena (inali 
2014).  

El citado instituto ha identificado en el territorio del país 11 
familias lingüísticas, 68 grupos de lenguas y 364 variantes 
lingüísticas, consignadas en el Catálogo de lenguas indígenas 
nacionales. Variantes lingüísticas de México con sus autodeno-
minaciones y referencias geoestadísticas.21 En la página web del 
inali (www.inali.gob.mx) se encuentra la versión electrónica 
del catálogo, el Padrón Nacional de Intérpretes y Traductores 
en Lenguas Indígenas (un instrumento de suma utilidad para 
los tribunales y autoridades electorales) así como información 
adicional sobre el tema de los derechos lingüísticos y la diver-
sidad del país.

Según el inali, los objetivos del Catálogo de lenguas indíge-
nas nacionales (clin) son:

Dar a conocer cuáles son las lenguas indígenas habladas 
en nuestro país reconocidas como lenguas nacionales 
por la lgdlpi;
Contribuir a hacer más eficiente la atención guberna-
mental dirigida a la población hablante de lengua in-
dígena;
Colaborar para que la población hablante de lengua 
indígena cuente con un mejor acceso a los derechos 
lingüísticos que le reconoce el Estado;
Apoyar el cambio hacia una actitud favorable entre la 
población indígena por las lenguas indígenas, sus ha-
blantes y sus prácticas socioculturales;
Aportar información para el reconocimiento de la di-
versidad lingüística de México que, además, oriente la 
realización de futuros estudios, investigaciones y traba-
jos sobre las lenguas indígenas nacionales.

El inegi también ofrece información relevante sobre las per-
sonas hablantes de lenguas indígenas y las que se autoidenti-
ficaron en el censo como indígenas (independientemente de 
si hablan o no su lengua materna). A través de su página web 
(www.inegi.gob.mx) se puede encontrar diversos tipos de ci-
fras al respecto (véase tabla 1).

En marzo del presente año, el presidente de la Sala Superior 
del tepjf y el director general del inali firmaron un convenio, 
lo que abrió la puerta para una colaboración estrecha para el 
cumplimiento de los términos de la referida ley por parte del 
tribunal.

El Derecho Electoral Indígena, o el conjunto de leyes y pro-
cedimientos propios vigentes que rigen el nombramiento 
de las diversas autoridades comunitarias, parte de premisas 
diversas a las que sustentan el sistema de partidos polí-
ticos. Sus características básicas son diferentes, por tanto 
es necesario un conocimiento y un tratamiento diferente 
por parte de las personas encargadas de impartir la justicia 
electoral. 

En este sentido, y antes de presentar diversas definiciones en 
el siguiente capítulo, se describen algunos de los principios y 
conceptos que sustentan los sistemas electorales indígenas, tal 
como han sido identificados por expertos en la antropología 
jurídica.21 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de enero de 2008.
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Un concepto de suma importancia al acercarse al Derecho Elec-
toral Indígena es la pertenencia a la comunidad: “Esta identidad 
y sentido de pertenencia a una comunidad es muy profunda” 
(ser 1995, 29). Las personas que pertenecen a una comunidad 
indígena tienen obligaciones comunitarias que, al ser cumpli-
das, permiten su permanencia en ella. 

La idea de la pertenencia a una comunidad se basa en una vi-
sión colectiva y de un desarrollo comunal de la vida. Lo ante-
rior es muy diferente al concepto occidental de la ciudadanía, 
cuyo enfoque es el individuo: “la mentalidad colectivista es el 
elemento a partir del cual las diferentes sociedades originarias 
han dado forma a su estructura y organización en los distintos 
momentos de su historia” (Maldonado 2013, 22). 

En casos de posible conflicto entre los derechos individuales 
y los derechos colectivos, particularmente por el no cum-
plimiento de obligaciones comunitarias, es recomendable 
que las personas encargadas de impartir justicia en materia 
electoral conozcan lo que significa y lo que implica, bajo el 
ordenamiento jurídico propio, la ciudadanía o pertenencia a 
cierta comunidad, la que se basa en el cumplimiento de sus 
obligaciones.

En las comunidades indígenas donde todavía se mantienen 
los sistemas de cargos, su cumplimiento, igual que las otras 
obligaciones que tienen las personas que pertenecen a la co-
munidad (el tequio o faena, la asistencia a las asambleas, el 
pago de cooperaciones, y el buen comportamiento) general-
mente se cumplen a nivel familiar. Es decir, si el esposo-padre 
o esposa-madre cumple con ellos, toda su familia goza de 
derechos. 

Actualmente, es más común que las mujeres también par-
ticipen en las asambleas y por lo tanto tengan la obligación 
de cumplir con cargos y tequio, en representación de la uni-
dad familiar, lo que permite que toda la familia tenga dere-
chos en la comunidad.

Es esencial mencionar el principio fundamental existente en la 
mayoría de las comunidades indígenas: primero existen obliga-
ciones, y luego, derechos. Es así que el ex presidente municipal 
de la comunidad zapoteca serrana de Santa Catarina Ixtepeji, 
el ingeniero Fernando Santillán Arenas (periodo 1 de julio de 
2012-31 diciembre 2013), afirmó: “Primero es cumplir, ganar su 
ciudadanía y ganarse su derecho [...] Hay que cubrir las nece-
sidades de la comunidad. A partir de allí, tenemos el derecho 
de agua, de respeto” (Santillán 2013a) El ex tesorero municipal, 
Ignacio Castellanos León (periodo de 1 de julio de 2012-31 di-
ciembre 2013), se expresó de la misma manera: “De uno depen-
den los derechos” (Castellanos 2013).

En palabras de la anterior presidenta del comité de salud 
de Santa Catarina Ixtepeji, Silvina León Castellanos (periodo 
2013): “Tiene uno primero que servir para tener derechos 
como ciudadanos y ciudadanas de la comunidad […] Ésta 
es la importancia de todo, servir y así cuando necesitamos 
algo con gusto la autoridad nos apoya” (León 2013).

Existen propuestas que permiten hablar acerca de las perspecti-
vas22 sobre el papel de la mujer y el hombre en la vida colectiva. 
Silvia Marcos, investigadora de diversas universidades, tanto na-
cionales como extranjeras, argumentó que “[e]n las referencias 
cosmológicas y en las prácticas contemporáneas de las luchas 
sociales indígenas, no existe el concepto de individuo auto-con-
tenido ni para la mujer ni para el varón. Existe el ‘nosotros’ co-
munitario” (Marcos 2013, 157).

En este contexto, la dualidad constituye “un posible referente 
para el estudio del género en Mesoamérica”, y “la omnipre-
sencia de éste es tan incluyente que abarca mucho más que 
el género en el sentido restringido que le dan las académicas y 
feministas urbanas” (Marcos 2013, 156).

Para explicar lo anterior se han encontrado los orígenes del 
concepto de dualidad (lo que se ha definido como un “dispo-
sitivo perceptual mesoamericano”) en las civilizaciones milena-
rias que surgieron antes de la conquista, particularmente, al es-
tudiar sus escrituras y estructuras políticas, sociales y religiosas 
(Marcos 2011, 44-45).

En cuanto a la participación en la vida pública de las mujeres 
mesoamericanas, existen diversos ejemplos: en los Anales 
de Cuautitlán, se registra que el consejo que gobernaba la 
ciudad estaba formado por seis mujeres y seis hombres, y 

22 Mariana Mora propone la posibilidad de incluir las perspectivas de las mujeres 
indígenas sobre “género” (Mora 2013, 174).
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en las áreas gobernadas por los mexica, el poder máximo 
era ejercido por dos personas llamadas tlatoani y cihuacoatl. 
Asimismo, el Códice Selden contiene una referencia a una 
princesa guerrera que defendió su dominio con las armas 
en la mano. Durante la conquista, Hernán Cortés, en una de 
sus Cinco cartas al emperador, se quejó de una mujer gober-
nante que cerró el paso a los españoles en su marcha hacia 
Tenochtitlán (Marcos 2011, 142). 

Lo anterior también es evidente al estudiar las fuentes exis-
tentes (particularmente, los códices prehispánicos) de la ci-
vilización ñuu savi (mixteca). El lingüista mixteco, Ubaldo 
López García, notó la influencia de este legado de dualidad 
en las formas de gobierno actuales: 

El gobierno que tenía el pueblo ñuu savi antes de la in-
vasión española estaba conformado por un hombre y 
una mujer, sus colaboradores cercanos y la servidumbre. 

El término para esta organización política autónoma 
fue yuvui tayu… La imagen de hombre y mujer senta-
dos frente a frente, indica unión, casamiento, donde no 
sólo unen sus vidas sino que también unen su poder de 
mando, sus patrimonios y su territorio o reinado. De ahí 
nace el concepto de la palabra tade’e para nombrar a la 
“autoridad”, que quiere decir: “padre-madre del pueblo” 
(López 2009, 159).

En resumen, en las comunidades indígenas del país, las 
perspectivas propias de la participación de la mujer y el 
hombre, a través de la unidad familiar, en la vida colectiva 
generalmente tienen raíces ancestrales. La discusión pre-
sentada en estas líneas busca abonar a un diálogo inter-
cultural para entender mejor las exigencias para el respeto 
a sus derechos.
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de los pueblos y comunidades indígenas. Dichas definiciones se 
entienden dentro del marco de los elementos fundamentales 
de la vida colectiva de las comunidades indígenas descritos en 
páginas anteriores. También emanan del marco normativo vi-
gente, que se analizará en el siguiente capítulo.

Los sujetos de los derechos descritos en la presente guía son 
los pueblos indígenas y las comunidades que los conforman. 
Un pueblo indígena, como es por ejemplo el pueblo zapoteco, 
rarámuri (tarahumara) o nahua, por sólo referirse a algunos, se 
refiere a toda la colectividad que comparte un territorio colec-
tivo ancestral, una lengua (que puede tener diversas variantes), 
y una historia común, generalmente conocida a través de los 
mitos de origen y otros relatos que son transmitidos de gene-
ración a generación a través de la historia oral y que en algunas 
ocasiones también fueron plasmados en los códices prehispá-
nicos (como es el caso del pueblo mexica o pueblo ñuu savi o 
mixteco, por ejemplo).

Los pueblos que existían al momento de la llegada de los es-
pañoles fueron los herederos de las civilizaciones milenarias 
que surgieron en el territorio de lo que hoy en día es México. 
En la actualidad, sus descendientes son los pueblos indígenas 
nacionales, y se caracterizan por conservar, total o parcial-
mente, instituciones propias que las definen como pueblos 
diferenciados.

Por su parte, los pueblos son conformados por comunidades 
que representan unidades territoriales más pequeñas donde se 
desarrolla la vida diaria. En su conjunto, las comunidades repre-
sentan el pueblo en su totalidad. El número de comunidades, 
claro está, depende de la población total del pueblo, así como 
de otros factores geográficos e históricos, pues algunos pue-
blos son conformados por comunidades pequeñas y otros, por 
comunidades o ciudades grandes; el segundo es el caso, por 
ejemplo, del pueblo binnizá o zapoteco del Istmo de Tehuan-
tepec, Oaxaca, donde, aparte de muchas comunidades peque-
ñas, también hay varias ciudades que representan algunas de las 
más grandes de la referida entidad federativa y que pueden ser 
descritas como ciudades indígenas (particularmente, Juchitán 
de Zaragoza).

En la actualidad, la mayoría, si no es que todos los casos que 
llegan a los tribunales electorales provienen o se relacionan con 

n el presente capítulo, y tomando como base la dis-
cusión del capítulo anterior, se presentan diversas de-
finiciones relativas al tema de los derechos colectivos 

comunidades indígenas. Sin embargo, las resoluciones pueden 
llegar a tener efectos no sólo sobre la o las comunidades invo-
lucradas directamente, sino sobre todo el pueblo.  

Convenio 169 de la OIT: El convenio, en su artículo prime-
ro, inciso b), define a los pueblos indígenas como aquellos 
considerados así “por el hecho de descender de poblaciones 
que habitaban en el país o en una región geográfica a la que 
pertenece el país en la época de la conquista o la coloniza-
ción o del establecimiento de las actuales fronteras estatales 
y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan to-
das sus propias instituciones sociales, económicas, culturales 
y políticas, o parte de ellas” (oit 2007, 17).23 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
El artículo segundo constitucional define a las comunida-
des indígenas de la siguiente manera: “Son comunidades 
integrantes de un pueblo indígena, aquellas que forman 
una unidad social, económica y cultural, asentadas en 
un territorio y que reconocen autoridades propias de 
acuerdo con sus usos y costumbres.” Es decir, el pueblo 
indígena se integra por las diversas comunidades que lo 
conforman. 

Floriberto Díaz Gómez explicó que “aunque dentro del 
idioma mixe no usamos tradicionalmente el término de 
pueblo, ésta es una noción y un sentimiento que vivimos 
y defendemos de manera profunda. Entre nosotros, de 
hecho, con independencia de pertenecer a una u otra co-
munidad nos nombramos ‘ayuujk jä’äy’, gente mixe” (ser 
1995, 29). Es decir, hay un sentimiento de pertenencia a un 
pueblo indígena, por ejemplo, el pueblo ayuujk, además 
de formar parte de una comunidad en particular. Los dere-
chos colectivos objeto de análisis se reconocen, en primer 
plano, a nivel amplio, de pueblo, y después, a nivel comu-
nitario o local.

Es importante anotar que el Convenio 169 de la oit anuncia, 
desde su título, que trata de pueblos indígenas o tribales. En el 
contexto mexicano, en el norte del país, es común que los pue-
blos originarios se autoidentifican como tales y también como 
tribus, como es la tribu yoeme (yaqui) o macurawe (guarijío) 
de Sonora.24 

23 El artículo 2° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estipula 
que los pueblos indígenas son “aquellos que descienden de poblaciones que habi-
taban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus 
propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas”. 

24 Lo anterior se relaciona directamente con las diferencias geográficas que forjaron 
una historia muy distinta en el centro-sur de México, la región denominada Me-
soamérica, y el norte, conocida como Aridoamérica.
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Los derechos humanos de los pueblos indígenas son derechos 
colectivos, y su respeto y efectividad, en el marco del derecho 
a la diferencia, posibilita la supervivencia misma de los diversos 
pueblos originarios que son la base de la interculturalidad que 
caracteriza al país. Son colectivos porque pertenecen a colec-
tividades diferenciadas a las que se han reconocido derechos 
específicos ejercidos a nivel del grupo, siendo el principal de 
ellos, la autonomía.

En palabras del segundo Relator Especial de las Naciones Uni-
das sobre la Situación de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales de los Pueblos Indígenas, S. James Anaya, para 
entender lo significativo de los derechos de los pueblos y co-
munidades indígenas, hay que tomar en cuenta primeramente 
su carácter colectivo:

Los pueblos indígenas han reclamado el reconocimiento de 
derechos de carácter colectivo, derechos que tienen como 
beneficiarias a comunidades de raigambre histórica, y no 
ya a los individuos o a los estados. La conceptualización y 
articulación de dichos derechos se enfrenta con la dicoto-
mía individuo/Estado que todavía perdura en las concep-
ciones dominantes sobre la sociedad humana e influye en 
la elaboración de estándares internacionales (Anaya 2005, 
99-100). 

 
En una publicación conjunta, la oit y el entonces denominado 
Instituto Nacional Indigenista (hoy cdi) explicaron lo siguiente 
sobre el Convenio 169:

[U]na lectura en conjunto de su contenido ayuda a re-
conocer la necesidad de redefinir la nueva relación del 
Estado y la sociedad nacional no indígena con los pue-
blos indígenas; contribuye a constituir fórmulas para in-
terpretar la compleja pluralidad cultural que caracteriza 
a la nación. Una nueva relación debería establecer como 
principio la cancelación de los esquemas paternalistas 
para proponer el reconocimiento de un sujeto de dere-
cho, el sujeto “pueblo indígena”, cuya naturaleza colectiva 
obligue al Estado mexicano a reconocer sus territorios, sus 
instituciones representativas y a respetar su orden interno 
(oit e ini 2001, 3).

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
El artículo 2° plasma el derecho a la libre determinación 
y autonomía, que es el punto de partida para los dere-
chos colectivos de los pueblos indígenas. Son derechos 
colectivos porque se ejercen a nivel de la comunidad o 
del pueblo, y su respeto posibilita la vida digna de sus 
integrantes. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: Con relación a una 
comunidad rarámuri (tarahumara) de Chihuahua, represen-
tada en el juicio por dos mujeres siriame (gobernadoras), 
la scjn notó que “la comunidad indígena quejosa sí cuenta 
con interés jurídico para acudir al amparo” (Amparo en re-
visión 781/2011, 53). La omisión de las autoridades guber-
namentales giró alrededor de la consulta y participación 
de la misma en relación con el planeado proyecto turístico 
“Barrancas del Cobre”, a través de la creación de un “Consejo 
Consultivo Regional”:

Lo anterior, en atención a que la creación del Consejo 
Consultivo Regional, prevista incluso como condición de 
validez de la autorización otorgada al Ejecutivo del Estado 
de Chihuahua para la validez de la firma del Convenio de 
Fideicomiso “Barrancas del Cobre”, implica la única ma-
nera en que se respetarían los derechos humanos de las 
comunidades indígenas en los efectos y consecuencias 
derivados del Fideicomiso “Barrancas del Cobre”, particu-
larmente en la comunidad quejosa (Amparo en revisión 
781/2011, 148).

En otro caso, al amparar la solicitud de las autoridades tradi-
cionales del pueblo o tribu yoeme (yaqui) de la comunidad 
de Vícam, Sonora, la corte resolvió que sí contaban con la 
legitimación para solicitar la protección en contra de las vio-
laciones a los derechos colectivos de los cuales gozan como 
pueblo (Amparo en revisión 631/2012).25

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El 
tribunal ha establecido la reparabilidad de las violaciones 
a los derechos colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas, en este caso, el derecho a nombrar a sus auto-
ridades aplicando los sistemas normativos indígenas, y la 
obligación que tienen todas las autoridades en este ám-
bito bajo las normas del derecho internacional y nacional 
(SUP-JDC-9167/2011, Caso Cheran).

En esta línea de ideas, se cita al intelectual Ayuujk, Floriberto 
Díaz:
 

25 Lo anterior es acorde a lo dispuesto en el Protocolo Iberoamericano de actuación 
judicial para mejorar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, migran-
tes, niñas, niños, adolescentes, comunidades y pueblos indígenas, que establece lo 
siguiente: “Se tiene que reconocer la personalidad jurídica, individual o colectiva 
de los indígenas que inicien acciones jurídicas ante los juzgados o tribunales en 
demanda de sus derechos específicos, sin que ello implique ningún trato discrimi-
natorio por el hecho de asumir tal condición. Las autoridades indígenas deben ser 
consideradas como tales y no como particulares. El carácter de autoridad indígena 
podrá considerarse acreditado con documentos propios de los núcleos o colecti-
vos indígenas” (schn 2014, 103).
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[L]os indígenas obtenemos nuestra identidad en tanto 
que somos miembros de una familia y de una comuni-
dad, y nunca de manera aislada o como individuos se-
parados. Así pues, no es que para nosotros no existan 
derechos individuales, ni que éstos se contrapongan a 
nuestros derechos colectivos, lo que ocurre es que nues-
tros derechos y obligaciones individuales derivan de los 
derechos y obligaciones que tenemos por ser miembros 
de una colectividad (ser 1995, 27).

Los derechos de las personas pertenecientes a los pueblos y 
comunidades indígenas dependen de la sobrevivencia misma 
de su cultura a nivel colectivo. En esta línea de ideas, podemos 
entender como la finalidad principal del reconocimiento y 
respeto a los derechos colectivos de los pueblos originarios la 
continuidad de su existencia como pueblos, pues requieren del 
“reconocimiento de derechos colectivos específicos para lograr 
garantizar de forma efectiva su supervivencia, bienestar y digni-
dad como grupo humano” (dplf, 2).

Es importante destacar que los derechos aquí analizados per-
tenecen a pueblos diferenciados. El derecho a la diferencia es la 
base de todos los derechos colectivos de los pueblos indígenas, 
pues define el marco dentro del cual ejercen su cultura y viven 
bajo su propia cosmovisión, conservando instituciones econó-
micas, políticas, sociales y jurídicas propias.

El derecho a la diferencia es elemental en un contexto como 
el mexicano, de diversidad cultural y lingüística, donde socie-
dades o pueblos distintos conviven en un mismo espacio, con 
distintas formas de pensar y actuar. Al coexistir pueblos diferen-
ciados en un país, es imprescindible el respeto a las formas de 
organización política, económica, jurídica y social de cada pue-
blo; emanan de una cosmovisión diferente, y su respeto implica 
el derecho a la diferencia.

Además, es importante recalcar que esta diferencia es mi-
lenaria y ancestral, y define desde tiempos inmemorables al 
territorio que hoy en día es México. En palabras de S. James 
Anaya, los pueblos indígenas “son pueblos en la medida en 
que constituyen comunidades diferenciadas con una con-
tinuidad de existencia e identidad que los vincula con las 
comunidades, tribus o naciones de su pasado ancestral” 
(Anaya 2005, 24). 

En una coedición de la oit y el entonces denominado ini se 
abordó el tema de la siguiente manera: 

Los derechos contemplados en el Convenio 169 […] no 
pueden considerarse como un listado de privilegios sino 
de derechos inherentes a los pueblos que fueron consensa-
dos en foros internacionales. En el espíritu de su propuesta 
normativa prevalece el afán de imaginar, crear y consolidar 
nuevos marcos de convivencia en los cuales se permita la 
participación de los pueblos indígenas en el desarrollo na-
cional pero reconociendo sus diferencias y particularidades 
culturales (oit e ini 2001, 3).

Uno de los principios básicos que sirven de fundamento para 
los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indíge-
nas es la no discriminación. Este derecho lo tienen los pueblos a 
nivel colectivo porque junto con los principios de la igualdad y 
dignidad humana, sustenta el derecho a la diferencia. 

La no discriminación es un derecho humano que exige el 
trato igualitario y digno hacia los pueblos y comunidades 
indígenas, donde se prohíbe basarse en un elemento distinti-
vo (lengua, vestimenta, forma de organización comunitaria) 
para darles un trato que atente contra su dignidad, sea a ni-
vel individual (como integrante de un pueblo diferenciado) 
o colectivo. La discriminación es un trato desigual que atenta 
no sólo contra la dignidad de la persona o la colectividad, 
sino que imposibilita el goce de los derechos humanos, inclu-
yendo los derechos colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas. 

Es así que los pueblos indígenas exigen la eliminación de la dis-
criminación, que se manifiesta en los perjuicios que existen con-
tra sus culturales, sistemas jurídicos, y formas de organización, 
entre otros elementos que los diferencian de los demás sectores 
de la población, por atentar contra su dignidad y fomentar la 
intolerancia. El diálogo intercultural es un paso importante para 
enfrentar dicha problemática. 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: La declaración dispone, en el artículo 
15, lo siguiente:

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dig-
nidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, his-
torias y aspiraciones queden debidamente reflejadas 
en la educación pública y los medios de información 
públicos.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta 
y cooperación con los pueblos indígenas interesados, 
para combatir los prejuicios, eliminar la discrimina-
ción y promover la tolerancia, la comprensión y las 



Guía de actuación para juzgadores en materia de Derecho Electoral Indígena 37

buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos 
los demás sectores de la sociedad.

Convenio 169 de la OIT: El artículo 31 del convenio esta-
blece que los Estados deberán adoptar medidas de carácter 
educativo en todos los sectores, y particularmente, en los 
que estén en contacto más directo con los pueblos origina-
rios, con el objetivo de eliminar los prejuicios que pudieran 
tener con respecto a esos pueblos.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación Racial: En el artículo 1 
de dicho instrumento se define el concepto de la siguiente 
manera:

Artículo 1.1. En la presente Convención la expresión 
“discriminación racial” denotará toda distinción, ex-
clusión, restricción o preferencia basada en motivos de 
raza, color, linaje u origen nacional o étnico que ten-
ga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social, 
cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública 
(Sánchez 2001, 523).

Asimismo, como en todos los pueblos del mundo, dentro de 
la colectividad, las mujeres y hombres gozan del derecho a un 
trato equitativo, es decir, al derecho a la no discriminación por 
razón de género. Ambos conceptos —la no discriminación 
hacia una persona por su identidad indígena y todo lo que 
conlleva (idioma, religión, forma de gobierno, por citar algu-
nos rasgos culturales importantes)—, así como la no discri-
minación dentro del pueblo hacia las mujeres, se encuentran 
plasmados en diversos tratados internacionales y la legislación 
nacional.

En torno al tema de la no discriminación y los pueblos indí-
genas, se cita a S. James Anaya:

En el mundo contemporáneo, los pueblos indígenas viven 
generalmente bajo condiciones de gran desventaja com-
parativa dentro de los estados que fueron construidos en 
torno a ellos. Los fenómenos históricos motivados por la 
discriminación racial no son meras injusticias del pasado, 
sino que se traducen en desigualdades presentes. Los pue-
blos indígenas se han visto privados de vastas extensiones 
de tierras y del acceso a los recursos necesarios para la 
subsistencia, y han padecido el efecto de las fuerzas que 
históricamente han procurado hacer desaparecer sus ins-

tituciones políticas y culturales. Como consecuencia, los 
pueblos indígenas han sido discriminados en términos 
económicos y sociales, su cohesión como comunidades 
se ha visto quebrantada o amenazada y la integridad de 
sus culturales ha sido socavada […] existen al margen del 
poder (Anaya 2005, 25).

El derecho a la libre determinación es la piedra angular de los 
derechos colectivos aquí descritos y representa el elemento 
básico para la permanencia de los pueblos y comunidades in-
dígenas como pueblos diferenciados. La libre determinación 
implica la autonomía, es decir, el derecho al autogobierno 
interno de los pueblos indígenas. También implica el dere-
cho de definir una posición autonómica y propia frente a la 
nación. 

La libre determinación y la autonomía incluye los siguientes 
aspectos: el derecho de vivir bajo sus propias formas de orga-
nización político-social; nombrar a sus autoridades según sus 
propias normas y procedimientos electorales; resolver con-
flictos aplicando su propia normatividad, refiriéndose al reco-
nocimiento de la vigencia del derecho y la justicia indígenas; 
establecer, en cuanto a los programas de desarrollo de sus co-
munidades, sus propias prioridades, así como a que se les trans-
fiera la responsabilidad de dichos programas, si así lo desean, y 
a ser consultados antes de que se promulgue cualquier ley o se 
tome cualquier medida que les pueda afectar.

La libre determinación y autonomía, una expresión con-
creta del derecho a la diferencia, es el derecho humano de 
los pueblos indígenas que dé mayor medida y abarque las 
aspiraciones de los pueblos originarios de México. Al ser 
respetada su autonomía, podrán definir sus propias priori-
dades relativas al bienestar de la colectividad y las personas 
que la integran, bajo su propia cosmovisión y sistema de 
valores y normas.

También podrán fortalecer sus instituciones propias —sus or-
denamientos jurídicos, sus asambleas como máxima autoridad, 
sus sistema de cargos, para sólo nombrar algunas— lo que hace 
de su ejercicio diario de gobierno un sustento para todas las 
actividades que se realizan en su ámbito territorial. Además, 
posibilita la protección de su territorio, medio ambiente, recur-
sos naturales, sitios sagrados, y todos los demás elementos que 
conforman su espacio territorial ancestral.
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Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas:

Artículo 3. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho determinan li-
bremente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural. 

Artículo 4. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su 
derecho de libre determinación, tienen derecho a la 
autonomía o el autogobierno en las cuestiones rela-
cionadas con sus asuntos internos y locales, así como 
a disponer de los medios para financiar sus funciones 
autónomas. 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha construido una larga serie de criterios, reflejados 
además en diversas tesis y jurisprudencia, sobre la importan-
cia del respeto al derecho fundamental a la libre determina-
ción y autonomía.26 Ha sustentado en diversas resoluciones 
que es obligación de todas las autoridades electorales respe-
tar y potencializar este derecho como condición necesaria 
para la sobrevivencia de los pueblos originarios como pue-
blos diferenciados: “ni las entidades del orden nacional ni 
las del orden local puedan permanecer indiferentes ante la 
conculcación del derecho al autogobierno de los indígenas” 
(SUP-JDC-1740/2012, Caso San Luis Acatlán).

El tribunal ha enfatizado que del derecho fundamental a 
la libre determinación se desprende como derecho cen-
tral el reconocimiento de los sistemas normativos indíge-
nas, así como a sus instituciones y autoridades propias, y 
al correspondiente ejercicio de la jurisdicción por parte 
de las autoridades indígenas (SUP-JDC-9167/2011, Caso 
Cheran).

El tribunal también ha reconocido que dada la jerarquía de 
leyes establecido en el orden jurídico nacional, no es necesa-
ria una legislación estatal para que se reconozca y proteja un 
derecho humano plasmado en los tratados internacionales 
y, en el caso de la libre determinación y autonomía, la cons-
titución federal (Tesis XXXVII/201127).

Sobre el tema, S. James Anaya aclaró: “Existe ahora la percep-
ción de que es necesario corregir los legados del pasado y 
las condiciones del presente que impiden la autodetermina-
ción indígena y asegurar la autodeterminación indígena para 
el futuro” (Anaya 2005, 31-32).

Tal y como lo explicó Ana Luisa Izquierdo y de la Cueva, 
investigadora de la  unam: “enfocada a los pueblos indígenas 
de México, la autonomía debe entenderse como el estatuto 
legal por medio del cual las distintas comunidades […] pue-
den ejercer, en el interior de la comunidad en la que viven, 
sus formas tradicionales de gobierno, junto a la libertad de 
optar por una posición propia frente a la nación” (Izquierda 
2005, 11).

El Derecho Electoral Indígena, o las normas y procedimientos 
electorales propios utilizados en las comunidades (a nivel mu-
nicipal o comunal) es un elemento sumamente importante en 
la vida autonómica. Forma parte, donde está vigente, de orde-
namientos jurídicos indígenas más amplios, y de las estructuras 
de organización política-social, o sistemas de gobierno indígena. 

Tal como se mencionó en el capítulo anterior, en la presente 
guía, no se usa el concepto de “usos y costumbres” dado que es 
amplio e impreciso, y además, no da el valor de ordenamiento 
jurídico o sistema normativo a lo que es el Derecho Indígena, 
también conocido como la ley o el derecho propio. En parti-
cular, al hablar de las normas jurídicas relativas al nombramien-
to de autoridades en las comunidades, se habla entonces del 
Derecho Electoral Indígena, o de las normas y procedimientos 
electorales propios o comunitarios. 

Se trata de leyes y procedimientos electorales que forman par-
te del Derecho Indígena vigente en diversas comunidades del 
país, y que sustentan sistemas electorales propios. Lo anterior 
es parte de la diversidad que existe en México y diferencia a un 
pueblo de otro, y a veces, incluso, de una comunidad a otra.28

26 Véase por ejemplo Tesis XXXV/2013, de rubro siguiente: COMUNIDADES INDÍGE-
NAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE AUTOGOBIERNO.

27 COMUNIDADES INDÍGENAS. ANTE LA AUSENCIA DE REGULACIÓN LEGAL DE 
SUS DERECHOS, DEBE APLICARSE LO DISPUESTO EN LA CONSTITUCIÓN Y EN 
LOS TRATADOS INTERNACIONALES.

28 Diversas autoridades y expertos yoeme (yaqui) entrevistados consideraron que 
existe una sola normatividad que rige a la tribu en general, algo diferente que 
Oaxaca, por ejemplo, donde no sólo entre pueblos sino entre las comunidades 
que los integran, existentes elementos y principios fundamentales en común, pero 
diferencias en los ordenamientos jurídicos vigentes, incluyendo las normas y pro-
cedimientos para el nombramiento de autoridades. De igual manera, mientras a 
nivel del pueblo yoeme, existen sistemas de cargos iguales o bastante parecidos en 
todo el territorio, en otras regiones del país, aún dentro del territorio de un pueblo, 
puede haber diferencias de una comunidad a otra en cuanto a sus instituciones y 
autoridades.
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Corte Interamericana de Derechos Humanos: En torno al 
tema específico de formas de nombramiento de autorida-
des propias de las comunidades indígenas y su relación con 
el derecho al autogobierno, es de suma importante la reso-
lución de la CoIDH en el caso Yatama vs. Nicaragua, del 23 
de junio de 2005. 

El fallo reconoció las normas y procedimientos propios de 
las comunidades indígenas para nombrar a sus autoridades, 
y afirmó que no deben ser obligadas a usar el sistema de 
partidos para tal fin. Lo anterior es de particular relevancia 
si se considera que en Nicaragua existe un marco normativo 
que reconoce las autonomías regionales, lo que hacía que 
su legislación electoral sea contradictoria tanto con la natu-
raleza, como con la realidad de la vida autonómica que se 
desarrolla en la Región Autónoma del Atlántico Sur y Norte 
(raas y raan).

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El 
tribunal ha enfatizado que las autoridades administrativas 
electorales no pueden alegar la no inexistencia o la falta de 
conocimiento sobre la existencia de sistemas normativos 
indígenas, sino que tienen el deber de reunir o aproximar-
se a dicha información (SUP-JDC-1740/2012, Caso San Luis 
Acatlán). Además, la decisión del cambio de régimen al de 
nombramiento aplicando el derecho propio se toma en el 
seno de las comunidades, a través de la consulta realizada en 
las asambleas generales:

…las comunidades indígenas que soliciten la implemen-
tación del sistema de elección por usos y costumbres de 
sus autoridades tienen el derecho a que se lleven a cabo 
las consultas por parte de la autoridad administrativa 
electoral para determinar si se adopta dicho sistema si-
guiendo para ello sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales con pleno respeto a los derechos humanos; 
que sus usos y costumbres constituyen el marco jurídico 
y político que rige su vida interna y que toda autoridad 
tiene la obligación de respetarlos, protegerlos, garanti-
zarlos y promoverlos. En este sentido, para determinar la 
procedencia de una elección por usos y costumbres, la 
autoridad administrativa debe verificar y determinar me-
diante todos los medios atinentes, información objetiva, 
que demuestre la existencia histórica de un sistema nor-
mativo interno, para lo que, entre otros, puede desahogar 
peritajes, entrevistas con habitantes e informes de autori-
dades, a efecto de proteger el derecho constitucional a la 
autodeterminación de las comunidades indígenas (Tesis 
XI/2013).29

La exigencia por parte de los pueblos indígenas de que se 
reconozca plenamente la existencia del pluralismo jurídico, 
incluido lo existente en el ámbito electoral, se fundamenta 
en su relación íntima con la autonomía. La forma propia de 
nombrar a sus autoridades posibilita la sobrevivencia de sis-
temas electorales diferenciados, los que son un pilar de su 
forma de autogobierno.

El derecho a la autoadscripción es un derecho humano de 
suma importancia, y establece que sea la autoidentificación el 
factor a tomarse en cuenta para saber quién es indígena y por 
ende, quién, a nivel individual o colectivo, es sujeto de los dere-
chos plasmados en las leyes vigentes en la materia. 

Su relevancia emana del hecho de qu,e históricamente, ha-
bían sido personas externas a los pueblos quienes definían 
quiénes eran indígenas o no, generalmente basado en el cri-
terio lingüístico. Si bien la lengua es un elemento importante 
de la cultura y vida de los pueblos indígenas, no es el único, 
y no es el factor a ser tomado en cuenta, particularmente 
dado que el uso de las lenguas maternas ha disminuido en 
las últimas generaciones justo por las políticas oficiales de 
castellanización que fueron impulsadas por los gobiernos. 
Por ende, muchas personas integrantes de comunidades in-
dígenas ya no tuvieron la oportunidad de aprender su len-
gua materna, aunque conservan otras instituciones propias 
que los siguen definiendo como indígenas. La lgdlpi es un 
gran avance en la búsqueda de revertir dicha disminución, y 
hoy día, se reconoce en el marco normativo el derecho a una 
educación bilingüe.

En este contexto, el derecho a la autoadscripción reconoce que 
no son personas o instituciones externas quienes definen quien 
es indígena o no, sino que son indígenas las personas que se 
autoidentifican como tal por su pertenecía comunitaria o por 
conservar total o parcialmente instituciones propias.30

29 Lo anterior es acorde al Protocolo iberoamericano de actuación judicial para me-
jorar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, migrantes, niñas, niños,

 adolescentes, comunidades y pueblos indígenas, que establece: “el juzgador o la 
juzgadora tendrá que allegarse todos los datos que le permitan comprender la ló-
gica jurídica indígena, prevaleciendo el diálogo y el respeto a la diversidad cultural” 
(scjn 2014, 108).

30 Lo anterior, claro está, incluye a las personas que migran de sus lugares de origen o 
incluso, son hijos de indígenas nacidos en otros lugares, pero mantienen un vínculo 
con la comunidad y su cultura. En el caso particular del Derecho Electoral Indígena 
hay normas que rigen la participación comunitaria de dichas personas, quienes, al 
cumplir con sus obligaciones como las otras personas que siguen residiendo allí, 
puede ser consideradas parte “activa” de la comunidad. Dichas normas varían de 
un lugar a otro, y son parte de la especificidad de cada ordenamiento jurídico.
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Lo anterior se encuentra establecido en el artículo 1 del Con-
venio 169 de la oit, y fue retomado en el artículo 2 de la cpeum 
al momento de ser reformado en el año 2001 para plasmar los 
derechos de los pueblos y comunidades indígenas.

Convenio 169 de la oit, artículo 1, párrafo segundo: “La con-
ciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerar-
se un criterio fundamental para determinar los grupos a los 
que se aplican las disposiciones del presente Convenio” (oit 
2007, 18).

Suprema Corte de Justicia de la Nación: La corte ha analiza-
do y amparado el derecho a la autoadscripción en diversas 
resoluciones,31 al sostener que:

…la conciencia de la identidad indígena es suficiente 
para demostrar la calidad de indígena, esto es, su propia 
manifestación como indígena basta para comprobar su 
identidad, para así acceder a las prerrogativas que estable-
ce la Constitución a su favor; sin que exista fundamento 
constitucional para imponer al sujeto […] la carga de la 
prueba para demostrar su calidad de tal (Amparo directo 
en revisión 1851/2007, 46).

Es así que “la definición de lo ‘indígena’ no corresponde al 
Estado, sino a los propios indígenas. Bajo esta premisa, el 
Estado y en particular, los órganos encargados de la perse-
cución de los delitos y de la impartición de justicia, deben 
guiarse por lo que la población indígena decide” (Amparo 
directo 36/2012, 42).

Además, la Corte afirmó: “Por tanto, se considera que […] 
será indígena, y por ende, sujeto de los derechos contenidos 
en la Constitución, aquella persona que se autoadscriba y 
autoreconozca como indígena, que asuma como propios 
los rasgos sociales y las pautas culturales que caracterizan 
a los miembros de los pueblos indígenas.” Asimismo, acla-
ró que la valoración de si existe o no una autoadscripción 
en un caso concreto “debe descansar en una consideración 
completa del caso, basada en constancias y actuaciones, 
amén de que debe realizarse con una actitud orientada a fa-
vorecer la eficacia de los derechos de las personas” (Amparo 
directo 36/2012, 41-42). 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El 
tribunal ha descrito el derecho fundamental a la autoads-

cripción como “la declaración de voluntad de personas 
(individual) o comunidades (colectiva) que, teniendo 
un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de 
otro tipo, deciden identificarse como miembros de un 
pueblo indígena y que se identifican como tal (SUP-
JDC-9167/2011, Caso Cheran)”. También ha resaltado su 
relevancia para el ejercicio y la justiciabilidad de los de-
rechos colectivos tratados en los tribunales electorales, 
particularmente, el derecho a la libre determinación y au-
tonomía y a la aplicación de las normas y procedimientos 
electorales indígenas:

Así, la autoadscripción se entiende como un derecho 
fundamental consistente en el reconocimiento que rea-
liza una persona en el sentido de pertenecer a un pueblo 
o comunidad indígena, con base en sus propias concep-
ciones. 

La función de la autoadscripción es muy relevante, pues 
funge como medio para exigir los derechos de los pue-
blos y comunidades indígenas.

Esto es así porque el ejercicio de este derecho trae apa-
rejada una serie de derechos y obligaciones del Estado 
hacia el individuo o colectividad, del pueblo indígena 
hacia sus miembros y también de las personas hacia su 
pueblo.

Por tanto, el criterio fundamental para determinar si 
una persona es integrante o forma parte de un pue-
blo o comunidad indígena consiste en el derecho a la 
autoadscripción, es decir, la facultad de grupos e in-
dividuos de identificarse con alguno de los pueblos 
indígenas y así gozar de los derechos que de esa per-
tenencia se derivan, lo que a su vez implica derechos o 
medidas diferenciadas, lo cual tiene su base última en 
el reconocimiento respeto de la dignidad de las per-
sonas, pues el individuo mismo puede y debe definir 
su adjudicación étnico-cultural (SUP-JDC-9167/2011, 
Caso Cheran).

Además, el tribunal ha establecido que en casos que invo-
lucran comunidades indígenas, la conciencia de identidad 
es suficiente para legitimar la procedencia del juicio para la 
protección de los derechos político-electorales del ciudada-
no (Jurisprudencia 4/201232).

32 COMUNIDADES INDÍGENAS. LA CONSCIENCIA DE IDENTIDAD ES SUFICIENTE 
PARA LEGITIMAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO.

31 Además véase la tesis de rubro siguiente: “PERSONAS INDÍGENAS. ÁMBITO 
SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 2º. DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. AUTOADSCRIPCIÓN”.
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El derecho a la consulta implica que los pueblos indígenas 
deben tener información antes de que se adopte cualquier 
ley o medida que les puede afectar, directa o indirectamen-
te, para así, de forma previa e informada, expresar su consen-
timiento. Un principio que sustenta este derecho humano 
colectivo es la buena fe, y las consultas deberán realizarse 
a través de las instituciones representativas de los pueblos, 
generalmente, en el caso de México, la asamblea general co-
munitaria. 

En torno a la gran importancia del tema de la consulta, se ha 
afirmado que “la falta de participación efectiva de los pueblos 
indígenas en la adopción de decisiones relativas a asuntos que 
les afectan puede tener un impacto directo sobre su goce efec-
tivo de otros derechos fundamentales […] llegando en muchos 
casos a socavarlos directamente” (acnudh México 2011, 13-
14). 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas: El artículo 19 de la declaración es-
tablece lo siguiente: 

“Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de bue-
na fe con los pueblos indígenas interesados por medio 
de sus instituciones representativas antes de adoptar 
y aplicar medidas legislativas y administrativas que los 
afecten, para obtener su consentimiento libre previo e 
informado.”

Corte Interamericana de Derechos Humanos: En el Caso 
Kichwa de Sarayaku vs Ecuador, del 27 de junio del 2012, la 
corte ordenó, entre otras, las siguientes acciones: “Consul-
tar al pueblo sarayaku de forma previa, adecuada, efectiva 
y de plena conformidad con los estándares internacionales 
aplicables en la materia”, y “adoptar las medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole que sean necesarias para 
poner plenamente en marcha y hacer efectivo, en un pla-
zo razonable, el derecho, a la consulta previa” (CoIDH 2012, 
Caso Kichwa de Sarayaku vs Ecuador).

Suprema Corte de Justicia de la Nación: En el caso reciente 
relativo a la tribu yoeme (yaqui), la Suprema Corte afirmó 
lo siguiente:

Si bien este derecho a la consulta no se encuentra desa-
rrollado ampliamente en la norma constitucional, es en 
el ámbito internacional, especialmente en el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, en 
donde encontramos dimensiones más amplias, las cuales 
deben ser tomadas en consideración por todas las auto-
ridades, y en específico, por la responsable, dada su obli-
gatoriedad.

En los artículos 6, 7 y 15 del Convenio, se establece que las 
autoridades tienen la obligación de consultar a los pue-
blos indígenas mediante procedimientos apropiados y en 
particular a través de instituciones representativas, cada 
vez que se prevean medidas ya sean de carácter legislativo 
o administrativo, susceptibles de afectarles directamente; 
asimismo darles participación en la formulación, aplica-
ción y evaluación de los planes y programas de desarrollo 
nacional y regional susceptibles de afectarles directamen-
te; y de establecer o mantener procedimientos con miras 
a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar 
si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en 
qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier 
programa de prospección y explotación de los recursos 
existentes en sus tierras…(Amparo en revisión 631/2012, 
80-81)

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha establecido los siguientes requisitos para la con-
sulta:

1. Endógeno: el resultado de dichas consultas debe surgir 
de los propios pueblos y comunidades indígenas para 
hacer frente a necesidades de la colectividad;

2. Libre: el desarrollo de la consulta debe realizarse con el 
consentimiento libre e informado de los pueblos y co-
munidades indígenas, que deben participar en todas 
las fases del desarrollo;

3. Pacífico: deberá privilegiar las medidas conducentes 
y adecuadas para que se establezcan todas las con-
diciones de diálogo y consenso que sean necesarias 
para evitar la generación de violencia o la comisión 
de cualquier tipo de desórdenes sociales al seno de la 
comunidad;

4. Informado: se debe proporcionar a los pueblos y co-
munidades indígenas todos los datos y la informa-
ción necesaria respecto de la realización, contenidos 
y resultados de la consulta a efecto de que puedan 
adoptar la mejor decisión. A su vez, dichos pueblos 
y comunidades deben proporcionar a la autoridad la 
información relativa a los usos, costumbres y prácticas 
tradicionales, para que en un ejercicio constante de 
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retroalimentación se lleve a cabo la consulta corres-
pondiente;

5. Democrático: en la consulta se deben establecer los 
mecanismos correspondientes a efecto que puedan 
participar el mayor número de integrantes de la co-
munidad; que en la adopción de las resoluciones se 
aplique el criterio de mayoría y se respeten en todo 
momento los derechos humanos;

6. Equitativo: debe beneficiar por igual a todos los miem-
bros, sin discriminación, y contribuir a reducir des-
igualdades, garantizando la participación de las muje-
res en condiciones de equidad frente a los varones;

7. Socialmente responsable: debe responder a las ne-
cesidades identificadas por los propios pueblos y 
comunidades indígenas, y reforzar sus propias ini-
ciativas de desarrollo; debe promover el empodera-
miento de los pueblos y especialmente de las muje-
res indígenas;

8. Autogestionado: las medidas que se adopten a partir 
de la consulta deben ser manejados por los propios 
interesados a través de formas propias de organiza-
ción y participación (SUP-JDC-9167/2011, Caso Che-
ran).

El tribunal también ha reconocido que son las mismas co-
munidades indígenas quienes decidirán, a través de sus pro-
pias instituciones comunitarias (la o las asambleas genera-
les), si cambiarán del sistema de partidos políticos a sistemas 
normativos indígenas. La consulta se realiza en el seno de las 
comunidades y la decisión se basa en un consentimiento 
libre, previo e informado (Tesis XLII/201133).

En esta misma línea de ideas, en el contexto mexicano, se ha 
afirmado lo siguiente:

El reconocimiento de la consulta como un derecho co-
lectivo de los pueblos indígenas en diversos instrumen-
tos internacionales ha sido consecuencia de un reclamo 
de los propios pueblos en distintos espacios nacionales 
e internacionales […] El reconocimiento y respeto de 
este derecho, en este sentido, contribuye a la edifica-
ción de un Estado democrático, donde la diversidad 
cultural es plenamente considerada (ACNUDH México 
2011, 18).

S. James Anaya explicó la importancia del derecho a la con-
sulta, y su relación con los otros derechos colectivos de los 
pueblos indígenas, de la siguiente manera:

[L]a participación y consulta forman una parte, junto 
con la autonomía, del mismo régimen normativo que 
se ha desarrollado en relación con el autogobierno de 
los pueblos indígenas. Este doble impulso (de una parte 
la autonomía, y de otra la participación y la consulta) 
refleja la asunción, defendida por los propios pueblos in-
dígenas, de que éstos no deben ser marginados, a priori, 
de las estructuras sociales y políticas generales. En cam-
bio, los pueblos indígenas (ya sean caracterizados como 
comunidades, pueblos, naciones o de cualquier otro 
modo) deben ser considerados simultáneamente como 
unidades socio-políticas diferenciadas y como partes de 
unidades más amplias de interacción social y política; 
unidades que pueden ser federaciones indígenas, los es-
tados en los que viven o la misma comunidad global 
(Anaya 2005, 240).

Se reconoce que en el país, conviven diversos ordenamientos 
jurídicos, como un elemento importante de la cultura de los di-
versos pueblos indígenas y las comunidades que los integran.34 
Es decir, el carácter pluricultural y plurilingüístico del país im-
plica reconocer el pluralismo jurídico, pues los sistemas legales 
son una parte y un reflejo de la cultura. Este pluralismo, por 
su parte, implica diversas situaciones de interlegalidad, donde 
tienen relación diferentes sistemas jurídicos vigentes en el terri-
torio nacional. 

Para entender y describir con mayor exactitud esta realidad es 
importante referirse al Derecho Indígena. Los conceptos de plu-
ralismo jurídico e interlegalidad fundamentan el reconocimien-
to y respeto de ese derecho. 

El marco normativo vigente en las diversas entidades fede-
rativas representa una diferencia en el tratamiento del tema 
del pluralismo jurídico, la interlegalidad, y el reconocimiento 
pleno al Derecho Indígena. En el caso Cheran, citado en diver-
sos capítulos de la presente guía, el tepjf enfrentó una situa-
ción en la cual en el estado de Michoacán no había mención 

34 Es amplia la bibliografía existente al respecto. Véase por ejemplo (Escalante 1994, 
9-10).

33  USOS Y COSTUMBRES. A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL CO-
RRESPONDE CONSULTAR A LA COMUNIDAD, SI OPTA POR CELEBRAR ELEC-
CIONES BAJO ESE RÉGIMEN Y SOMETER EL RESULTADO AL CONGRESO DEL 
ESTADO.
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alguna en su legislación local sobre los derechos humanos 
colectivos de los pueblos indígenas, y por ende, no se había 
reconocido oficialmente la existencia del Derecho Indígena 
en general, o el Derecho Electoral Indígena en particular. El 
tepjf resolvió que lo anterior no era un impedimento para 
el ejercicio o justiciabilidad de dichos derechos, dado que el 
marco normativo internacional y nacional, que son de mayor 
jerarquía, los consagra.

Oaxaca es la única entidad federativa donde el Derecho Elec-
toral Indígena se reconoce expresamente en la constitución 
y las leyes electorales del estado al referirse a los gobiernos 
municipales. Actualmente, y a partir del caso Cheran, también 
hay una breve mención a dichos ordenamientos jurídicos en 
el código electoral local de Michoacán. En las otras entidades 
federativas, generalmente la aplicación del Derecho Electoral 
Indígena se da en el nivel comunitario, lo que comúnmente 
no corresponde a la categoría administrativa del municipio, y 
no hay un reconocimiento expreso a dichos sistemas electo-
rales o las normas que los rigen. Incluso, hay casos importan-
tes donde hay muy poca relación con la figura del municipio, 
como el caso del pueblo yoeme, y el Derecho Electoral Indíge-
na se aplica dentro del territorio de la referida tribu con base 
en la territorialidad propia, sin mención alguna en las leyes 
locales vigentes.

Sin embargo, el tepjf ha conocido casos de diversas partes 
del país (por ejemplo, el caso de San Luís Acatlán, Guerrero) 
donde existe el referido vacío en la legislación, y ha ordena-
do a las autoridades locales pertinentes respetar el Derecho 
Electoral Indígena y la decisión de las comunidades de cam-
biar del sistema de partidos políticos al nombramiento de 
autoridades municipales bajo dicho ordenamiento jurídico 
propio.

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: El artículo 5 de la declaración dispone 
lo siguiente: “Los pueblos indígenas tienen derecho a con-
servar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, 
económicas, sociales y culturales.”

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Según 
lo descrito por el tribunal, a través del principio de pluralis-
mo jurídico, “se reconoce que en los pueblos y comunidades 
indígenas tienen derecho a emplear y aplicar sus propios sis-
temas normativos siempre que se respeten los derechos hu-
manos, con lo cual se quiebra el paradigma del monopolio 
de la creación, aprobación y aplicación de las normas jurídi-
cas como productos único y exclusivo del Derecho estatal” 

(SUP-JDC-9167/2011, Caso Cheran). Como ha repetido en 
varias resoluciones:

Una de las expresiones más importantes del derecho a 
la libre autodeterminación y autonomía de los pueblos 
y comunidades indígenas consiste en la autodisposición 
normativa, en virtud de la cual tales sujetos de derechos 
tienen la capacidad de emitir sus propias normas jurídi-
cas a efecto de regular las formas de convivencia interna, 
facultad que es reconocida tanto a nivel nacional como 
internacional.

Ello es consecuencia del principio de pluralismo jurídico 
integrado a nivel constitucional a partir de la reforma al 
artículo 2° constitucional, en virtud de la cual se reconoce 
que los pueblos y comunidades indígenas tienen dere-
cho a emplear y aplicar sus propios sistemas normativos 
siempre que se respeten los derechos humanos (SUP-
REC-836/2014, Caso Mazatlán).

En este mismo sentido, el tribunal ha sostenido que “los 
sistemas normativos de los pueblos o comunidades indí-
genas son los que deben respetarse y aplicarse en su res-
pectivo ámbito” (Tesis XLI/201135) y que “los ciudadanos 
y las autoridades comunitarias, municipales, estatales, del 
Distrito Federal y federales, están obligados a respetar las 
normas consuetudinarias o reglas internas respectivas” 
(Tesis CXLVI/200236).

Teresa Valdivia Dounce, investigadora de la unam, describió 
el Derecho Indígena como el conjunto de normas recono-
cidas como vigentes por los ciudadanos de la localidad, con 
procedimientos casi siempre prontos y expeditos y sancio-
nes que buscan la retribución del daño y el castigo ejemplar. 
Lo anterior la llevó a concluir que “el hecho jurídico en los 
pueblos indígenas […] es un orden jurídico propio” (Valdivia 
2001, 67).

En este mismo sentido, Floriberto Díaz manifestó lo siguien-
te: “[El] sistema jurídico mixe […] expresa y opera con una 
lógica totalmente propia y diferente a la del derecho positi-
vo, y no con una sublógica. Además, existe al margen de que 
las leyes nacionales lo reconozcan o no, aunque obviamente 

35 COMUNIDADES INDÍGENAS. NORMAS QUE INTEGRAN SU SISTEMA JURÍDI-
CO.

36 USOS Y COSTUMBRES INDÍGENAS RELACIONADOS CON EL PROCEDIMIEN-
TO ELECTORAL CONSUETUDINARIO.  CIUDADANOS Y AUTORIDADES ESTÁN 
OBLIGADOS A RESPETARLOS.
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no opera aisladamente, sino que siempre se da dentro del 
ámbito del Estado” (ser 1995, 32)

Asimismo, el maestro Díaz expuso que se cumplen con to-
dos los elementos necesarios para constatar la existencia del 
derecho (la autoridad, la intención de aplicación universal, 
la obligatio y la sanción) en las comunidades ayuujk, por lo 
que sostuvo lo siguiente:

Afirmamos que existe el derecho mixe como un con-
junto de reglas o código general que mantiene una 
notable vigencia dentro del territorio del pueblo mixe. 
Como todo código general, al igual que ocurre con 
nuestro código lingüístico o idioma, encontramos dife-
rentes variantes en cada una de nuestras comunidades, 
variabilidad que se acentúa más debido a la flexibilidad 
que siempre caracteriza a los sistemas jurídicos indí-
genas.

Podríamos afirmar que, hoy día, un 70 u 80% de los con-
flictos que surgen en las comunidades mixes los resolve-
mos internamente, apelando a nuestro propio Derecho. 
Esto es aún más patente en las agencias municipales y en 
las rancherías, mientras que en las cabeceras municipales 
encontramos una mayor presencia y uso del derecho na-
cional, pues las cabeceras son siempre objeto de mayor 
presión política por parte del Estado (ser 1995, 32).

En resumen, es común que las personas a cargo de impar-
tir justicia en el ámbito electoral, al estudiar un caso rela-
cionado con el Derecho Electoral Indígena, se encuentren 
inmersos en situaciones de interlegalidad, donde se sugiere 
mirar al ordenamiento jurídico del otro con fundamento 
en los principios de la igualdad y el derecho a la diferencia, 
pues el pluralismo jurídico es una realidad que enriquece 
al país.

Los pueblos y comunidades indígenas de México y del 
mundo no atienden a una cosmovisión única. Bajo el es-
cenario que imprime esta realidad, que no es homogénea, 
en casos que pueden llegar a los tribunales electorales, de-
ben atenderse y analizarse las razones que perfilan el papel 
conferido —en los hechos— a las mujeres, de frente a su 

derecho a vivir los derechos humanos en igualdad de con-
diciones con los hombres. 

De forma semejante a la realidad nacional e internacional, en 
algunas comunidades indígenas la toma de decisiones y la in-
tervención en las tareas comunitarias y en las expresiones de 
ejercicio de derechos se vive en forma diversa por las jóvenes, 
las adultas solteras o casadas, y las adultas mayores, ante la con-
dición de ejercicio de derechos por los varones jóvenes, adultos 
y adultos mayores. 

En tanto para una comunidad es práctica normalizada que las 
mujeres ciudadanas participen en las asambleas comunitarias, 
emitan su opinión, con voz y voto, en otra comunidad, pue-
de ocurrir que sólo los varones intervienen en las asambleas y 
son nombrados para cargos dentro de órganos de autoridad 
comunitaria.

Respecto de estas formas de organización y de disfrute de de-
rechos, las normas internacionales de derechos humanos, a la 
par de reconocer el derecho de autogobierno y autodetermi-
nación de los pueblos y comunidades indígenas, son contestes 
en llamar a los Estados a garantizar la igualdad de derechos para 
hombres y mujeres indígenas. 

Los organismos comunitarios y comités de Naciones Unidas 
para la observancia de los tratados y convenciones de derechos 
humanos llaman la atención sobre la necesidad de que los Es-
tados y, dentro de ellos, los pueblos establezcan mecanismos 
que posibiliten, sin restricciones injustificadas, el ejercicio en 
igualdad de los derechos. 

En el caso mexicano, es de destacar que en 2012, con motivo 
de la sustentación del 7º y 8º Informe Consolidado de cumpli-
miento de la Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (cedaw), en su Comité 
de seguimiento realizó dos observaciones en materia político 
electoral. La segunda interesa particularmente a la materia de 
la presente guía. En ella se instruye adoptar las medidas indis-
pensables para crear mecanismos que posibiliten mayor parti-
cipación de las ciudadanas en el ámbito municipal y particular-
mente, el más amplio ejercicio de derechos político-electorales 
y acceso a cargos de representación a las mujeres indígenas. 

En este sentido, sin obviar la importancia y convivencia 
necesaria entre los derechos colectivos y los individuales, 
especialmente cuando en la concurrencia de ambos está 
en juego el ejercicio de un derecho humano, como lo es 
el de la participación político-electoral o el de la libre de-
terminación y autonomía, corresponderá a las instancias 
inmersas en el sistema de justicia electoral conocer y aten-
der las razones que imprimen en el ejercicio de derechos 
un papel determinado a mujeres y varones en los lugares 
donde existen.
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Ello, de tal suerte que el operador jurídico busca armonizar 
los derechos de la colectividad con los derechos individua-
les, especialmente por estar en juego el ejercicio de un de-
recho humano. 

Lo anterior implica recibir o bien allegarse informes y en su caso, 
opiniones sobre las formas culturales y sociales de la vida en 
comunidad; la lógica que originó la práctica y en su caso, de-
terminar si subsiste o ha sido superada en los hechos. Asimis-
mo, se estará en posibilidad de establecer mediante un test de 
ponderación, si la restricción, cuando exista, es justificada o no, 
considerando los valores y derecho colectivos y la limitación o 
no de ellos por el ejercicio de un derecho individual. Sin lugar a 
dudas, ha de procurarse la reflexión y previsión que permita a la 
propia comunidad ponderar la razón o base de esta forma de 
acceso y ejercicio de los derechos. 

El tepjf ha emitido diversas resoluciones en las cuales se pro-
pone que sean las comunidades las que, en el ámbito interno, 
establezcan las bases para una participación igualitaria.

En 2013 y 2014 la Sala Superior de este órgano jurisdiccional 
electoral resolvió un número importante de juicios ciudada-
nos en los que se sometía a análisis el derecho a ser votadas 
y de participación en la asamblea por parte de ciudadanas 
indígenas. En las determinaciones adoptadas, consideradas 
por algunos organismos como paradigmáticas, con respeto a 
la voluntad de la comunidad, se invitó al análisis que permita 
vivir los derechos fundamentales, los que atiende a una visión 
como comunidad y los que ven al fuero de cada individuo, 
bajo una óptica de igualdad entre mujeres y hombres en los 
deberes y derechos. 

La historia del desarrollo de los pueblos indígenas da cuenta de 
numerosos esfuerzos por parte de las mujeres indígenas, para 
lograr el reconocimiento a la participación y al ejercicio de los 
derechos político-electorales, a la integración de autoridades en 
sus comunidades y especialmente a hacer que su voz se escu-
che. 

El ejercicio pleno de los derechos es un tema que en el inte-
rior de las comunidades se piensa, se vive, se norma y muta 
con el desarrollo mismo de los pueblos indígenas, igual que 
en la sociedad no indígena. En el plano del quehacer de las 
instituciones electorales, cuando es materia de litis, corres-
ponde examinar esta realidad y las razones que la impulsan, 
para, bajo un test de ponderación, buscar su máxima pro-
tección. 

El respeto hacia los derechos de las mujeres indígenas se plantea 
dentro del respeto a sus especificidades culturales. En este sen-
tido, la Organización de las Naciones Unidas dijo: 

El respeto al principio de libre determinación de los pue-
blos indígenas se encuentra directamente relacionado con 
el derecho al acceso a la justicia de las mujeres indígenas. 
El sistema jurídico indígena es la primera instancia a la que 
acuden las mujeres indígenas en sus comunidades. Por 
ello, la valoración del sistema jurídico indígena en el mis-
mo nivel que el sistema jurídico nacional puede permitir la 
protección de los derechos de las mujeres indígenas […] Es 
prioritario que tanto el sistema de justicia indígena como el 
nacional incorporen el enfoque de género y la sensibilidad 
en las y los operadores de justicia. Asimismo, fortalezca la 
participación de las mujeres indígenas (acnudh México 
2007, 123).

Por ende, el respeto a la libre determinación y autonomía, 
piedra angular del derecho a la diferencia, es condición ne-
cesaria para una vida basada en equidad y respeto para to-
dos los miembros de los pueblos originarios, tanto para las 
mujeres como para los hombres.

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas: Tomando en cuenta la impor-
tancia de la participación de la mujer en la vida comu-
nitaria, el artículo 44 de la declaración establece: “Todos 
los derechos y las libertades reconocidos en la presente 
Declaración se garantizan por igual al hombre y a la mu-
jer indígena”.

La lucha que las mujeres indígenas han realizado por el re-
conocimiento de sus derechos tiene su origen desde sus 
propias comunidades y en espacios generados por organiza-
ciones no gubernamentales de mujeres. Lo anterior fue co-
mentado por Martha Sánchez Néstor, indígena de Guerrero:

Nosotras vamos retomando todo lo que nutre nuestra 
lucha, y vamos dando a las otras mujeres todo lo que pu-
diera nutrir su lucha, en algunos momentos nos unimos 
en voces, en eventos, en exigencias a quienes corresponde 
en este país o fuera de él, pero con nuestra propia estra-
tegia para seguir luchando adentro de las comunidades 
y organizaciones por hacer de nuestra lucha una histo-
ria realmente de hombres y mujeres indígenas (Sánchez 
2005, 50).

Por otra parte, también es importante citar los instrumentos ju-
rídicos y compromisos internacionales que el Estado mexicano 
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ha adoptado en materia de derechos de las mujeres indígenas. 
México es parte de la cedaw37 y por ende, rinde informes al Co-
mité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 
También ha firmado la Convención Interamericana para Preve-
nir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida 
como Convención de Belém do Pará.

El marco normativo vigente en materia de derechos colectivos 
de los pueblos y comunidades indígenas hace mención no sólo 
de la no discriminación por ser indígena, sino la no discrimina-
ción hacia las mujeres indígenas, sea por otros miembros de su 
propio pueblo, o por externos. Al hablar de la libre determina-
ción y autonomía, al enfatizar la importancia del papel de la 
mujer en la vida de su comunidad, necesariamente se posiciona 
a la colectividad a perseguir el bien común con base en el respe-
to mutuo, la equidad, y la dignidad humana.

Aunque el enfoque del presente análisis son las leyes y procedi-
mientos aplicados por las comunidades para nombrar autori-
dades internas, es decir, la vigencia dentro de las comunidades 
de un derecho electoral propio, es necesario mencionar que la 
participación en la política nacional, si así lo desean, es también 
un derecho de los pueblos originarios. Lo anterior está íntima-
mente relacionado con el mandato constitucional38 en el senti-
do de tomar en cuenta la ubicación de los pueblos indígenas en 
la demarcación territorial de los distritos electorales con el fin 
de propiciar su participación política.

El resultado ha sido la creación de 28 “distritos indígenas”, lo que 
representaría, según el estudio realizado sobre el tema por Jorge 
Alberto González Galván, investigador de la unam, sólo 53% de 
la población indígena. Asimismo, de las personas que han sido 
elegidas en estos distritos, pocos pertenecen a comunidades 
indígenas o se autoadscriben como tales (González 2008, 178, 
200). Lo anterior resultó en la siguiente conclusión por parte del 
jurista: “El impacto en la participación política de los pueblos 
indígenas ha sido inexistente” (González 2008, 205).39

No obstante, el reto es encontrar mecanismos, hasta ahora 
inexistentes en el marco normativo fuera del concepto de can-
didaturas independientes, para que se puedan postular candi-
datas y candidatos que representan a sus comunidades e in-
cluso fueran nombrados para tal postulación en sus asambleas 
generales comunitarias, parecido a lo concluido por González 
Galván, lo que Jaime Martínez Luna caracteriza como “repre-
sentantes comunales” (Martínez 2011a). 

Corte Interamericana de Derechos Humanos: En el caso Ya-
tama vs. Nicaragua, del 23 de junio de 2005, la Corte, al no-
tar que la legislación electoral de Nicaragua sólo permitía la 
participación en los procesos electorales a través de partidos 
políticos, declaró lo siguiente al respecto:

215. No existe disposición en la Convención Americana 
que permita sostener que los ciudadanos sólo pueden 
ejercer el derecho a postularse como candidatos a un 
cargo electivo a través de un partido político. No se des-
conoce la importancia que revisten los partidos políticos 
como formas de asociación esenciales para el desarrollo y 
fortalecimiento de la democracia, pero se reconoce que 
hay otras formas a través de las cuales se impulsan can-
didaturas para cargos de elección popular con miras a la 
realización de fines comunes, cuando ello es pertinente e 
incluso necesario para favorecer o asegurar la participa-
ción política de grupos específicos de la sociedad, toman-
do en cuenta sus tradiciones y ordenamientos especiales, 
cuya legitimidad ha sido reconocida e incluso se halla su-
jeta a la protección explícita del Estado.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: En re-
lación con la creación de partidos políticos, el tribunal ha 
establecido que cuando los integrantes de comunidades 
indígenas solicitan el registro de un partido político, las au-
toridades electorales tienen el deber de interpretar y aplicar 
las disposiciones relativas a los procedimientos de regis-
tro y constitución del mismo, de la manera más favorable, 
adoptando las medidas compensatorias y adecuadas para 
maximizar su derecho de asociación y participación política 
(Texis XXXI/201240).

Alicia M. Barabas, investigadora del Centro inah Oaxaca, 
refiriéndose al pueblo zapoteco de Oaxaca, también ha 
analizado el tema de la reorganización político-adminis-
trativa que tomara en cuenta criterios culturales y territo-

37 El 3 de septiembre de 1981 entró en vigor la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. En México, el 12 de mayo de 
1981 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación.

38 Véase el artículo Tercero transitorio de la reforma constitucional publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001.

39 González Galván propone una redistritación (tanto uninominal como plurinomi-
nal) con base, únicamente, en la territorialidad de los pueblos indígenas, estable-
ciendo cuotas indígenas tanto a nivel federal como local. Además, presenta dos 
opciones: que dichos candidatos podrían ser seleccionados entre los militantes in-
dígenas o, lo que podría realmente facilitar la participación política de los pueblos, 
entre los que los mismos pueblos indígenas seleccionen con base en sus propias 
normas electorales, sin la intervención de los partidos políticos (González 2008, 
208-209).

40 COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE MAXIMIZARSE EL DERECHO DE ASOCIA-
CIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE REGISTRO DE PARTIDOS POLÍTICOS.
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riales de los pueblos para establecer “nuevos municipios 
y distritos constituidos por mayorías zapotecas” (Barabas 
1999, 62). Lo mismo sería una forma de garantizar la auto-
nomía verdadera de todos los pueblos indígenas, y negros, 
en México. 

Una propuesta concreta de la misma antropóloga es tomar 
en cuenta “la geografía simbólica como dato para la demar-
cación de etnoterritorios” (Barabas 2006, 125):

41 La antropóloga definió el etnoterritorio de la siguiente manera: “etnoterritorio se 
refiere al territorio habitado y culturalmente construido por un grupo etnolingüís-
tico a lo largo de la historia profunda. No sólo provee a la reproducción física de la 
población sino que en él se desarrollan relaciones de parentesco, culturales, lingüís-
ticas y políticas. El etnoterritorio reúne las categorías de tiempo y espacio (historia 
en el lugar), y es soporte central de la identidad y la cultura porque integra concep-
ciones, creencias y prácticas que vinculan a los actores sociales con los antepasados 
y con el territorio que éstos les legaron” (Barabas 2004, 112-113).

Para los pueblos indígenas, utilizar sus propias represen-
taciones sobre el espacio, la cosmovisión, la narrativa sa-
grada o los procesos rituales como conocimientos y prác-
ticas que moldean la territorialidad simbólica, y a éstos 
como base para la (re) construcción de etnoterritorios 
susceptibles de ser delimitados, es sólo implementar po-
líticamente una parte del patrimonio cultural propio para 
obtener el reconocimiento legal de los territorios étnicos 
por parte del Estado nacional (Barabas 2004, 106).41
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ticularmente el único dedicado especialmente al tema, el Con-
venio 169 de la oit, así como la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (dnudpi). 
Se presentarán en orden de relevancia: el Convenio 169 y la 
dnudpi primero, y los demás tratados en orden de su aproba-
ción a nivel internacional. Algunas de las disposiciones de los 
instrumentos internacionales aquí mencionados se encuentran 
resumidas en el cuadro 1. 

Segundo, se sintetizará el marco normativo nacional vigente, 
empezando con la constitución federal para después hablar 
de la principal ley secundaria existente en la materia, la lgdlpi. 
De igual manera, las disposiciones más relacionadas al tema 
tratado en la presente guía se encuentran resumidas en el 
cuadro 2.

El principal tratado internacional vigente en el ámbito de los 
derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas 
es el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales.42 El referido tratado interna-
cional es producto de la evolución que sufrió con el paso de los 
años el Convenio 107, adoptado en el año 1957 por la oit como 
el primer instrumento internacional que consagró derechos de 
los pueblos indígenas y las correspondientes obligaciones para 
los Estados que lo ratificaran (dplf, 3). 

Desde su ratificación por el Estado mexicano en el año 1990, 
el Convenio 169 ha sido un referente necesario para anali-
zar y fundamentar los derechos colectivos de los pueblos 
y comunidades indígenas. Sin embargo, es a raíz de la refor-
ma constitucional del 2011 cuando este instrumento cobra 
mayor importancia, toda vez que el artículo 1° reconoce 
los derechos humanos consagrados en los tratados interna-
cionales de los que el Estado Mexicano es parte; y obliga a 
todas las autoridades a efecto de que, en el ámbito de sus 
competencias, promuevan, respeten, protejan y garanticen 
dichos derechos. 

El Convenio 169 otorga un amplio y basto reconocimiento a 
los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indí-

n este capítulo, se abordarán algunos de los tratados 
internacionales relevantes en el ámbito de los dere-
chos de los pueblos y comunidades indígenas, par-

genas. Es relevante señalar que el papel fundamental de las 
personas encargadas de impartir justicia está contemplado en 
el artículo 12, que obliga a los Estados a asumir su respon-
sabilidad de garantizar los derechos reconocidos, debiendo 
adoptar para ello las medidas especiales que salvaguarden, 
promuevan y defiendan las prácticas e instituciones de los 
referidos pueblos. 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas fue aprobada el 13 de septiembre de 
2007. Después de más de veinte años de discusiones y trabajos 
fue aprobada por la mayoría de los países que conforman la 
Asamblea General de la onu.

El instrumento en comento, por su naturaleza misma, no posee 
un carácter jurídico obligatorio para los Estados, a diferencia de 
los convenios. Sin embargo, al ser un instrumento aprobado en 
el seno de la onu con el voto de la gran mayoría de sus Estados 
miembros, crea compromisos y obligaciones para los gobier-
nos, en el sentido de generar las condiciones que procuren la 
no violación de los derechos de los pueblos y comunidades 
indígenas, pues representa el consenso internacional existente 
sobre la temática. 

La declaración no pretende crear nuevos derechos para los 
pueblos y comunidades indígenas, sin embargo, fortalece y am-
plía la visión interpretativa y garantista de los derechos ya exis-
tentes en diversos instrumentos internacionales, como lo es el 
Convenio 169; así lo refiere la oit: “El Convenio y la Declaración 
de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas, adoptada en 2007, se refuerzan mutuamente y constituyen 
el marco para la protección de los derechos de los pueblos indí-
genas y tribales del mundo” (oit 2010, 9). 

Al igual que el Convenio 169, la declaración consagra los de-
rechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. En 
particular, hay un enfoque muy importante en lo que es la 
piedra angular de los referidos derechos: la libre determina-
ción, un elemento básico para la permanencia de los pueblos 
y comunidades indígenas, plasmado en los artículos 3 y 4 del 
documento.  

El derecho a la consulta también se encuentra fortalecido por 
lo provisto en la declaración. Presenta una serie de estándares 
mínimos, junto con las disposiciones contenidas en el Conve-
nio 169, que deben de respetarse en torno al tema: las consultas 

42 El 5 de septiembre de 1991 entró en vigor el Convenio 169 de la oit. En México, el 
24 de enero de 1991 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación.
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deberán realizarse de buena fe, y por medio de las institucio-
nes representativas de los pueblos indígenas, generalmente su 
asamblea general comunitaria, antes de la adopción y aplica-
ción de medidas legislativas o administrativas que los afecten, 
teniendo como característica fundamental, aparte de ser pre-
vias, que sean libres e informadas.

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas: El artículo 43 de la declaración esta-
blece que los derechos reconocidos en ésa “constituyen las 
normas mínimas para la supervivencia, la dignidad y el bien-
estar de los pueblos indígenas del mundo.” 

“La Declaración expresa el consenso actualizado de la co-
munidad internacional (143 Estados) sobre los estándares 
mínimos de protección internacional de los pueblos indí-
genas” (dplf, 6). En este sentido, obliga a todos los Estados 
miembros de la onu a:

Actuar de buena fe para lograr su efectiva implementa-
ción a nivel interno;
Adoptar nuevas leyes o a modificar las ya existentes, de 
acuerdo con los lineamientos establecidos en la Decla-
ración;
Transformar las prácticas contrarias a lo dispuesto en la 
Declaración;
Implementar políticas públicas y programas sociales 
encaminados al goce efectivo de los derechos huma-
nos individuales y colectivos de los pueblos indígenas 
(dplf, 6).

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial43 emanó de la Declaración so-

bre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial 
proclamada en 1963. 

En la referida convención, aparte de la cuestión conceptual, 
se identifica toda una gama de derechos que, en su conjunto, 
tienen como propósito eliminar toda clase de discriminación. 
Asimismo, en esta primera parte, se consigna la obligación de 
los Estados firmantes de erradicar todas las conductas encami-
nadas a la discriminación racial. En tal sentido, se comprometen 
a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas 
y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la 
ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico. 

Es importante señalar la creación, bajo los términos de la con-
vención, del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial (cerd). Las recomendaciones del comité han permitido a 
este órgano jugar un papel relevante en las sugerencias hechas 
a los Estados para el respeto de los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas en temas de particular relevancia como son, 
por ejemplo, los ordenamientos jurídicos propios. 

El cerd en su examen de los informes presentados por México 
en el año 2012, con relación al tema del “Sistema jurídico indíge-
na”, recomendó al Estado mexicano “respetar los sistemas tra-
dicionales de justicia de los pueblos indígenas de conformidad 
con la normativa internacional de derechos humanos, incluso 
mediante el establecimiento de una jurisdicción especial indí-
gena”. El comité expresó su preocupación de que el reconoci-
miento y aplicación del sistema jurídico indígena sólo existe a 
través del concepto de “usos y costumbres”, y externó su “preo-
cupación al ámbito limitado que existe para la utilización de los 
‘Usos y Costumbres’ de las comunidades indígenas” (CERD/C/
MEX/CO/16-17).

En 1976 entraron en vigor tanto el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales (pidesc)44 como el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp).45 

43 El 4 de enero de 1969 entró en vigor la Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación Racial. En México, el 13 de junio de 
1975 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación.

44 El 3 de enero de 1976 entró en vigor el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales. En México, el 12 de mayo de 1981 fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federación.

45 El 23 de marzo de 1976 entró en vigor el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. En México, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de 
mayo de 1981.
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Ambos pactos reconocen, en su artículo primero, que todos 
los pueblos tienen el derecho de libre determinación para 
establecer su condición política.46 Asimismo, se reconoce el 
derecho a la diferencia en el artículo 27 del pidcp, donde es-
tablece el derecho de grupos diferenciados a tener su propia 
vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a em-
plear su propio idioma.

Es relevante mencionar que el pidesc estableció el Consejo Eco-
nómico y Social de las Naciones Unidas, un órgano con una 
actividad altamente importante para el reconocimiento de 
los derechos de los pueblos originarios. Fue el referido consejo 
el que, como resultado de un llamamiento de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos de 1993, ratificó la creación del 
Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas como órgano 
subsidiario del mismo; el foro permanente se reunió por prime-
ra vez en el año 2002 (Anaya 2005, 288).

Por su parte, bajo el protocolo facultativo del pidcp se creó el 
Comité de Derechos Humanos de la onu. Este órgano es uno 
de varios que pertenecen al sistema mundial de protección y 
vigilancia de los derechos humanos que tienen un papel im-
portante en denunciar el incumplimiento de los derechos de 
los pueblos y comunidades indígenas. 

A nivel regional es de particular importancia citar la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, conocido como 
el Pacto de San José de Costa Rica.47 De todo el entramado 
de reconocimientos y consignaciones que la convención 
hace, es importante para el tema objeto del presente análisis 
referirse a lo establecido en los artículos 1.1 y 2, en el sentido 
de que, por una parte, reconoce los derechos y libertades 
de todas las personas que habitan en determinado Estado, y 
por otra, obliga a dicho Estado a respetar y garantizar dichos 
derechos.

Quizás uno de los efectos más importantes que la convención 
ha aportado en beneficio del ejercicio de los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas, lo sea el hecho de que el 
Estado mexicano se haya adherido también a la declaración 
para el reconocimiento de la competencia contenciosa de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, a través de la 
cual se reconoce como obligatoria la competencia de la refe-
rida corte regional sobre los casos relativos a la interpretación 
o aplicación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: La corte reciente-
mente estableció que los criterios jurisprudenciales de la 
CoIDH son vinculantes para los juzgadores mexicanos, con 
independencia de que el Estado mexicano haya sido parte 
en el litigio, por constituir una extensión de la Convención 
Americana, toda vez que en dichos criterios se determina 
el contenido de los derechos humanos establecidos en ese 
tratado. Lo anterior, siempre que al tratarse de un criterio 
que emane de un caso en el que el Estado mexicano no 
haya sido parte, existan “las mismas razones que motivaron 
el pronunciamiento”. En caso de alguna contradicción con 
la legislación nacional, debe aplicarse el criterio que resulte 
“más favorecedor para la protección los derechos humanos” 
(Tesis P./J. 21/201448).

En el artículo 2°49 los pueblos y comunidades indígenas son 
reconocidos como sujetos de derechos, y se afirma que la au-
toadscripción es el criterio fundamental para decidir a quienes 
se aplican las referidas disposiciones, según la misma definición 
de los pueblos indígenas contenida en el Convenio 169.

El artículo 2° se divide en dos grandes apartados, A y B. En el 
apartado A, se define en grandes rasgos los elementos de las 
autonomías indígenas reconocidas en la constitución, listando 
los siguientes derechos:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organiza-
ción social, económica, política y cultural.

48 JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE 
SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.

49  La reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 14 de agosto de 
2001.

46 El tema de las implicaciones del reconocimiento al derecho a la libre determina-
ción con relación a los pueblos indígenas en el marco del derecho internacional fue 
aclarado en el texto del mismo Convenio 169 de la oit, en su artículo 1(3). El citado 
convenio se refiere a pueblos indígenas “en países independientes”, es decir, no se 
refiere a pueblos con el derecho a la independencia, en el contexto de descoloni-
zación dentro del cual surgieron los dos pactos internacionales referidos aquí. Por 
ende, la libre determinación de los pueblos indígenas se traduce al derecho a la 
autonomía y el autogobierno, algo diferente que el significado dado para pueblos 
coloniales que tienen el derecho a la independencia.

47 El 18 de julio de 1978 entró en vigor la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. En México, el 7 de mayo del año 1981 fue publicada en el Diario Oficial 
de la Federación.
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II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regula-
ción y solución de conflictos internos.  

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y 
prácticas, a las autoridades o representantes para el 
ejercicio de sus formas propias de gobierno interno.

IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y 
todos los elementos que constituyan su cultura e iden-
tidad.

V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integri-
dad de sus tierras en los términos establecidos en esta 
Constitución. 

VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de 
propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta 
Constitución y a las leyes de la materia, así como a 
los derechos adquiridos por terceros o por integran-
tes de la comunidad, al uso y disfrute preferente de 
los recursos naturales de los lugares que habitan y 
ocupan, salvo aquellos que corresponden a las áreas 
estratégicas.

VII. Elegir, en los municipios con población indígena, repre-
sentantes ante los ayuntamientos.

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Como 
un avance con relación a lo que decía anteriormente el 
artículo 4°, se especifica que “[p]ara garantizar ese dere-
cho, en todos los juicios y procedimientos en que sean 
parte, individual o colectivamente, se deberán tomar 
en cuenta sus costumbres y especificidades culturales 
respetando los preceptos de esta Constitución”. Ense-
guida, se establece otro avance importante: “Los indí-
genas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos 
por intérpretes y defensores que tengan conocimiento 
de su lengua y cultura.”

El apartado B establece una serie de obligaciones que tendrán 
que traducirse en políticas públicas a nivel de la federación, los 
estados y los municipios, incluyendo el impulso al desarrollo 
regional de las zonas indígenas, que contempla asignaciones 
presupuestales del municipio a las comunidades para ser ad-
ministradas directamente por ellas; el incremento de niveles de 
escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercultural 
y la alfabetización; el acceso efectivo a los servicios de salud; la 
adquisición, operación y administración de medios de comuni-
cación; protección para los migrantes indígenas, y algo de suma 
importancia: la consulta a los pueblos indígenas en la elabora-
ción del Plan Nacional de Desarrollo y en los planes estatales y 
municipales. 

Es relevante señalar lo contenido en el artículo 79 de las 
Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las perso-
nas en condición de vulnerabilidad:50 “En la celebración de 

los actos judiciales se respetará la dignidad, las costumbres 
y las tradiciones culturales de las personas integrantes de 
comunidades indígenas, conforme a la legislación inter-
na de cada país.” Aunque aquí se refiere a un anunciado 
bastante general, los derechos procesales de las personas 
indígenas están descritos con bastante detalle en el marco 
normativo vigente.

La misma reforma de 2001 resultó en una adición al ar tículo 
1° para prohibir, por primera vez, la discriminación en Mé-
xico:

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades 
diferentes, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertadas de las personas.

Posteriormente, en junio de 2011,51 se adicionaron tres párrafos 
más al artículo primero de la constitución federal, para disponer 
que:

Todas las personas gozarán de los derechos humanos reco-
nocidos en esta Constitución y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección
Las normas relativas a los derechos humanos se interpre-
tarán de conformidad con esta Constitución y con los tra-
tados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas con la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garan-
tizar los derechos humanos y el Estado deberá prevenir, in-
vestigar, sancionar y reparar las violaciones a tales derechos 
en los términos que establezca la ley
Sobre los derechos humanos en general, incluyendo los de-
rechos de los pueblos y comunidades indígenas, S. James 
Anaya afirmó:

50 Las referidas reglas fueron adoptadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, 
la cual tuvo lugar del 4 al 6 de marzo de 2008, en la ciudad de Brasilia, capital de 

la República Federativa de Brasil. En ella se reunieron los presidentes de las cortes 
y tribunales supremos o superiores de justicia y de los consejos de la judicatura o 
magistratura, del Principat d’Andorra, República Argentina, República de Bolivia, 
República Federativa doe Brasil, República de Colombia, República de Costa Rica, 
República de Cuba, República de Chile, República Dominicana, República del Ecua-
dor, República de El Salvador, Reino de España, República de Guatemala, República 
de Honduras, Estados Unidos Mexicanos, República de Nicaragua, República de 
Panamá, República del Paraguay, República del Perú, República Portuguesa, Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico, República Oriental del Uruguay y República Boliva-
riana de Venezuela.

51 La reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 10 de junio de 
2011.
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En los estados contemporáneos el poder judicial juega 
un papel importante, cuando no esencial, en la aplica-
ción y desarrollo de las normas jurídicas. Por esta razón, 
el derecho internacional, como se plasma en un gran 
número de tratados multilaterales, obliga a los estados 
a ofrecer una garantía judicial adecuada y efectiva ante 
violaciones de los derechos humanos. El acceso a un 
procedimiento judicial adecuado y efectivo se conside-
ra de hecho un derecho humano. En su condición de 
responsable de la administración imparcial de la justicia, 
por lo general más alejado de las dinámicas e intereses 
políticos que otros poderes del estado, el poder judicial 
constituye, al menos en potencia, un mecanismo impor-

tante para la aplicación de las normas internacionales 

relativas a los pueblos indígenas. En términos ideales, el 

poder judicial debería actuar para complementar, dar 

efecto o corregir las acciones u omisiones de los otros 

poderes del estado en relación con estas normas (Anaya 

2005, 264).

Tomando en cuenta lo expuesto hasta aquí, en el siguiente ca-

pítulo se sugieren una serie de directrices de actuación para las 

personas encargadas de impartir justicia en el ámbito electoral 

en casos que involucran a pueblos y comunidades indígenas 

para hacer cumplir el marco normativo vigente.
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comunidad indígena o persona integrante de ella, los juzgado-
res deben de tomar en cuenta sus especificidades culturales. 
Lo anterior viene reforzado por lo establecido en el artículo 8, 
párrafo 1, del Convenio 169 de la oit52 y el artículo 222-bis del 
Código Federal de Procedimientos Civiles.53

Expertas en antropología jurídica y pluralismo jurídico del cie-
sas contextualizaron, en el ámbito jurídico, el tema de la es-
pecificidad cultural como parte de “pluralidades normativas 
complejas, conectadas y constituidas mutuamente” (Sierra, 
Hernández y Sieder, 2013, 32). Las siguientes directrices estan 
relacionadas específicamente con el proceso que se sugiere se-
guir para garantizar el respeto a los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas y las comunidades que los integran en casos 
relativos a sus ordenamientos jurídicos.

Las directrices se robustecen con los siguientes criterios que el 
tepjf ha construido a lo largo de los años para enfrentar mejor 
las tareas de juzgar con perspectiva intercultural y garantizar el 
acceso a la justicia electoral para las comunidades indígenas y 
las personas que pertenecen a ellas: 

El primero se refiere a la suplencia total de la queja que existe 
en casos recibidos de comunidades indígenas, la que permite 
que, a través de un estudio serio, pueda entenderse la violación 
de que pretenden doler las integrantes de las comunidades a 
pesar de la sencillez del escrito que se presente (Jurisprudencia 
13/200854). 

Aunque la citada jurisprudencia emana de un juicio que 
desde su diseño protege los derechos político-electorales 
del ciudadano, es decir, los derechos individuales a votar y 
ser votado, y a la asociación y afiliación política, el tribunal 
ha adaptado la vía para la protección de los derechos colec-
tivos de los pueblos y comunidades indígenas, al plantear la 
suplencia total de la deficiencia de la queja en casos “en el 
que se plantee el menoscabo de su autonomía política o de 
los derechos de sus integrantes para elegir sus autoridades 

egún lo dispuesto en el artículo 2°, apartado A, inciso 
VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al resolver los asuntos que involucran a una 

o representantes, conforme a sus propias normas, procedi-
mientos y prácticas tradicionales”. 

El segundo criterio trata de la interpretación de las normas 
procesales de la forma más favorable para la persona o co-
munidad indígena. El tribunal ha establecido que, con base 
en una interpretación funcional del artículo 2°, apartado A, 
fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que reconoce y garantiza a las comunidades indí-
genas el derecho al pleno acceso a la jurisdicción del Estado, 
se deriva el deber de: 

…establecer protecciones jurídicas especiales en favor de 
las comunidades indígenas y de los sujetos que las confor-
man, considerando sus particulares condiciones de des-
igualdad y facilitándoles el acceso efectivo a la tutela judi-
cial, a fin de no colocarlos en un verdadero y franco estado 
de indefensión, al exigirles la satisfacción o cumplimiento 
de cargas procesales que sean irracionales o desproporcio-
nadas (Jurisprudencia 28/201155).

El tercer criterio del tribunal que hay que resaltar es el que ha 
flexibilizado los plazos para la presentación de medios de im-
pugnación. Lo anterior se ha declarado con relación al plazo de 
tres días para presentar el recurso de reconsideración en el caso 
de comunidades indígenas. Lo anterior, basado en la interpreta-
ción del derecho constitucional de las comunidades indígenas y 
de sus miembros a acceder plenamente a la jurisdicción estatal, 
el que “no se agota en la obligación de tomar en cuenta sus 
costumbres y especificidades culturales y la asistencia de intér-
pretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y 
cultura”, pues ese derecho, al ser interpretado a la luz del prin-
cipio pro persona: 

…lleva a establecer protecciones jurídicas especiales en su 
favor. Si bien es cierto que el término para interponer el 
recurso de reconsideración es de tres días, tratándose de 
comunidades indígenas y sus integrantes, deben tomarse 
en consideración determinadas particularidades, obstácu-
los técnicos y circunstancias geográficas, sociales y cultu-
rales, que tradicionalmente han generado en la población 
indígena una situación de discriminación jurídica, como 
son, la distancia y los medios de comunicación de la po-
blación donde se ubica el domicilio del actor, en relación 
con el lugar donde se encuentra el domicilio de la auto-
ridad ante la que se interpone el recurso (Jurisprudencia 
7/201456).

52 El citado artículo establece lo siguiente: “Al aplicar la legislación nacional a los pue-
blos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres 
o su derecho consuetudinario.” El artículo 8 además hace alusión al pluralismo jurí-
dico, y el derecho a preservar las instituciones propias.

53 El citado artículo establece lo siguiente: “A fin de garantizarle a los indígenas, el 
acceso pleno a la jurisdicción del Estado en los procedimientos en que sean parte, 
el juez deberá considerar, al momento de dictar la resolución, sus usos, costumbres 
y especificidades culturales.”

54 COMUNIDADES INDÍGENAS. SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS ELEC-
TORALES PROMOVIDOS POR SUS INTEGRANTES.

55 COMUNIDADES INDÍGENAS. LAS NORMAS PROCESALES DEBEN INTERPRE-
TARSE DE LA FORMA QUE LES RESULTE MÁS FAVORABLE.  

56 COMUNIDADES INDÍGENAS. INTERPOSICIÓN OPORTUNA DEL RECURSO DE 
RECONSIDERACIÓN CONFORME AL CRITERIO DE PROGRESIVIDAD.
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El mencionado criterio es la continuación de una línea ya esta-
blecida desde hace siete años, cuando la Sala Superior resolvió 
que el no haber cumplido con el término de cuatro días para 
presentar un juicio para la protección de los derechos políti-
co-electorales del ciudadano no resultó en su improcedencia 
dadas las características de la comunidad indígena a la cual per-
tenecían los recurrentes: 

…es incuestionable que no puede exigírseles a los ciu-
dadanos de este municipio estar atentos de los actos y 
comunicados de autoridad que se difunden a través del 
periódico oficial de la entidad, pues no hay ni siquiera in-
dicios que sugieran que dicho órgano de difusión se dis-
tribuya regularmente en el municipio en cuestión. Por el 
contrario, los elementos de información con los que se 
cuenta apuntan a la inexistencia de condiciones materia-
les reales para que la ciudadanía en general acceda o consi-
ga oportunamente el periódico oficial (SUP-JDC-11/2007, 
Tenetze de Zaragoza). 

El cuarto criterio a destacar es en relación con la admisión y va-
loración de la prueba, tratándose de asuntos relativos a comu-
nidades indígenas, y se ha establecido que en el requerimiento 
de las formalidades hay que evitar “una exigencia irrazonable 
ni desproporcionada” (SUP-JDC-336/2014, Caso Atzompa). En 
este sentido, ha explicado lo siguiente: 

El juzgador debe contemplar una posición de flexibili-
dad y sólo requerir los elementos necesarios, indispen-
sables e inexcusables para cada clase de prueba, no así 
formalidades que dificulten el acceso a la justicia a di-
chos grupos.

Por ejemplo, el hecho de que las pruebas testimoniales no 
sean perfeccionadas ante un fedatario público, no debió 
impedir a la Sala Regional la valoración del contenido, por-
que tal exigencia, de acuerdo a la realidad cultural y social 
de los pueblos indígenas, claramente constituye una cues-
tión que escapa de las posibilidades del oferente y que no 
debe derivar en un perjuicio a su defensa.

No se debe perder de vista que el derecho fundamental 
a la tutela jurisdiccional efectiva, prevista en el artículo 17 
constitucional, tiene como presupuesto necesario la faci-
lidad de acceso a los tribunales y superar las desventajas 
procesales en que se encuentran por sus circunstancias 
culturales, económicas o sociales (SUP-REC-0827/2014, 
Caso Mixtepec).

Por ende, se puede flexibilizar el cumplimiento de las “forma-
lidades ordinariamente exigidas para la admisión de las prue-
bas, a fin de superar las desventajas procesales en que puedan 
encontrarse”. Es suficiente con que la parte oferente mencione 
o anuncie las pruebas en el juicio para que el juzgador admita 

las que estime necesarias para el caso concreto (Tesis XXXVI-
II/201157).

Ahora bien, a la luz de estos cuatro criterios, así como la discu-
sión de los capítulos anteriores, se presentan diversas directrices 
de actuación, las cuales, al ser tomadas en cuenta por los juzga-
dores, podrán facilitar el acceso de los pueblos indígenas y las 
comunidades que los integran a la justicia electoral, para hacer 
realidad la justiciabilidad de sus derechos colectivos.

Esta directriz es el punto de partida del análisis de un caso 
que involucre los derechos de pueblos y comunidades indí-
genas, desde las primeras etapas de conocimiento del me-
dio de impugnación, y se refiere al estudio e investigación 
realizada para conocer los elementos fundamentales de la 
vida colectiva de la o las comunidades involucradas. Lo an-
terior se basaría principalmente en las fuentes citadas en la 
siguiente directriz y ayudará a tener la información necesaria 
para acercarse cabalmente al contexto dentro del cual surge 
el conflicto.

Al recibir un caso relativo a una o más comunidades indígenas, 
la primera sugerencia es realizar un estudio (que se basaría prin-
cipalmente en las fuentes mencionadas en la siguiente directriz) 
sobre los elementos fundamentales de la vida colectiva en la o 
las comunidades involucradas. Por tanto, al admitir el asunto se 
sugiere buscar información sobre el territorio comunal o colec-
tivo, la asamblea general comunitaria, los sistemas de cargos y 
formas de gobierno indígenas (autoridades y servicios), tequio 
o faena, fiestas y ritos colectivos, lengua, el derecho electoral 
vigente en la comunidad, la ciudadanía o pertenencia comu-
nitaria y el cumplimiento de obligaciones comunitarias por la 
unidad familiar.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha 
subrayado la importancia de que, al momento de estudiar 
un caso relativo a una o más comunidades indígenas, se 
haga un “análisis contextual”, para: 

57 COMUNIDADES INDÍGENAS.  REGLAS PROBATORIAS APLICABLES EN LOS JUI-
CIOS ELECTORALES.
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Garantizar de mejor manera la dimensión interna del 
derecho a la participación política de los integrantes de 
las comunidades y pueblos indígenas como expresión 
de su derecho a la libre determinación, así como evitar 
la imposición de determinaciones que resulten ajenas a 
la comunidad o que no consideren al conjunto de auto-
ridades tradicionales o miembros relevantes de la misma 
en la toma de decisiones y que pueden resultar un factor 
agravante o desencadenante de otros escenarios de con-
flicto dentro de las propias comunidades (Jurisprudencia 
9/201458).

 

Esta directriz sugiere que la persona encargada de impartir 
justicia electoral implemente diligencias idóneas y oportu-
nas que le permitan consultar bibliografía especializada y so-
licitar información relacionada con el pueblo y comunidad 
involucrados. Se sugiere que las diligencias se ordenen desde 
la primera etapa de conocimiento del medio de impugna-
ción y tienen por objetivo allegarse de información de la o 
las comunidades involucradas, desde la perspectiva geográ-
fica, cultural, lingüística e histórica.

La siguiente sugerencia consiste en ubicar a la o las comuni-
dades involucradas geográfica, cultural, lingüística e histórica-
mente. Lo anterior requiere allegarse de toda la información 
necesaria para tener el contexto relativo al asunto, y particu-
larmente, para conocer el Derecho Electoral Indígena vigente 
en la o las comunidades. A continuación, se presentan cuatro 
medios por el cual se puede realizar dicha investigación y ubicar 
la información relevante: la identificación de fuentes bibliográfi-
cas existentes; requerimiento de informes y comparecencias de 
autoridades comunitarias; solicitud de estudio jurídicos-antro-
pológicos (peritajes) y realización de visitas in situ.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha es-
tablecido que para garantizar el derecho a la autodetermi-
nación de los pueblos y comunidades indígenas, y brindar la 
más amplia garantía y protección a los derechos de acceso 
a la justicia, defensa y audiencia de los que son titulares sus 

integrantes, las autoridades jurisdiccionales deberán adop-
tar, de ser necesario con la colaboración o apoyo de otras 
instancias comunitarias, municipales, estatales o federales, 
“las medidas necesarias y suficientes para garantizar la efec-
tividad de esos derechos… y, en su caso, realizar las notifi-
caciones, requerimientos, vistas, peritajes, solicitud de infor-
mes y demás actuaciones idóneas y pertinentes al contexto 
del conflicto comunitario que corresponda” (Jurisprudencia 
10/201459).

a. Identificación de fuentes bibliográficas 
 existentes

Al recibir un caso relativo a una comunidad indígena, se sugiere 
que la persona encargada de impartir justicia ubique la infor-
mación bibliográfica relevante disponible. Existe una amplia bi-
bliografía sobre los temas de interlegalidad y pluralismo jurídico 
en general, así como sobre los diversos pueblos originarios y las 
comunidades que los integran, en particular. 

Algunas de las fuentes más importantes pueden encontrarse 
en las bibliotecas de las siguientes instituciones o dependen-
cias o en sus páginas web y pueden ser consultadas o incluso, 
en algunos casos, requeridas para apoyar al órgano jurisdic-
cional con información relevante para el estudio de un caso 
concreto: 

Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antro-
pología Social, incluyendo no sólo su sede en Tlalpan sino 
también las unidades existentes en las diversas regiones del 
país.
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas, incluyendo lo disponible en las delegaciones en las 
entidades federativas y los centros coordinadores ubicados 
en las regiones indígenas.
Instituto de Investigaciones Antropológicas de la unam.
Instituto Nacional de Antropología e Historia, incluyendo lo 
publicado por investigadores ubicados en los centros de las 
entidades federativas.
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, ya sea a tra-
vés de su página web o con visitas directas a sus oficinas 
(particularmente para los casos que involucran municipios 
compuestos por múltiples comunidades).  
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, particularmente, 
su Catálogo de Lenguas Indígenas Nacionales.
Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Mu-
nicipal.

También son importantes las obras de otras instituciones ubi-
cadas en las entidades federativas cuyas bibliotecas contienen 
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información relativa al tema, ubicables según el pueblo de que 
se trate. Las universidades y colegios (que se enfocan de forma 
notable en la investigación) ubicadas en cada estado suelen te-
ner especialistas en antropología, historia u otras disciplinas que 
conocen cercanamente los pueblos originarios ubicados en su 
territorio.60

Por ejemplo, en el caso de comunidades purépechas de Mi-
choacán, el Colegio de Michoacán ha publicado diversos tex-
tos relevantes sobrea su historia y cultura, y particularmente 
sus sistemas normativos, y fueron consultados al momento de 
dictar la sentencia relativa a Cheran (SUP-JDC-9167/2011, Caso 
Cheran). 

b. Solicitar informes y/o 
 comparecencias de 
 autoridades comunitarias 

Otra herramienta que puede usarse consiste en solicitar infor-
mes a las autoridades comunitarias, quienes necesariamente 
conocen el Derecho Electoral Indígena vigente en su lugar de 
origen. Los informes pueden ser por escrito, en la lengua ma-
terna de la comunidad o en español. Para tal fin, es necesario 
primero identificar dichas autoridades, quienes pueden ser, se-
gún el caso concreto: 

Autoridades municipales (particularmente, en el caso de 
Oaxaca) o comunitarias (en el caso de comunidades que 
no tengan el carácter administrativo de cabecera)
Autoridades comunales o ejidales
Autoridades “tradicionales” o propias (los gobernadores de 
los pueblos del norte, los tatamandones de la mixteca oa-
xaqueña, etcétera) 
Autoridades con cargos dentro del sistema religioso, como 
son las personas cumpliendo con mayordomías, cantoras61 

u otras cargos semejantes
Autoridades morales, como son consejos de ancianos o 
principales 
Cronistas u otras personas conocedoras de la cultura (oral o 
escrita) de la comunidad 

Por otra parte, los informes pueden recibirse de forma oral, lo 
que domina como forma de transmisión del Derecho Indígena, 
sea en una comparecencia que haga personal del tribunal a la 
comunidad para tal fin, o sea que se realice en el tribunal corres-
pondiente. En el segundo caso, se deben considerar las largas 
distancias y dificultades que representa viajar para las personas 
que provienen de comunidades indígenas que quedan alejadas 

de las ciudades donde están establecidos los tribunales elec-
torales.

c. Solicitud de estudios jurídico-antropológicos 
 (peritajes)

Cuando no existe bibliografía sobre el pueblo en cuestión o la 
comunidad en específico, o cuando dicha bibliografía no es su-
ficiente para resolver la controversia, puede recurrirse al uso de 
estudios jurídico-antropológicos, conocidos en el ámbito penal 
como “peritajes”. Estos pueden ser solicitados a las siguientes 
instituciones, por sólo nombrar algunas:

cdi, a través de su dirección general o, en algunos casos de 
delegaciones estatales con gente capacitada para ello, como 
es el caso, por ejemplo, de Oaxaca y sus delegaciones es-
tatales63 o centros coordinadores, ubicados en las regiones 
indígenas
ciesas (a través de la dirección general ubicada en Tlalpan o 
las direcciones de una de sus unidades ubicadas en diversas 
regiones del país)
iia-unam
inah (a través de su dirección general o de sus centros ubi-
cados en las entidades federativas)

Además, en las entidades federativas, en las universidades y co-
legios de estudios superiores e investigación, generalmente hay 
investigadores especializados en la vida de los pueblos origina-
rios ubicados en la región. 

La solicitud debería especificar la comunidad o las comunida-
des y la información que se necesita; generalmente, en el caso 
de los tribunales electorales, relativo a sus instituciones comu-
nitarias y el procedimiento vigente para el nombramiento de 
sus autoridades.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha es-
tablecido que es responsabilidad de la autoridad electoral: 

Verificar y determinar, por todos los medios atinentes, la 
existencia histórica del sistema normativo interno […] el 
cual se encuentra constituido por el conjunto de normas 
jurídicas orales y escritas de carácter consuetudinario, 
que los pueblos y comunidades indígenas reconocen 

60 También véase el anexo 3, que no pretende ser una lista exhaustiva de instituciones, 
sino simplemente busca ser ilustrativa.

61 Las cantoras son mujeres autoridades de la iglesia del pueblo yoeme de particular 
importancia, por ser quienes tienen la última palabra en decidir quién debe ser 
gobernador.

62 La cdi también se refiere a ellos como “estudios de especificidad cultural”. 
63 En el caso del Tribunal Estatal Electoral del Poder Judicial de Oaxaca, por ejemplo, 

con base en la existencia de un convenio de colaboración firmado entre su titular y 
la entonces delegada en el estado en diciembre del año 2011, en diversos casos se 
ha solicitado información específica sobre el sistema normativo vigente en diversas 
comunidades indígenas. Los datos requeridos han sido investigados y entregados 
por una antropóloga especialista en el tema adscrita a la referida delegación.
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como válidas y utilizan para regular sus actos públicos, 
organización, actividades y sus autoridades aplican para 
la resolución de sus conflictos […] A tal efecto, la autori-
dad deberá allegarse de información, mediante la propia 
comunidad y/o por información objetiva que pueda re-
copilar, así como generar procedimientos idóneos que le 
permitan obtener cualquier dato trascendental en torno 
a los usos y costumbres que rigen en dicha comunidad 
[…] Para ello, de manera enunciativa, deberá acudir a la 
realización de dictámenes periciales, entrevistas con los 
habitantes, informes de las autoridades municipales le-
gales y tradicionales (SUP-JDC-1740/2012, Caso San Luis 
Acatlán).

El tribunal también ha aclarado que es responsabilidad de la 
autoridad electoral valorar correctamente y en forma inte-
gral (en su “justa dimensión”) las pruebas sobre la existencia 
de sistemas normativos indígenas (SUP-JDC-1740/2012, Inci-
dente de inejecución, 236-242). 

En el contexto específico del norte del país, por ejemplo, un 
funcionario del inah explicó: 

En resumidas cuentas el ejercicio del peritaje antropoló-
gico en Chihuahua ha permitido contar con evidencia 
suficiente, concreta y verificable, sobre la vigencia de los 
sistemas normativos de pueblos y comunidades indígenas 
que, en mayor o menor intensidad, viven un tipo particu-
lar de autonomía comunitaria desde la cual es posible un 
modelo de juridicidad, jurisdicción y adscripción identita-
ria sobre el territorio en la Sierra de Chihuahua (Villanue-
va 2012, 55).

En el año 2014 fue recurrente la solicitud realizada a la Secretaría 
de Asuntos Indígenas del Gobierno del Estado de Oaxaca por 
parte de los magistrados integrantes de la Sala Regional Xalapa 
del tepjf, a través de la cual se pedían informes sobre cuestio-
nes específicas relativas a asuntos bajo su consideración.64 La 
referida buena práctica puede tomar en cuenta una ampliación 
a los plazos otorgados para realizar los informes (de tres días), 
al tomar en cuenta que se requiere hacer trabajo de campo en 
comunidades generalmente lejanas de la ciudad capital para 
poder obtener la información relevante.

En el ámbito electoral, al parecer el primer ejemplo del uso 
de un estudio jurídico-antropológico, entregado como in-
forme por parte de la cdi y preparado por una antropóloga 
de la delegación estatal, a cargo de los temas de sistemas 
normativos indígenas, fue del Tribunal Estatal Electoral del 
Poder Judicial de Oaxaca, en el caso relativo a la comunidad 
Chatina de Santiago Cuixtla, perteneciente al municipio de 
Santos Reyes Nopala, en el distrito de Juquila, en la región 
Costa del referido estado.65 

En Colombia, donde existe un avance notable en el respeto al 
pluralismo jurídico y los sistemas normativos indígenas, los peri-
tajes son una de las herramientas a la que acuden los juzgadores 
estatales en sus resoluciones. En el citado país sudamericano, el 
papel que ha jugado la antropología jurídica y la etnografía es 
sumamente importante:66

Además de conocer una cultura en la especificidad de lo jurí-
dico, interdisciplinariamente busca que este conocimiento re-
caiga en los jueces, conocimiento particular que ellos indispen-
sablemente requieren para proteger y fortalecer el pluralismo 
jurídico como manifestación de la diversidad étnica y cultural y 
valorada en la nueva Constitución como riqueza y expresión de 
identidad de la nación (Sánchez y Gómez 2008, 8).

d. Realización de visitas in situ

Aparte de comparecencias donde se realizarían preguntas con-
cretas sobre las cuestiones jurídicas planteadas en un caso en 
particular, se pueden realizar visitas in situ a las comunidades, 
con el fin de obtener información y elementos de primera 
mano para entender mejor el asunto. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos: A solicitud del 
presidente de Ecuador, la corte recientemente realizó una 
visita histórica al territorio del pueblo sarayaku en el marco 
del Caso Kichwa de Sarayaku vs Ecuador. Dicha visita tuvo 
el propósito de realizar “diligencias encaminadas a obtener 

64 La Secretaría de Asuntos Indígenas del Gobierno del Estado de Oaxaca (sai) recibió 
aproximadamente 66 solicitudes entre enero y junio de 2014 de la Sala Regional 
Xalapa, según información compartida por el subsecretario, el licenciado Hugo 
Aguilar Ortiz, el 2 de julio del mismo año. De acuerdo con datos compartidos por 
el Secretario General de Acuerdos y el magistrado presidente de la Sala Regional 
Xalapa del tepjf el 28 de julio, en 2013 y 2014, en 70 asuntos se requirieron informes 
a tres instancias: la sai, la Dirección General de Sistemas Normativos Internos del 
Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca y la cdi.

65 La resolución del citado caso está disponible en la página web del teepjo, 
http://teoax.org/index.php?option=com_content&view=article&id=297:jd-
ci-03-2013&catid=45:jdci&Itemid=110.

66 Los autores afirmaron: “Los pueblos indígenas en Colombia por ‘imposición’ de la 
Corte Constitucional tienen que participar de órdenes más universales y pensados 
globalmente, los cuales como mínimos jurídicos obligan para todo colombiano sin 
distinción de cultura; el derecho a la vida, el derecho a no ser mutilado ni torturado 
y a un debido proceso. En este mismo nivel, los jueces y magistrados tienen que 
incorporar, por mandato constitucional, el reconocimiento y valoración de órde-
nes distintos, de sistemas de derecho y justicia propios, enmarcados en mundos 
culturalmente distintos. Este es el nuevo modo de vivir la sociedad, para el enten-
dimiento intercultural” (Sánchez y Gómez 2008, 11). 
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información adicional acerca de la situación de las presun-
tas víctimas y lugares en que habrían ocurrido algunos de 
los hechos alegados”. Se señaló que “la diligencia in situ se 
llevar[ía] a cabo en lugares del territorio […] sarayaku en 
que se alega[ba] ocurrieron hechos incluidos en el marco 
fáctico del caso” (CoIDH 2012, Caso Kichwa de Sarayaku vs 
Ecuador).  

A su llegada, las delegaciones fueron recibidas por nume-
rosos miembros del pueblo sarayaku. Luego de cruzar el 
río Bobonaza en canoas, se dirigieron a la casa de la asam-
blea del pueblo (Tayjasaruta), donde fueron recibidos por 
el señor José Gualinga, presidente, los kurakas, los yachaks 
y otras autoridades y miembros del pueblo. Estaban pre-
sentes, además, representantes de otras nacionalidades 
indígenas del Ecuador (CoIDH 2012, Caso Kichwa de Sa-
rayaku vs Ecuador).

Entre otras actividades, se realizó un recorrido a pie por el 
territorio del pueblo, específicamente en Sarayaku centro, 
cuyos miembros compartieron varias expresiones y ritua-
les culturales; un sobrevuelo del territorio, durante el cual 
se observaron lugares en que ocurrieron hechos del caso; y 
visitas a la comunidad de Jatun Molino, donde escucharon 
a algunas personas del lugar (CoIDH 2012, Caso Kichwa de 
Sarayaku vs Ecuador).

Tratándose de asuntos en los que están involucradas comu-
nidades indígenas, se deben flexibilizar las reglas que rigen 
generalmente a los juicios electorales, y en ese marco son 
admisibles las promociones de terceros ajenos a la contro-
versia que proporcionan información importante para los 
tribunales.

El amicus curiae (amigo de la corte) es una figura procesal reco-
nocida por diversos tribunales internacionales y nacionales que 
consiste en proporcionar una opinión jurídica y voluntaria por 
terceros ajenos al proceso. La persona o personas que promue-
ven el amicus ostentan un interés justificado en el modo de 
cómo se resolverá el litigio, y los escritos pueden ser presenta-
dos por particulares, grupos de individuos, asociaciones civiles, 
e incluso, órganos gubernamentales.

A nivel internacional, particularmente en los casos resueltos por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es una práctica 
común admitir y citar en sus resoluciones escritos de amigos 
de la corte. Dichos escritos, presentados por personas exper-
tas, pueden ser una fuente importante de información y dar 
mayores elementos para sustentar una resolución respecto al 
Derecho Electoral Indígena.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: 
Recientemente, el tribunal ha recibido, admitido y cita-
do escritos presentados bajo la figura de amicus curiae 
en diversas resoluciones. En el caso relativo al municipio 
de Santiago Atitlán, distrito Mixe, en la región ayuujk 
de Oaxaca (SUP-REC-825/2014, Caso Atitlán), el escrito 
fue presentado por el presidente del Consejo Directivo 
del Centro Profesional Indígena de Asesoría, Defensa y 
Traducción (cepiadet). En el asunto relacionado al mu-
nicipio de Reyes Etla, distrito de Etla, en la región de 
los Valles Centrales de Oaxaca (SUP-REC-19/2014, Caso 
Reyes Etla), fue preparado por el secretario de Asuntos 
Indígenas del Gobierno del Estado de Oaxaca.

El tribunal ha establecido que en los litigios que se refieren a 
elecciones por sistemas normativos indígenas es procedente 
la intervención de terceros ajenos a juicio, a través de la pre-
sentación de escritos con el carácter de amicus curiae o ami-
gos de la corte, a fin de contar con mayores elementos para 
un análisis integral del contexto, siempre que se presenten 
antes que se emita la resolución respectiva (Jurisprudencia 
17/2014 67). 

Por regla general, la máxima autoridad en una comunidad 
indígena es la asamblea general comunitaria, y sus decisio-
nes constituyen un elemento del ejercicio del derecho a la 
autodeterminación y autogobierno, por lo cual, los juzgado-
res deben procurar acceder a esta fuente primera de infor-
mación del sistema normativo propio y respetar al máximo 
sus decisiones.

67 AMICUS CURIAE. SU INTERVENCIÓN ES PROCEDENTE DURANTE LA SUSTAN-
CIACIÓN DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON ELECCIONES 
POR SISTEMAS NORMATIVOS INDÍGENAS.
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Como ya se puntualizó, ordinariamente la máxima autoridad 
en una comunidad indígena es la asamblea comunitaria. En el 
seno de esta institución comunitaria se discuten los temas más 
importantes. Es allí donde se conocen y se depositan los acuer-
dos tomados sobre las normas de la comunidad, las obligacio-
nes y los procedimientos a seguir en circunstancias particulares 
que surjan.

Por ende, una fuente directa y concreta de información, jun-
to con las autoridades comunitarias, es la asamblea gene-
ral. Al tener dudas sobre un caso en particular, el juzgador 
puede solicitar que en asamblea se contesten ciertas pre-
guntas o dudas. También puede pedir permiso para acudir 
directamente a ella y escuchar su posición, preocupaciones 
y sugerencias. 

Dicha asamblea debe ser convocada por la autoridad faculta-
da para ello; si en el caso concreto no hubiera (en el contexto 
oaxaqueño, por ejemplo, en casos en que no hay un presidente 
municipal sino un administrador), la autoridad comunal tie-
ne la autoridad y legitimidad para convocar dicha asamblea, 
por los medios que se acostumbran usar en la comunidad. Tal 
convocatoria podría también hacerse por parte del consejo de 
personas ancianas u otra instancia legitimada para ello en el 
contexto concreto.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha reconocido que los sistemas jurídicos indígenas se 
integran por las normas vigentes en las comunidades y las 
que se establecen por la asamblea, por ser ésta, por regla 
general, el órgano de producción normativa de mayor jerar-
quía, debido a que los acuerdos que se toman bajo el proce-
dimiento comunitario, privilegian la voluntad de la mayoría. 
Al reconocer la importancia normativa de los acuerdos to-
mados en la asamblea se puede conocer en un caso concre-
to el Derecho Electoral Indígena vigente en una comunidad 
(Tesis XLI/201268).

En palabras de una autoridad comunitaria de Oaxaca, “mucho 
se hubiera podido solucionar si recurrimos a nuestra máxi-
ma autoridad, es legítima, reconocida: la asamblea” (Santillán 
2013b).

En los juicios electorales, el hecho de que una persona o 
grupo de personas se identifiquen y autoadscriban como 
indígenas es suficiente para considerar que existe un vín-
culo cultural, histórico, político, lingüístico o de otra índole 
con su comunidad; por tanto, deben regirse por las nor-
mas específicas que la regulan (Jurisprudencia 12/201369). 
El respeto al derecho a la autoadscripción implica que la 
autoridad judicial no debe solicitar prueba alguna para 
acreditar la calidad de indígena con que se ostenta un pro-
movente.

Al recibir un caso, por un lado, es importante respetar el dere-
cho a la autoadscripción que tienen las personas que pertene-
cen a las comunidades indígenas. Por el otro, cuando el caso 
tenga que ver con su pertenencia comunitaria o su estatus 
como “ciudadano” o “comunero” activo, es decir, su cumpli-
miento con sus obligaciones comunitarias, cuando surja alguna 
duda al respecto, es importante tener los elementos a la mano 
para determinar si realmente la persona tiene derecho partici-
par en la vida colectiva.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El 
tribunal ha establecido que es suficiente que una persona 
afirme que pertenece a una comunidad indígena, para que 
se le reconozca tal calidad, en aras de tutelar sus derechos 
conforme a las normas constitucionales y comunitarias res-
pectivas (Jurisprudencia 4/201270).

Toda autoridad comunitaria sabe quiénes están “al día” con sus 
obligaciones comunitarias, como suele decirse de forma colo-
quial. En Oaxaca, por ejemplo, las autoridades tienen listas don-
de todos los cumplimientos o incumplimientos están plasma-
dos: tequios, pagos de cooperaciones, asistencias a asambleas, 
etc. Es de suma importancia pedir informes a la autoridad en 
torno a este estatus y pertenencia comunitaria para evitar una 
situación en que se privilegie el derecho de un individuo sobre 

69 COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE  AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFI-
CIENTE PARA RECONOCER A SUS INTEGRANTES.

70 COMUNIDADES INDÍGENAS. LA CONSCIENCIA DE IDENTIDAD ES SUFICIENTE 
PARA LEGITIMAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO.

68 COMUNIDADES INDÍGENAS. NORMAS QUE INTEGRAN SU SISTEMA JURÍDI-
CO.
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una colectividad cuando dicha persona haya inclumplido con 
ordenamiento jurídico comunitario.

Alternativamente, es dable que directamente la persona que 
alega la violación a su derecho político-electoral presente do-
cumentos relacionados con su pertenencia comunitaria actual, 
lo que incluiría nombramientos en cargos o comisiones ante-
riores (y de menor rango al que actualmente busca ocupar), 
constancias de cumplimiento de tequios o faenas, y/o recibos 
de pagos de cooperaciones, lo que permitiría deducir que per-
tenece actualmente a la comunidad por haber cumplido con 
sus obligaciones frente de ella, según el ordenamiento jurídico 
propio, ello, con el objetivo de establecer que tiene derechos 
comunitarios (“político-electorales”), como es asistir a la asam-
blea, participar en el nombramiento de autoridades, o ser con-
siderado para un cargo.

a. El uso de intérpretes en comparecencias

En todas las actuaciones del tribunal y especialmente las 
audiencias o comparecencias públicas o privadas, se sugiere 
brindarles a las personas integrantes de comunidades indí-
genas la asistencia de un intérprete que les permita comuni-
carse en su lengua materna.

En las audiencias o comparecencias públicas o privadas en ca-
sos que involucran pueblos y comunidades indígenas, se sugiere 
brindarles la asistencia de un intérprete para poder comunicar-
se en su lengua materna. Lo anterior, dado que la lgdlpi, citada 
anteriormente, plasma el derecho de las personas hablantes de 
lenguas indígenas de utilizar su idioma en todos los ámbitos, 
tanto públicos como privados. Además, muchas personas se 
expresan mejor en su lengua materna, particular pero no ex-
clusivamente, las mujeres y personas mayores. Es un tema de 
suma relevancia al tratarse, además, de casos que involucran 
ordenamientos jurídicos basados principalmente en la oralidad.

Convenio 169 de la oit: El artículo 12 del Convenio 169 
dispone la existencia de procedimientos para asegurar el 
respeto a los derechos y consagra el deber relativo a los 
derechos procesales (particularmente, los derechos lin-
güísticos): 

Los pueblos interesados deberán tener protección contra 
la violación de sus derechos, y poder iniciar procedimien-

tos legales, sea personalmente o bien por conducto de 
sus organismos representativos, para asegurar el respeto 
efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas 
para garantizar que los miembros de dichos pueblos pue-
dan comprender y hacerse comprender en procedimien-
tos legales, facilitándoles, si fuese necesario, intérpretes u 
otros medios eficaces.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: El 
artículo 2° constitucional, apartado A, fracción VIII, estable-
ce que para garantizar el acceso pleno a la jurisdicción del 
Estado: “Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a 
ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan cono-
cimiento de su lengua y cultura.”71

La Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos In-
dígenas: En el artículo 5, la ley establece la responsabilidad 
de los tres órdenes de gobierno (federal, estatal y munici-
pal), en los ámbitos de sus respectivas competencias, de 
reconocer, proteger y promover la preservación, desarrollo 
y uso de las lenguas indígenas nacionales. Además, en el 
artículo 9, declara que es derecho de toda y todo mexi-
cano comunicarse en la lengua de la que sea hablante, sin 
restricciones en el ámbito público o privado, en forma oral 
o escrita, en todas sus actividades. Más precisamente aún, 
el artículo 10 dispone que el Estado garantizará el derecho 
de los pueblos y comunidades indígenas al acceso a la ju-
risdicción del Estado en la lengua indígena nacional de que 
sean hablantes.

Suprema Corte de Justicia de la Nación: La corte ha enfa-
tizado que los derechos lingüísticos no están limitados a 
las personas monolingües en una lengua indígena y que, 
al contrario, se aplican a todas y todos los integrantes de 
los pueblos indígenas como colectividades, quienes tienen 
el derecho de usar su lengua materna en todos los ámbi-
tos sin importar que hablen o no el español (Tesis aislada 
CCVIII/2009), pues si no, se “convertiría el artículo 2 en un 
mero ejercicio expresivo, sin potencial jurídico transforma-
tivo real”. 

71 Por su parte, el artículo 271, en sus párrafos 2 y 3, del Código de Procedimientos 
Civiles dispone lo siguiente: 

 Las actuaciones dictadas en los juicios en los que una o ambas partes sean indíge-
nas, que no supieran leer el español, el tribunal deberá traducirlas a su lengua, dia-
lecto o idioma con cargo a su presupuesto, por conducto de la persona autorizada 
para ello. 

 Las promociones que los pueblos o comunidades indígenas o los indígenas en lo 
individual, asentados en el territorio nacional, hicieren en su lengua, dialecto o idio-
ma, no necesitarán acompañarse de la traducción al español. El tribunal la hará de 
oficio con cargo a su presupuesto, por conducto de la persona autorizada para ello.
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b. Asegurar una comunicación procesal efectiva. 
 La notificación de actos y resoluciones 
 en lenguas indígenas

Esta sugerencia consiste en buscar que las notificaciones se 
realicen en la lengua o lenguas de la comunidad involucrada 
en el asunto, tanto por escrito como por audio. Asimismo, 
se sugiere la traducción de una síntesis de la sentencia a la o 
las lenguas maternas de la comunidad por escrito, así como 
por audio, para poder ser transmitida por el altavoz, que es 
la forma más común para difundir información en la mayo-
ría de las comunidades.

Su objetivo es que las comunidades cuenten con información 
clara y concreta sobre casos que pueden afectar de manera di-
recta su vida colectiva.

Aun en casos en los cuales la demanda haya sido redactada 
en español por la o el abogado, esto no se traduce en que las 
partes, actores o la comunidad afectada domine dicha lengua, 
o que sea la lengua en que desarrollan con más fluidez su co-
municación. Asimismo, es el deber de autoridades federales, es-
tatales y municipales, bajo los términos de la lgdlpi, fomentar el 
uso de las lenguas indígenas en todos los ámbitos. 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El tri-
bunal ha establecido lo siguiente sobre el tema: 

En tratándose de juicios promovidos por miembros de 
pueblos o comunidades indígenas […] el juzgador debe 
atender a las costumbres y especificidades culturales de 
dichos entes para determinar la publicación eficaz del 
acto o resolución reclamado […] es incuestionable que 
las determinaciones tomadas por parte de las autorida-

des electorales deban comunicarse a los miembros de 
comunidades y pueblos indígenas en forma efectiva y 
conforme a las condiciones específicas de cada lugar, a 
fin de que se encuentren en posibilidad de adoptar una 
defensa adecuada a su esfera jurídica (Jurisprudencia 
15/201073).

Recientemente, la Sala Superior del tepjf ha publicado varias 
resoluciones con un resumen y solicitado el apoyo del inali 
para traducirlo e interpretarlo en la o las lenguas indígenas 
habladas en las comunidades involucradas en el juicio,74 “a 
fin de que tanto la versión en español como las versiones en 
lengua indígena puedan difundirse, primordialmente de ma-
nera fonética por medio de los mecanismos más idóneos y 
conocidos por la comunidad, y que se utilizan comúnmente 
para transmitir información o mensajes de interés a la co-
munidad” (SUP-JDC-336/2014, Caso Atzompa). Lo anterior 
es una parte importante del cumplimiento de los derechos 
lingüísticos aquí citados. La primera traducción e interpreta-
ción realizada fue en la lengua mazateca, en un caso relativo 
al municipio de Mazatlán Villa de Flores, distrito de Teotit-
lán, en la región de la Cañada de Oaxaca (SUP-REC-836/2014, 
Caso Mazatlán).75

El primer ejemplo que existió a nivel nacional en el ámbito 
electoral fue la traducción (por escrito) e interpretación (por 
audio) que realizó el Tribunal Estatal Electoral del Poder Judi-
cial de Oaxaca en el año 2013 de la resolución JNI/05/2013, 
que afectó las comunidades chinantecas del municipio de 
Santiago Jocotepec, distrito de Choápam. La traducción e 
interpretación fueron notificadas personalmente al presi-
dente municipal, a quien se pidió difundirlas ampliamente 
a todas las comunidades del municipio.76 

La defensa jurídica efectiva es un derecho fundamen-
tal indispensable para la plena vigencia de los derechos 

73 COMUNIDADES INDÍGENAS. NOTIFICACIÓN DE ACTOS O RESOLUCIONES 
DE AUTORIDAD ELECTORAL POR PERIÓDICO OFICIAL, EL JUZGADOR DEBE 
PONDERAR LAS SITUACIONES PARTICULARES PARA TENERLA POR EFICAZ-
MENTE REALIZADA.

74 Véase SUP-REC-836/2014, SUP-REC-861/2014, y SUP-JDC-336/2014 para n ejemplo 
de ello.

75 Véase http://www.notimex.gob.mx/acciones/notaComunicado.php?clv= 
159694.

76 Véase http://www.inali.gob.mx/es/notas-informativas/325-presenta-tribunal- 
estatal-electoral-de-oaxaca-resolucion-en-lengua-indigena.html.

72 COMUNIDADES INDÍGENAS.  LA CONSCIENCIA DE IDENTIDAD ES SUFICIENTE 
PARA LEGITIMAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha es-
tablecido que a fin de garantizar el pleno acceso a la justicia 
de las comunidades indígenas, el juzgador “debe valorar la 
necesidad de la designación de un intérprete y de realizar la 
traducción de las actuaciones efectuadas en juicio, cuando 
así se justifique…” (Tesis XIV/201272).
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colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. Ello 
requiere adoptar medidas efectivas para garantizar una 
adecuada defensa especializada en materia electoral, lo 
que permite a su vez garantizar el pleno acceso a la juris-
dicción del Estado y la igualdad de las partes materiales 
de la controversia.

En materia de pleno acceso a la justicia es importante resaltar 
la falta de defensores de oficio en materia electoral, por lo que 
las autoridades administrativas y jurisdiccionales deben velar 
porque se respeten las garantías procesales de las personas in-
tegrantes de las comunidades indígenas, lo que implica adoptar 
las medidas necesarias para garantizar una defensa efectiva y 
una comunicación procesal adecuada.

La complejidad del Derecho Electoral Indígena, y la falta de 
orientación jurídica adecuada, pueden generar situaciones de 
desigualdad durante el proceso, particularmente cuando una 
comunidad no cuenta con asistencia jurídica efectiva, por 
ejemplo, frente a una autoridad estatal o un individuo que, al 
alegar un derecho individual, recurre a los tribunales con la asis-
tencia de abogados, generando una situación de desventaja de 
la comunidad, pues, al no contar con una defensa jurídica a ni-
vel colectivo la comunidad puede enfrentar serias dificultades 
para presentar y dar a conocer su postura.77

Figuras procesales como la suplencia total de la queja pueden 
reducir los riesgos de desigualdad procesal, pero no siempre 
es suficiente cuando se orienta en beneficio de una sola de 
las partes sin considerar los valores y principios comunita-
rios. De ahí que las autoridades jurisdiccionales deban valorar 
la adopción de otras medidas que resulten efectivas, como 
la asistencia jurídica gratuita, solicitud de informes, requeri-
mientos, visitas, consultas, escritos de amicus curiae, etc., con 
la finalidad de reducir la brecha de desigualdad procesal que 
pueda generarse por falta de una defensa o participación 
efectiva. 

Actualmente se valora el esfuerzo de diversas instituciones 
para capacitar a abogados bilingües indígenas en el tema de 
los derechos político-electorales de los pueblos y comunidades 
indígenas, con lo cual se están sentando las bases para que en 
un futuro cercano se cumpla a plenitud su derecho de defen-
sa.78 Esto es especialmente importante cuando se presenta una 
impugnación de uno o pocos individuos frente a toda una co-
lectividad para que se puedan ponderar los hechos del caso, a 

la luz de la maximización de los derechos colectivos contenidos 
en el marco jurídico nacional e internacional. 

Hasta en tanto se establezca en las leyes una defensoría o 
procuraduría de los derechos de los pueblos y comunidades 
indígenas en esta materia, donde dichos defensores tengan 
conocimiento de su lengua y cultura, pero para hacer efecti-
vos estos derechos en el corto plazo es recomendable acudir 
a las defensorías ya existentes en diversos órganos jurisdiccio-
nales del país para celebrar convenios que permitan alcanzar 
este fin.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: El 
artículo 2° de la constitución federal consagra el derecho 
tanto a nivel colectivo como individual a dicha defensa: “Los 
indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos 
por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de 
su lengua y cultura.”

Las Reglas de Brasilia incorporan el concepto de asistencia 
legal y defensa pública (artículos 28-31), así como el dere-
cho al intérprete (artículo 32). Además en el artículo 9, se 
destaca lo siguiente:

Las personas integrantes de las comunidades indígenas 
pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad 
cuando ejercitan sus derechos antes el sistema de jus-
ticia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas 
a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas 
puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho 
sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda 
fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes 
judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte 
de los órganos de la administración de justicia estatal 
sea respetuoso con su dignidad, lengua y tradiciones 
culturales.

En el Estado mexicano no existe una institución especial-
mente dedicada a la defensa gratuita de los pueblos y co-
munidades indígenas en materia electoral, pues no existe 
una ley que la prevea. Al respecto es relevante citar una en-
trevista colectiva realizada en el municipio de Santa María 
Atzompa, en la región de los Valles Centrales de Oaxaca,79 

77 Véase la Recomendación 12 del cerd de la onu, relativo al Acceso a la Justicia.
78 En el marco del convenio de colaboración existente entre el tepjf y la cdi, en mayo 

del 2014 se celebró un primer curso de capacitación para abogadas y abogados 
indígenas bilingües sobre la defensa de los derechos político-electorales de los pue-
blos y comunidades indígenas.

79 Se trata de un municipio conurbado, en el que actualmente existe la comunidad 
conocida administrativamente como cabecera municipal, Santa María Atzompa, 
una de las cunas de la civilización zapoteca; las cuatro comunidades consideradas 
administrativamente como agencias, también antiguas; y diez colonias pobladas 
por gente de fuera que viven en unidades habitacionales masivas.
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con los agentes (autoridades comunitarias) de las cuatro 
comunidades que tienen la categoría de agencia munici-
pal, en torno a los efectos que ha tenido la resolución del 
tepjf sobre su vida comunitaria, en un asunto de conflicto 
de derechos individuales versus derechos colectivos. Las 
autoridades nombradas por asamblea comunitaria de 
San Jerónimo Yahuiche, Santa Catarina Montaño, Monte 
Albán y San José Hidalgo comentaron sobre la siguiente 
pregunta: si usted pudiera decirles algo a las y los magistra-
dos electorales para que entendieran mejor casos como el 
de Santa María Atzompa, ¿qué sería? ¿Qué les dirían a los 
magistrados?

Al respecto, el agente de la comunidad de Monte Albán 
dijo: “Pedimos al tribunal que nos pusiera un defensor de 
oficio con conocimiento en usos y costumbres porque esta-
mos aislados en este aspecto” (Álvarez 2013). 

Un derecho colectivo de los pueblos y comunidades in-
dígenas es que apliquen sus sistemas normativos en la 
resolución de conflictos internos; bajo esa premisa, el juz-
gador está en posibilidad de explorar opciones alternas a 
la anulación de una decisión de asamblea, que permita a 
instituciones jurídicas comunitarias ejercer el derecho a la 
autonomía.

La persona encargada de impartir justicia electoral puede 
explorar opciones alternas a la anulación de una decisión de 
asamblea, que permita a instituciones jurídicas comunitarias 
jugar el papel que bajo el derecho a la autonomía le es recono-
cido en la resolución de sus conflictos internos. Estas mismas 
instituciones incluyen la asamblea general, sea de ciudadanos o 
sea de comuneros, donde pueden explorar opciones para una 
salida propia al conflicto. Es un ejercicio de la jurisdicción indí-
gena protegida ampliamente por el marco normativo vigente y 
por los estándares internacionales.

Es así que los tribunales electorales podrían pedir alternativas 
de soluciones al conflicto a la propia asamblea, donde la deci-
sión de la mayoría de la comunidad sea respetada. 

Cuando un tribunal anula la decisión de la Asamblea General 
Comunitaria, la comunidad indígena ve cuestionada a su máxi-
ma autoridad, sin posibilidad de un diálogo y proceso de tra-

bajo interno para evitar tal acción. Anular la decisión de una 
asamblea es de la mayor trascendencia porque pone en riesgo 
y bajo cuestionamiento todo el ordenamiento jurídico vigente 
en una comunidad. 

Asimismo, no da tiempo para que la comunidad pueda hablar 
con los actores que impugnaron el resultado y buscar una solu-
ción adecuada a su forma de vida colectiva, sino que los obliga 
a entrar a una dinámica muy complicada, donde se plantean te-
mas como una “elección extraordinaria” que no existe en el De-
recho Electoral Indígena e involucra a actores foráneos, como 
los institutos electorales locales. 

Además, pone en una dinámica política a actores comunitarios 
que comúnmente no están en igualdad de condiciones para 
negociar desde una perspectiva de comunalidad y bienestar 
colectiva.

80 SISTEMAS NORMATIVOS INDÍGENAS. MEDIDAS ALTERNATIVAS DE SOLU-
CIÓN DE CONFLICTOS ELECTORALES.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: 
Ha establecido lo siguiente con respecto al tema: 

Con el fin de alcanzar acuerdos que solucionen de ma-
nera integral las diferencias respecto de las reglas y pro-
cedimientos aplicables para la elección de autoridades de 
pueblos indígenas cuando existan escenarios de conflicto 
que puedan tener un impacto social o cultural para los 
integrantes de la comunidad, derivados de elecciones re-
gidas por sistemas normativos indígenas, previamente a 
la emisión de una resolución por parte de las autoridades 
administrativas o jurisdiccionales, se deben privilegiar me-
didas específicas y alternativas de solución de conflictos 
al interior de las comunidades, de ser el caso, las previstas 
en la propia legislación estatal, mediante los procedimien-
tos e instituciones que se consideren adecuados y válidos 
comunitariamente; lo anterior contribuye a garantizar el 
pleno respeto a su autonomía, así como el derecho que 
tienen a elegir a sus propias autoridades en el ejercicio de 
su libre determinación, al propiciar la participación de los 
miembros de la comunidad y de las autoridades en la 
solución de la controversia, de una manera alternativa a 
la concepción tradicional de la jurisdicción, sin que estas 
formas alternativas puedan contravenir preceptos y prin-
cipios constitucionales y convencionales (Jurisprudencia 
11/201480).



Guía de actuación para juzgadores en materia de Derecho Electoral Indígena 67

Al recibir un caso relativo a una comunidad indígena, es re-
comendable analizar la posibilidad de devolver o enviar el 
asunto para el conocimiento de las instituciones comunita-
rias, a fin de que busquen una solución aplicando su sistema 
jurídico propio, en términos del reconocimiento formal de 
su jurisdicción plasmado en el marco jurídico nacional e in-
ternacional.81  

Cuando los tribunales electorales reciben un caso relativo a 
una comunidad indígena se recomienda analizar si, desde la 
perspectiva de las autoridades comunitarias, se han agotado 
las instancias o procedimientos de justica propia, previamente 
a su conocimiento por las autoridades administrativas o juris-
diccionales estatales. De no haberse intentado las vías conci-
liatorias o resolutivas internas, se debe valorar devolverlo a las 
instituciones comunitarias para que, bajo la jurisdicción propia, 
resuelvan el asunto. Lo anterior reconoce la existencia de com-
petencias concurrentes entre la jurisdicción indígena y la estatal, 
que deben ser consideradas desde una perspectiva de comple-
mentariedad.

De acuerdo a la CDI: 

En cuanto a la impartición de justicia indígena, se entiende 
por sistema normativo indígena la estructura organizativa 
(instituciones y autoridades indígenas), los procedimientos, 
principios y lineamientos en los que se basan las comuni-
dades indígenas para la impartición de justicia y la solución 
de conflictos; este derecho, derivado de su autonomía, se 
enfrenta con diversas dificultades. La principal es la falta de 
reconocimiento por las autoridades, principalmente judi-
ciales, a pesar del enunciado constitucional de tal derecho 
(CDI, 2007, 6).

Así, dicha dependencia del gobierno federal afirmó que en 
los tribunales existe un gran desconocimiento de los dere-
chos indígenas establecidos en la legislación nacional e inter-
nacional, así como del Derecho Indígena vigente dentro de 

las comunidades, lo que impide tomarlo en cuenta debida-
mente dentro de los procedimientos judiciales (cdi, 2007, 6).

No obstante, esta buena práctica no es ajena al sistema jurídico 
mexicano y algunos órganos jurisdiccionales ya están haciendo 
uso de ella. Por ejemplo, en materia penal se aplicó por el Primer 
Tribunal Unitario del Décimo Tercer Circuito, al resolver el Toca 
Penal 142/2013. El referido tribunal, al declinar competencia a 
favor de la jurisdicción indígena, resaltó lo siguiente: 

El sistema jurisdiccional normativo tradicional indígena se 
encuentra regulado en el artículo 2°, apartado A de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tal como 
se ha sostenido a lo largo de esta determinación, como un 
sistema coexistente y alternativo para la solución del caso, 
el cual atendiendo a las particularidades del asunto, resulta 
menos gravoso, y guarda un estándar proporcional y equita-
tivo, máxime que dicho precepto tutela las prerrogativas fun-
damentales y humanas específicas de los sujetos indígenas 
en lo individual y en lo colectivo (Toca Penal 142/2013, 148).

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha 
establecido que el fin de los ordenamientos jurídicos indí-
genas incluye la regulación y resolución de asuntos internos 
en diversas sentencias:

Esto es así porque toda la construcción nacional e in-
ternacional en torno al derecho a la libre autodetermi-
nación de los pueblos indígenas tiene como finalidad la 
protección y permanencia de los pueblos y comunidades 
indígenas, de tal manera que la autonomía que se les re-
conoce conlleva no sólo la posibilidad de establecer sus 
propias formas de organización, sino también el de regu-
larlas, pues ambos aspectos constituyen la piedra angular 
del autogobierno indígena (SUP-REC-836/2014 y acumu-
lados, Caso Mazatlán). 

Se recomienda que los operadores de justicia no juzguen 
una norma comunitaria o la aplicación de la misma sin 

81 Lo anterior es acorde a lo establecido en el Protocolo iberoamericano de actuación 
judicial para mejorar el acceso a la justicia de personas con discapacidad, migrantes, 
niñas, niños, adolescentes, comunidades y pueblos indígenas, que establece que los 
tribunales “deben considerar declinar competencia en aquellos casos que correspon-
de conocer a las autoridades propias de los pueblos”, en el entendido que “es obliga-
ción de los tribunales del Estado, reconocer la existencia de los sistemas normativos 
indígenas y convalidar las resoluciones y elecciones que se realicen conforme a los 
mismos, siempre y cuando respeten derechos humanos” (scjn 2014, 108).
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tener en cuenta el contexto de los principios que susten-
tan al Derecho Indígena: la armonía, el respeto mutuo y el 
orden, entre otros. Una decisión a favor de una persona que 
trasgrede un precepto del derecho propio puede poner en 
peligro, desde su cosmovisión, los principios y valores que 
sustentan toda la vida en comunidad.

En este sentido, una experta en antropología jurídica mani-
festó: “La comunidad indígena se ha descrito como una en 
donde el grupo es más importante que el individuo” (Nader 
1998, 28-29).

Los pueblos y comunidades indígenas siguen encontrando se-
rias barreras para lograr el efectivo ejercicio de sus derechos hu-
manos colectivos. Ello obedece en gran medida a las diferencias 
conceptuales que sirven de base para los sistemas normativos 
indígenas y el sistema jurídico estatal que se desconocen. En 
esta interlegalidad, en la vida práctica, los tribunales enfrentan 
el reto de resolver conflictos que involucran derechos indivi-
duales y colectivos.  

En estos casos se sugiere la viabilidad de realizar un test de 
proporcionalidad, donde se considera, por un lado, el bien que 
la colectividad busca proteger (principios básicos del sistema 
normativo propio, comunalidad, sistema de cargos basado en 
escalafón, por mencionar algunos), y por el otro, el perjuicio 
causado en el caso particular. Este test puede tomar en cuen-
ta como fundamento la diversidad cultural y el derecho a la 
diferencia como un derecho humano fundamental que, al ser 
violentado por una decisión judicial, afecta a toda la colectivi-
dad, poniendo en riesgo, incluso, su sobrevivencia misma como 
pueblo diferenciado. 

Si no se viola el derecho propio comunitario, pero se alega la 
violación de algún derecho humano, la ponderación podrá 
conceptualizarse entre dos derechos constitucionales: el dere-
cho colectivo y el derecho individual que se alega se violentó, 
dentro del contexto cultural, jurídico y social propio de la co-
munidad. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: Ha citado “los cri-
terios utilizados en el ámbito internacional, a fin de iden-
tificar a una comunidad indígena frente al resto de la so-
ciedad”. Estos criterios incluyen la “existencia de aspectos 
colectivos a los que tiene sentido dar protección incluso 
por encima de ciertos derechos individuales” (SCJN 2012, 
39-40). 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: El 
tema presente al momento del ejercicio de ponderación es 
el derecho a la diferencia y a la supervivencia como pueblo 

diferenciado, con un sistema normativo propio; el tribunal 
ha expresado la importancia del lazo entre la autonomía y 
la existencia y permanencia de los pueblos de la siguiente 
manera: 

El derecho de autodeterminarse de los pueblos indígenas 
encuentra su razón de ser en la circunstancia de que tal 
derecho es indispensable para la preservación de sus cul-
turas, las cuales constituyen un componente esencial de 
un Estado que, como el mexicano, se declara e identifica 
a sí mismo y frente a la comunidad internacional como 
una Nación con una composición pluricultural sustenta-
da originalmente en tales culturas.

En efecto, la personalidad distintiva de los pueblos indí-
genas no sólo es cuestión de lengua y otras expresiones 
culturales, sino el resultado de la reproducción social per-
manente del grupo a través del funcionamiento de sus 
propias instituciones sociales y políticas. De ahí que gene-
ralmente el mantenimiento de la identidad étnica se en-
cuentre estrechamente vinculado con el funcionamiento 
de esas instituciones (SUP-JDC-1740/2012, Caso San Luis 
Acatlán).

Además, en diversos casos recientes, la Sala Superior tomó 
en cuenta el contexto concreto y el Derecho Electoral Indí-
gena vigente en las respectivas comunidades al ponderar lo 
que podría haberse considerado, en términos del derecho 
positivo, la violación a la universalidad del voto. Lo anterior, 
con el fin de reconocer acuerdos tomados basados en el res-
peto mutuo de las autoridades de las diversas comunidades 
que administrativamente, pertenecen al mismo municipio 
(SUP-JDC-325/2014, Caso Yaveloxi, SUP-REC-19/2014, Caso 
Reyes Etla). Estos acuerdos implican nombrar sólo las auto-
ridades de su propia comunidad o, en una asamblea interna, 
avalar las autoridades municipales nombradas por la cabe-
cera municipal.

En el caso de Santiago Choápam, Oaxaca, un municipio 
compuesto por siete comunidades zapotecas y chinantecas, 
el tribunal notó: 

Esto es, la asamblea comunitaria de San Jacinto Yaveloxi 
determinó avalar la votación emitida en la comunidad 
de Santiago Choápam (cabecera municipal), ya que en 
su concepto ello implicaba un mejor desarrollo para su 
comunidad.

Lo anterior, implica una aceptación libre y voluntaria de 
los resultados de la asamblea comunitaria que se celebra-
ba ese mismo día en la cabecera municipal (comunidad 
de Santiago Choápam) (SUP-JDC-325/2014, Caso Yave-
loxi).
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Boaventura de Sousa Santos describió el tema de la siguien-
te manera: 

La dificultad de la concepción occidental de derechos 
humanos para aceptar derechos colectivos de grupos so-
ciales o pueblos […] es, en realidad, un ejemplo específico 
de una dificultad mucho mayor: la dificultad de definir la 
comunidad en cuanto arena de solidaridades concretas, 
campo político dominado por una obligación política 
horizontal. Esta idea de comunidad, central para Rous-
seau, se eliminó del pensamiento liberal (de Sousa Santos, 
1998, 26).

Conforme a esta directriz, se recomienda a los juzgadores 
observar el principio de maximización de la autonomía y de 
mínima intervención en la vida comunitaria o del pueblo in-
dígena, lo cual constituye una guía interpretativa del marco 
jurídico aplicable, que buscará siempre privilegiar el ámbito 
decisional de sus autoridades e instituciones.

Las personas que imparten justicia electoral en casos que invo-
lucran a pueblos y comunidades indígenas pueden tomar en 
cuenta la forma en que otros tribunales han interpretado las 
normas internacionales y nacionales para garantizar los dere-
chos de los pueblos indígenas a fin de identificar, a través de la 
consulta al derecho y jurisprudencia comparadas, buenas prác-
ticas que resulten pertinentes a los casos de su conocimiento 
a fin de hacer efectivos los derechos de tales pueblos y comu-
nidades.

En este contexto, se recomienda observar dos principios adop-
tados por la Corte Constitucional de Colombia que represen-
tan, dentro de la evolución de la jurisprudencia en América La-
tina, un gran avance en el respeto al pluralismo jurídico: el que 
plantea que a mayor conservación de los sistemas normativos 
indígenas, mayor autonomía, y el de maximización de autono-

mía y minimización de restricciones (Sánchez y Gómez 2008, 
15, 46).83 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: Ha 
establecido que al resolver un caso relativo a los derechos 
individuales o colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas o sus integrantes, debe considerarse, entre 
otros, el principio de maximización de la autonomía y 
privilegiar a la autonomía en el ámbito de sus autoridades 
e instituciones (SUP-JDC-336/2014, Caso Atzompa; SUP-
REC-19/2014, Caso Reyes Etla; SUP-REC-836/2014, Caso 
Mazatlán y SUP-REC-838/2014, Caso Tepelmeme).

Corte Constitucional de Colombia: La corte ha hecho 
referencia en reiteradas ocasiones a los siguientes prin-
cipios:

i) Principio de “maximización de la autonomía de las 
comunidades indígenas o de minimización de las 
restricciones a su autonomía”: sólo son admisibles las 
restricciones a la autonomía de las comunidades indí-
genas, cuando estas a) sean necesarias para salvaguar-
dar un interés de mayor jerarquía; y b) sean las menos 
gravosas, frente a cualquier medida alternativa para la 
autonomía de las comunidades. La evaluación sobre 
la jerarquía de los intereses en juego y la inexistencia 
de medidas menos gravosas, debe llevarse a cabo te-
niendo en cuenta las particularidades de cada comu-
nidad.

ii) Principio de “mayor autonomía para la decisión de 
conflictos internos”: el respeto por la autonomía debe 
ser mayor cuando el problema estudiado por el juez 
constitucional involucra sólo a miembros de una co-
munidad que cuando el conflicto involucra dos cultu-
ras diferentes, debido a que en este último caso deben 
armonizarse principios esenciales de cada una de las 
culturas en tensión (CCC T-601/11, 43).

Cabe resaltar que recientemente, la Corte Suprema de Justicia 
de la República del Perú determinó, con carácter de precedente 
vinculante en el país, que las Rondas Campesinas y Comunales 
son sujetos colectivos titulares del derecho de ejercicio de fun-
ciones jurisdiccionales en su ámbito territorial. Estableció que 
no reconocer tal derecho implicaría un trato discriminatorio 

82 En el Protocolo Iberoamericano de actuación judicial para mejorar el acceso a la 
justicia de personas con discapacidad, migrantes, niñas, niños, adolescentes, co-
munidades y pueblos indígenas, se establece: “El principio que se sugiere privilegiar 
es el de la maximización de la autonomía de los pueblos, por ejemplo, en el ámbito 
de sus autoridades, instituciones, sistemas jurídicos y opciones de desarrollo” (scjn 
2014, 105). 

83 Es menester observar, además, la objetividad con que se consideran los posibles 
conflictos entre los derechos colectivos e individuales, o los sistemas normativos 
diferentes, pues los autores notan “[e]l objetivo no es hacer justicia a un caso in-
dígena con base en las mismas razones que se establecerían si fuera un raizal o un 
campesino, sino que se debe definir y valorar lo concerniente al modelo cultural 
que porta el individuo o el grupo” (Sánchez y Gómez 2008, 15).
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incompatible con el derecho constitucional a la igualdad y a la 
no discriminación (csjrp, párrafo 8, 6). 

Para sustentar su decisión la corte citó los valores y principios 
comunales que deben ser tomados en cuenta: “Como tales, 
las Rondas Campesinas […] se inscriben dentro del contexto 
de las formas tradicionales de organización comunitaria y de 
los valores andinos de solidaridad, trabajo comunal e idea del 
progreso” (csjrp, párrafo 7, 4). Además, se basó extensivamente 
en la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, 
y describió los siguientes elementos de la jurisdicción especial 
comunal-ronderil:

A. Elemento humano. La corte subrayó la existencia “de un 
grupo diferenciable por su origen étnico o cultural y por la 
persistencia diferenciada de su identidad cultural”.

B. Elemento orgánico. La corte destacó la existencia “de au-
toridades tradicionales que ejerzcan [sic] una función de 
control social en sus comunidades”.

C. Elemento geográfico. La corte notó que “las funciones 
jurisdiccionales que determinan la aplicación de la nor-
ma tradicional, se ejercen dentro del ámbito territorial 
de la respectiva Ronda Campesina…” (csjrp, párrafo 9, 
7). 

Al determinar cuáles podrían ser los límites de la jurisdicción y 
justicia comunal-ronderil, la corte declaró que el factor de con-
gruencia requiere que la actuación de las Rondas Campesinas 
no vulnere el núcleo esencial de los derechos fundamentales, 
y aclaró que “se trata de aquellos derechos fundamentales en 
los que existe suficiente consenso intercultural” (csjrp, párrafo 
11, 8). 

Es decir, se aceptó una visión intercultural de los derechos hu-
manos, y un consenso intercultural sobre cuáles son aquellos 
que podría servir de límite justificado constitucional (y con-
vencionalmente) a la actuación de la Ronda Campesina: “Estos 
derechos, en todo caso, han de ser interpretados, desde luego, 
de forma tal que permitan comprender, en su significado, las 

concepciones culturales propias de las Rondas Campesinas en 
donde operan y tienen vigencia” (csjrp, párrafo 11, 8). 

La corte aceptó que la violación de los derechos humanos por 
las autoridades comunales o ronderiles se debería a lo previs-
to en las mismas normas comunitarias, es decir, a los abusos 
que cometan las autoridades de las Rondas Campesinas por no 
respetar el derecho propio (csjrp, párrafo 12, 8). Así, las únicas 
actuaciones que pueden servir como límite al derecho comu-
nitario son las que atentan contra el contenido esencial de los 
derechos fundamentales y que son, por tanto, “anti-jurídicas y 
al margen de la aceptabilidad” del derecho propio.

Para que la justicia estatal pueda decidir si la acción de la Ron-
da Campesina viola estos estándares, la corte estableció que se 
debe realizar el respectivo test de proporcionalidad para lo cual 
se debe tener en cuenta los bienes jurídicos comprometidos 
con la conducta ejecutada por los ronderos y el derecho a la 
identidad cultural y al fuero comunal rondero, prevaleciendo 
siempre los intereses de más alta jerarquía en el caso concreto 
(csjrp, párrafo 14, 10). 

Bajo el principio de minimización de intervención y maximiza-
ción de autonomía, la corte estableció que si se tratara de algu-
na conducta atribuida a los ronderos que resulte atípica bajo su 
ordenamiento jurídico propio o, la que, en aplicación del test 
de proporcionalidad, se encontrara no justificada por tener un 
objetivo injusto, se debe considerar el conjunto de factores cul-
turales en la escala individual del sujeto procesado que puede 
determinarse mediante pericias culturales o antropológicas (cs-
jrp, párrafo 15, 10). 

En suma, la jurisprudencia comparada más avanzada ha esta-
blecido que lo que las normas internacionales contemplan es 
la maximización de la autonomía y minimización de restriccio-
nes, pues cada intromisión pone en riesgo la misma autonomía 
(Sánchez y Gómez 2008, 46). Si ello es tomado en cuenta por 
los juzgadores en el ámbito electoral se favorecerán resolucio-
nes con mayor apego al respeto a los derechos colectivos y al 
Derecho Electoral Indígena.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

Derecho a la autoadscrip-
ción.  
 

Convenio 169 de la oit. 
 
 

1.2
 
La conciencia de su identidad indígena o tribal 
deberá considerarse un criterio fundamental 
para determinar los grupos a los que se apli-
can las disposiciones del presente convenio. 

 
Derecho a la consulta y al 
consentimiento libre, pre-
vio e informado.

 
Convenio 169 de la 
oit.

 
6.1.a)

 
Consultar a los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular, a tra-
vés de sus instituciones representativas, cada vez 
que se prevean medidas legislativas o adminis-
trativas susceptibles de afectarles directamente.

 
6.2 
 

 
Las consultas llevadas a cabo en aplicación de 
este Convenio deberán efectuarse de buena fe 
y de una manera apropiada a las circunstancias, 
con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento acerca de las medidas pro-
puestas. 

 
Declaración de la onu 
sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas.

 
19 
 
 
 
 
 
 

 
Los Estados celebrarán consultas y cooperarán 
de buena fe con los pueblos indígenas intere-
sados por medio de sus instituciones repre-
sentativas antes de adoptar y aplicar medidas 
legislativas o administrativas que los afecten, a 
fin de obtener su consentimiento libre, previo e 
informado.

 
Derecho a la libre determi-
nación.

 
Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y 
Políticos. 

 
1.1 
 
 
 
 

 
Todos los pueblos tienen el derecho de libre de-
terminación. En virtud de este derecho estable-
cen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y 
cultural.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

 
Pacto Internacional 
de Derechos Econó-
micos, Sociales y Cul-
turales.

 
1.1 
 
 
 
 

 
Todos los pueblos tienen el derecho de libre de-
terminación. En virtud de este derecho estable-
cen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y 
cultural.

 
Declaración de la onu 
sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas.

 
3 
 
 
 
 

 
Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho deter-
minan libremente su condición política y persi-
guen libremente su desarrollo económico, social 
y cultural.

 
4

 
Los pueblos indígenas, en ejercicio de su dere-
cho a la libre determinación, tienen derecho a la 
autonomía o al autogobierno en las cuestiones 
relacionadas con sus asuntos internos y locales, 
así como a disponer de medios para financiar 
sus funciones autónomas.

 
Derechos lingüísticos.

 
Convenio 169 de la 
oit.

 
12 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Los pueblos interesados deberán tener protec-
ción contra la violación de sus derechos, y poder 
iniciar procedimientos legales, sea personalmen-
te o bien por conducto de sus organismos repre-
sentativos, para asegurar el respeto efectivo de 
tales derechos. Deberán tomarse medidas para 
garantizar que los miembros de dichos pueblos 
puedan comprender y hacerse comprender en 
procedimientos legales, facilitándoles si fuese 
necesario, intérpretes u otros medios eficaces. 

 
Declaración de la onu 
sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas.

 
13.1

 
Los pueblos indígenas tienen derecho a revita-
lizar, utilizar, fomentar y transmitir a las genera-
ciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones 
orales, filosofías, sistemas de escritura y literatu-
ras, y a atribuir nombres a sus comunidades, lu-
gares y personas, así como a mantenerlos.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

 
13.2

 
Los Estados adoptarán medidas eficaces para 
asegurar la protección de ese derecho y también 
para asegurar que los pueblos indígenas puedan 
entender y hacerse entender en las actuaciones 
políticas, jurídicas y administrativas, proporcio-
nando para ello, cuando sea necesario, servicios 
de interpretación u otros medios adecuados.

 
Derecho a la no discrimina-
ción.

 
Convención Ameri-
cana sobre Derechos 
Humanos.

 
1.1 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Los Estados partes en esta Convención se com-
prometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.

 
Convenio 169 de la 
oit.

 
3.1 
 
 
 
 
 
 

 
Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar 
plenamente de los derechos humanos y liber-
tades fundamentales, sin obstáculos ni discri-
minación. Las disposiciones de este Convenio 
se aplicarán sin discriminación a los hombres y 
mujeres de esos pueblos.

 
Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre 
los Derechos de los 
Pueblos Indígenas.

 
2 
 
 
 
 
 

 
Los pueblos y los individuos indígenas son libres 
e iguales a todos los demás pueblos y personas 
y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo 
de discriminación en el ejercicio de sus dere-
chos, en particular la fundada en su origen o 
identidad indígenas.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

 
Derecho a la auto adscrip-
ción.

 
Constitución Política 
de los Estados Unidos 
Mexicanos.

 
2o 
 
 

 
La conciencia de su identidad indígena deberá 
ser criterio fundamental para determinar a quie-
nes se aplican las disposiciones sobre pueblos 
indígenas. 

 
Derecho a la libre determi-
nación.

 
Constitución Política 
de los Estados Unidos 
Mexicanos.

 
2o

 
El derecho de los pueblos indígenas a la libre 
determinación se ejercerá en un marco consti-
tucional de autonomía que asegure la unidad 
nacional.

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
2o 

Apartado 
A).

 
Esta constitución reconoce y garantiza el dere-
cho de los pueblos y comunidades indígenas a 
la libre determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y 
organización social, económica, política y cul-
tural. 

 
 
 
 

 
115 frac-
ción III, 
inciso i.

 
Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 
municipal, podrán coordinarse y asociarse en los 
términos y para los efectos que prevenga la ley.

 
Derechos lingüísticos.

 
Constitución Política 
de los Estados Unidos 
Mexicanos.

 
2o 

Apartado 
A),  

racción 
IV. 
 

Apartado 
A), 

fracción 
VIII. 

 
Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimien-
tos y todos los elementos que constituyan su 
cultura e identidad.

Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho 
a ser asistidos por intérpretes y defensores que 
tengan conocimiento de su lengua y cultura.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

 
Ley General de Dere-
chos Lingüísticos de 
los Pueblos Indígenas.

 
9

 
Es derecho de todo mexicano comunicarse en 
la lengua de la que sea hablante, sin restricciones 
en el ámbito público o privado, en forma oral 
o escrita, en todas sus actividades sociales, eco-
nómicas, políticas, culturales, religiosas y cuales-
quiera otras.

 
10

 
El Estado garantizará el derecho de los pueblos 
y comunidades indígenas el acceso a la jurisdic-
ción del Estado en la lengua indígena nacional 
de que sean hablantes. Para garantizar ese de-
recho, en todos los juicios y procedimientos en 
que sean parte, individual o colectivamente, se 
deberán tomar en cuenta sus costumbres y es-
pecificidades culturales respetando los precep-
tos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

 
Derecho a la no discrimina-
ción.

 
Constitución Política 
de los Estados Unidos 
Mexicanos.

 
1° 
 
 

 
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional…

 
2°. 

 Aparta-
do B)

 
La federación, los estados y los municipios, para 
promover la igualdad de oportunidades de los 
indígenas y eliminar cualquier práctica discrimi-
natoria, establecerán las instituciones y deter-
minarán las políticas necesarias para garantizar 
la vigencia de los derechos de los indígenas y el 
desarrollo integral de sus pueblos y comunida-
des, las cuales deberán ser diseñadas y operadas 
conjuntamente con ellos.

 

Ley Federal para Pre-
venir y Eliminar la Dis-
criminación.84

 
1

 
Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico y de interés social. El objeto de la misma es 
prevenir y eliminar todas las formas de discrimi-
nación que se ejerzan contra cualquier persona 
en los términos del artículo 1 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como promover la igualdad de oportunidades 
y de trato.

84 La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 11 de junio de 2003.
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Derecho que se tutela Instrumento Artículo Prescripción

 
4

 
Queda prohibida toda práctica discriminatoria 
que tenga por objeto o efecto impedir o anular 
el reconocimiento o ejercicio de los derechos y 
la igualdad real de oportunidades en términos 
del artículo 1 constitucional y el artículo 1, pá-
rrafo segundo, fracción III de esta ley.





85 Los datos relativos a las asociaciones civiles que se dedican a la traducción e interpretación en lenguas indígenas listadas en el cuadro fueron proporcionados por el Instituto 
Nacional de Lenguas Indigenas, a través de la licenciada Noemí Ramon Silva y el licenciado Fabricio Gaxiola, el día 25 de julio de 2014.
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Institución
Servicios, colaboraciones e 

insumos
Información de contacto

 
Asociación de Intérpretes y 
Traductores en Lenguas In-
dígenas de los Pueblos del 
Papaloapan AC.

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

 
San Felipe Usila, Oaxaca.

Teléfono: (287) 10 86 303.

 
Centro de Investigaciones y 
Estudios Superiores en An-
tropología Social (ciesas).

 
Peritajes antropológicos.

Investigaciones.

Publicaciones.

Bibliotecas.

 
Sede Tlalpan: Calle Juárez 87, Col. Tlalpan, Del. 
Tlalpan, CP 14000, México, DF. 

Teléfono: (55)54 87 36 00, Fax: (55) 54 87 36 43. 

http://www.ciesas.edu.mx/

Además de su sede, cuenta con unidades re-
gionales: Programa Noreste, en Monterrey; 
Unidad Occidente, en Guadalajara; Unidad Pa-
cífico Sur, en Oaxaca de Juárez; Unidad Sureste, 
en San Cristóbal de las Casas; Unidad Golfo, en 
Xalapa: y Unidad Peninsular, en Mérida.

 
Centro Profesional Indígena 
de Asesoría, Defensa y Tra-
ducción A.C. (cepiadet).

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

Campañas de difusión sobre los 
derechos de los pueblos y comu-
nidades indígenas.

Investigación sobre los derechos 
de los pueblos indígenas.

 
Calzada Porfirio Díaz 236- 2, Planta Alta, Col. 
Reforma, CP 68050, Oaxaca de Juárez, Oaxaca.

Teléfono:(951) 50 25403.

traductoresindigenas@hotmail.com.

Facebook: Cepiadet o Cepiadet AC.

Twiter: @cepiadet
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Institución
Servicios, colaboraciones e 

insumos
Información de contacto

 
Centro Profesional de In-
térpretes y Traductores de 
Lenguas Indígenas de Méxi-
co (cepitlim).

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

 
Oaxaca de Juárez, Oaxaca.

Teléfono: (951) 20 58 642.

pazluna85@hotmail.com

 
Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas (cdi).

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

Peritajes antropológicos.

Publicaciones, incluyendo la co-
lección Pueblos Indígenas del 
México Contemporáneo. 

Sistema de Radiodifusoras Cultu-
rales Indigenistas.

 
Dirección General.

Av. México-Coyoacán 343, Col. Xoco, , Delega-
ción Benito Juárez, C.P. 03330, México, DF. 

Tel. (55) 9183 2100.

http://www.cdi.gob.mx/

Además de sus oficinas centrales, cuenta con 
delegaciones estatales, así como con centros 
coordinadores y radiodifusoras en las regiones 
indígenas del país.

 
Instituto de Investigaciones 
Antropológicas de unam 
(iia-unam ).

 
Peritajes antropológicos.

Publicaciones.

Investigación.

 
Dirección General.

Circuito Exterior, Ciudad Universitaria, Del. Co-
yoacán, CP 04510, México, Distrito Federal.

Teléfonos: (55) 5622 9535 y 5665 2959

Fax: (55) 5622 9651

www.iia.unam.mx
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Institución
Servicios, colaboraciones e 

insumos
Información de contacto

 
Instituto Nacional de An-
tropología e Historia (inah).

 
Peritajes antropológicos. 

Investigación. 

Bibliotecas.

Publicaciones, incluyendo la co-
lección Atlas Etnográficos de los 
Pueblos Indígenas de las diversas 
regiones de México.

 
Dirección General.

Insurgentes Sur 421, Colonia Hipódromo, Del. 
Cuauhtémoc, CP 06100 México, DF.

Teléfonos: (55) 4040-4624 y 4040-4300.

http://www.inah.gob.mx/home

Además de su sede central, cuenta con centros 
en diversas entidades federativas.

 
Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (inegi).

 
Información sobre hablantes de 
lenguas indígenas86 Información 
sobre las personas que se autoi-
dentifican como indígenas87.

Información geográfica, econó-
mica y social.

 
http://www.inegi.org.mx/

Cuenta con oficinas en diversas entidades fe-
derativas.

 
Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas (inali).

 
Catálogo de Lenguas Indígenas 
Nacionales.

Padrón Nacional de Intérpretes 
y Traductores de Lenguas Indí-
genas. 

Campañas de difusión en lenguas 
indígenas nacionales.

 
Privada de Relox 16 piso 5, Col. Chimalistac, 
Del. Alvaro Obregón, CP 01070, México, DF. 

Teléfono: (55) 5004 2100.

http://www.inali.gob.mx/

86 Disponible en http://cuentame.inegi.org.mx/.
87 Disponible en: http://www.inegi.gob.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/censos/poblacion/2010/princi_result/cpv2010_principales_resultadosVI.pdf. 
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Institución
Servicios, colaboraciones e 

insumos
Información de contacto

 
Instituto Nacional para el 
Federalismo y el Desarrollo 
Municipal (inafed).

 
Información geográfica y mapas 
de los municipios del país (Enci-
clopedia de los municipios y de-
legaciones de México).

Información económica y social 
de los municipios.

 
www.inafed.gob.mx

 
México Nación Multicultu-
ral, Programa Universitario 
de la unam.

 
Sistema de Información de los 
Pueblos Indígenas de América.

Investigación.

Publicaciones.

 
Sede Distrito Federal.

Av. Río de la Magdalena 100, Col. La Otra Ban-
da, Del. Álvaro Obregón. CP 01090, México, DF. 

Teléfonos: (55) 56 16 00 20.

(55) 56 16 10 45.

http://www.nacionmulticultural.unam.mx/

Además de su sede, cuenta con una oficina en 
Oaxaca de Juárez.

 
Organización de Intérpre-
tes, Traductores y Gestores 
Indígenas, AC.

 
Interpretación, traducción de 
lenguas indígenas.

Peritajes antropológicos. 

 
República de Ecuador 99, Col. Centro Histórico, 
Del. Cuauhtémoc, CP 06010, México, DF.

Teléfonos: (55) 5529 4386, (044) 55 39 98 11 63.

traductores_indígenas@hotmail.com
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Institución
Servicios, colaboraciones e 

insumos
Información de contacto

 
Organización Mexicana de 
Interpretes Traductores de 
Lenguas Indígenas A.C.

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

 
Calle Beristain y Touza 70, Colonia Viaducto, 
Del. Ixtacalco, CP 08200, México, DF.

Teléfono: (55) 1045-8457.

benedicto13@hotmail.com

interpretesmexico@hotmail.com

 
Unión Nacional de Traduc-
tores Indígenas (unti).

 
Interpretación y traducción de 
lenguas indígenas.

 
Teléfono: (55) 57 33 42 47.

info@untimexico.org

http://www.untimexico.org/
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Institución Servicios Datos de contacto

 
El Colegio de Jalisco.

 
Biblioteca. 

Investigación.

Publicaciones. 

 
5 de Mayo 321, Col. Centro. CP 45100. Za-
popan, Jalisco.

http://coljal.edu.mx/

 
El Colegio de México. 

 
Archivo histórico.

Biblioteca.

Difusión. 

Publicaciones.

 
Entronque Picacho-Ajusco 20, Fuentes del 
Pedregal, 010740 Ciudad de México.

Tel. 01 55 5449 3000.

http://www.colmex.mx/

 
El Colegio Mexiquense. 

 
Biblioteca.

Difusión.

Investigación.

 
Ex-Hacienda Santa Cruz de los Patos, Zina-
cantepec, México.

CP. 51350.

Teléfonos:(722) 279 9908, 218 0100. 

Fax:(722) 279 9908 ext. 200.

http://www.cmq.edu.mx/
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Institución Servicios Datos de contacto

 
El Colegio de Michoacán.

 
Biblioteca. 

Investigación. 

Proyectos estratégicos.

Publicaciones.

 
Martínez de Navarrete 505, Col. Las Fuentes, 
CP 59699, Zamora, Michoacán, México. 

Tel y Fax 52 (351) 515 7100.

Extensión La Piedad: 

Cerro de Nahuatzen 85, Fracc. Jardines del 
Cerro Grande, C.P. 59370, La Piedad, Michoa-
cán, México. 

Tel y Fax 52 (352) 525 6107.

www.colmich.edu.mx

 
El Colegio de San Luis. 

 
Biblioteca.

Difusión.

Investigación y programas de 
estudios antropológicos.

Seminarios permanentes y 
coloquios.

 
Parque de Macul 155, Fracc. Colinas del Par-
que, San Luis Potosí , S.L.P. Mex., CP 78299.

Tel. (444) 8 11 01 01.

http://www.colsan.edu.mx/

 
El Colegio de Sonora.

 
Biblioteca.

Difusión.

Investigación.

Publicaciones. 

Sitios de consulta. 

 
Calle Obregón 54 Col. Centro, CP. 83000.

Hermosillo, Sonora, México.

Tel: (662) 259 5300, Fax: (662) 212-5021

http://www.colson.edu.mx
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso Tlacolulita, Yau-
tepec 

SUP-JDC-37/99

Otros casos:

SUP-JDC-9167/2011

SUP-JDC-1640/2012

SUP-JDC-2542/2007

SUP-JDC-2568/2007

 
Representantes de la 
asamblea comunitaria 
impugnaron la omi-
sión en que incurrió el 
Instituto Estatal Elec-
toral de Oaxaca al no 
convocar una elección 
extraordinaria en su 
comunidad.

 
Obligaciones del instituto local 
en el nombramiento de autori-
dades bajo sistemas normativos 
indígenas.

 
Tesis CXLIII/2002

 
En asuntos relacionados con 
comunidades indígenas, el tepjf 
puede ejercer control constitu-
cional sobre los actos emana-
dos de los órganos legislativos 
que no tengan el alcance de 
una ley, y los efectos de sus 
sentencias podrán beneficiar a 
toda la comunidad.

 
Tesis CXLIV/2002

 
La posibilidad jurídica y ma-
terial de que las elecciones se 
efectúen en cierto lugar, cuan-
do deriva de una costumbre, 
es una decisión adoptada por 
la libre determinación de una 
comunidad indígena. 

 
Tesis CXLV/2002

 
Los ciudadanos y las autorida-
des están obligados a respe-
tar la validez y vigencia de las 
formas de organización social, 
política y de gobierno de las co-
munidades indígenas. 

 
Tesis CXLVI/2002

 
Las normas procesales deben 
interpretarse de forma que re-
sulte más favorable a comuni-
dades indígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
28/2011

 
Garantía de efectivo acceso a 
la jurisdicción electoral de los 
ciudadanos de los pueblos in-
dígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
7/2013
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso Santiago Yaveo 

SUP-JDC-013/2002

 
El Congreso estatal, 
erigido en Colegio 
Electoral, revocó los 
resultados de una 
elección de concejales 
el municipio de San-
tiago Yaveo, Oaxaca, 
celebrada bajo el sis-
tema normativo indí-
gena, la cual había sido 
validada por el institu-
to electoral local.

 
Las elecciones efectuadas por 
el sistema de usos y costumbres 
pueden ser afectadas si vulne-
ran el principio de universali-
dad del sufragio.

 
Tesis CLI/2002

 
Las elecciones por sistemas 
normativos indígenas no impli-
can por sí mismas violación al 
principio de igualdad.

 
Tesis CLII/2002

 
Caso Tanetze

SUP-JDC-11/2007

Otros casos:

SUP-JDC-2569/2007

SUP-JDC-358/2008

SUP-JDC-502/2008

SUP-JDC-2542/2007

SUP-JDC-2568/2007

SUP-JDC-2569/2007

 
En el ayuntamiento 
de Tanetze no se ha-
bían elegido conceja-
les desde el año 2002, 
cuando el Congreso 
estatal decretó la des-
aparición de poderes 
en el municipio. Ciu-
dadanos integrantes 
de la comunidad in-
dígena demandaron 
que el Instituto Estatal 
Electoral convocara a 
asamblea con el fin de 
celebrar elecciones.

 
Es válida la representación de 
los ciudadanos pertenecientes 
a comunidades indígenas.

 
Tesis XXII/2007

 
Suplencia de la queja en los 
juicios electorales promovidos 
por integrantes de comunida-
des indígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
13/2008

 
La autoridad electoral debe 
proveer lo necesario para llevar 
a cabo el nombramiento de au-
toridades por sistemas norma-
tivos indígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
15/2008

 
El juzgador debe ponderar las 
situaciones particulares para te-
ner por realizada la notificación 
de resoluciones de la autoridad 
electoral mediante el periódico 
oficial.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
15/2010

 
La conciencia de identidad in-
dígena es suficiente para legi-
timar la procedencia del juicio 
ciudadano.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
4/2012
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso Guelache

SUP-JDC-2542/2007

Otros casos:

SUP-JDC-2568/2007

SUP-JDC-9167/2011

 
Agentes municipales 
instaron en reiteradas 
ocasiones al Instituto 
Electoral local, para 
participar en las elec-
ciones del municipio. 
Al respecto, el Insti-
tuto sólo levantó una 
minuta de trabajo en 
la que hizo constar 
que no fue posible 
entablar ninguna plá-
tica conciliatoria, por 
la falta de compare-
cencia del presidente 
municipal.

 
El análisis de la legitimación ac-
tiva en el juicio ciudadano debe 
ser flexible.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
27/2011

 
Caso Santa María Za-
catepec

SUP-JDC-277/2008

 
A dos regidores elec-
tos por el principio de 
representación pro-
porcional se les negó 
el acceso efectivo al 
cargo, alegando que 
se firmó un acuerdo 
en el sentido de que la 
planilla ganadora inte-
graría la totalidad del 
ayuntamiento y que la 
planilla perdedora se 
abstendría de realizar 
actos de inconformi-
dad.

 
Los convenios realizados en 
contravención a derechos fun-
damentales deben declararse 
nulos. 

 
Tesis XXVI/2008
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso San Jerónimo 
Sosola

SUP-REC-2/2011

Otros casos:

SUP-REC-36/2011 y 
acumulado

SUP- JD C-637/2011 
y acumulado SUP-
JDC-309/2012

 
La Sala Regional Xala-
pa del tepjf consideró 
inconstitucional y, en 
consecuencia, inapli-
có la determinación 
adoptada por la co-
munidad indígena en 
el sentido de que los 
candidatos a conceja-
les tuvieran al menos 
25 años al día de la 
elección.

 
El recurso de reconsideración 
procede contra sentencias de 
las Salas Regionales cuando 
inapliquen normas consuetudi-
narias de carácter electoral.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
19/2012

 
En los casos relacionados con 
comunidades indígenas debe 
valorarse la designación de un 
intérprete y la realización de la 
traducción respectiva. 

 
Tesis XIV/2012

 
La voluntad mayoritaria puede 
obtenerse en una asamblea o 
con la suma de las efectuadas 
en cada una de sus localidades. 

 
Tesis XL/2011

 
Normas que integran el sistema 
jurídico de las comunidades in-
dígenas.

 
Tesis XLI/2011

 
Las comunidades indígenas 
pueden decidir sobre el requisi-
to de edad mínima para ocupar 
un cargo, acorde con los prin-
cipios de idoneidad, razonabili-
dad y proporcionalidad.

 
Tesis XLIII/2011

 
Caso Santa Cruz

SUP-JRC-24/2011

 
Inclusión de la comu-
nidad del municipio 
de Santa Cruz Tlaxca-
la.

 
Corresponde a la Sala Superior 
conocer de los medios de im-
pugnación relativos a la incor-
poración de una comunidad 
en el catálogo de comunidades 
que se rigen por el Derecho 
Electoral Indígena. 

 
Tesis XXXV/2011
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso San Juan Lalana 

SUP-REC-36/2011 y 
acumulado

Otros casos:

SUP-REC-18/2014 y 
acumulados

SUP-REC-818/2014

 
Un ciudadano inte-
grante de una co-
munidad indígena 
presentó recurso de 
reconsideración con 
un día de exceso del 
plazo señalado en la 
Ley General del Siste-
ma de Medios de Im-
pugnación en Materia 
Electoral.

 
Interposición oportuna del re-
curso de reconsideración con-
forme al criterio de progresivi-
dad.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
7/2014

 
Caso San Juan Ozolo-
tepec

SUP-JDC-637/2011

 
Elección de conce-
jales para integrar el 
Ayuntamiento de San 
Juan Ozolotepec, bajo 
el sistema normativo 
propio. 

 
Flexibilización en el cumpli-
mento de las formalidades or-
dinariamente exigidas para la 
admisión de pruebas.

 
Tesis XXXVI-
II/2011

 
El requisito consistente en sa-
ber leer y escribir no requiere 
ser acreditado con un grado de 
instrucción escolarizada, sino 
que puede demostrarse con 
otros medios de prueba. 

 
Tesis XXXIX/2011

 
Caso Cheran

SUP-JDC-9167/2011

Otros casos:

SUP-JDC-61/2012

SUP-JDC-193/2012

SUP-JDC-1740/2012

 
La comunidad indí-
gena de Cherán pre-
sentó solicitud para 
nombrar a sus auto-
ridades aplicando el 
Derecho Electora Indí-
gena, frente a lo cual el 
Instituto Electoral de 
Michoacán determi-
nó carecer de atribu-
ciones para resolver al 
respecto.

 
Ante la ausencia de regulación 
legal del derecho de autode-
terminación debe aplicarse lo 
dispuesto en la constitución y 
en los tratados internacionales.

 
Tesis XXVII/2011

 
La autoridad administrativa 
electoral debe realizar las con-
sultas respectivas a la comu-
nidad, para determinar si opta 
por nombrar a sus autoridades 
aplicando procedimientos y 
normas propias y someter el re-
sultado al Congreso del estado.

 
Tesis XLII/2011
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Elementos que componen el 
derecho de autogobierno de las 
comunidades indígenas.

 
Tesis XXXV/2013

 
El criterio de autoadscripción es 
suficiente para reconocer a los 
integrantes de las comunidades 
indígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
12/2013

 
Caso Santiago 
Choápam 

SUP-JDC-1640/2012

 
En el municipio de 
Santiago Choápam, el 
tequio representaba 
un requisito adicional 
dentro de los usos 
y costumbres de as-
cendencia jerárquica 
y de reconocimiento 
comunitario, conjun-
tamente con los requi-
sitos de elegibilidad, 
para que una persona 
vote y sea votada en 
elecciones populares.

 
Las normas del sistema nor-
mativo indígena que restrinjan 
los derechos fundamentales, 
vulneran el bloque de constitu-
cionalidad.

 
Tesis VII/2014

 
El tequio debe respetar los de-
rechos fundamentales de los 
miembros de la comunidad 
indígena. 

 
Tesis XIII/2013

 
Caso Plácido Valerio

SUP-JDC-1740/2012

 
Varios ciudadanos 
presentaron petición 
al Instituto Electoral 
del Estado de Gue-
rrero para elegir a sus 
autoridades munici-
pales por el modelo 
de usos y costumbres, 
en virtud de lo cual 
presentaron 130 actas 
de asambleas. El Insti-
tuto referido determi-
nó que la solicitud no 
cumplía con los requi-
sitos del caso.

 
La autoridad administrativa 
debe verificar y determinar la 
existencia histórica del ordena-
miento jurídico propio en una 
comunidad indígena.

 
Tesis XI/2013

 
Requisitos de validez de las 
consultas en comunidades y 
pueblos indígenas, para cele-
brar elecciones.

 
Tesis XII/2013
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso Shuta Yoma, A.C

SUP-JDC-1895/2012

 
A Shuta Yoma, AC le 
había sido negado su 
registro como partido 
político local, pese a 
que para cumplir con 
los requisitos nece-
sarios, se enfrentó a 
diversas dificultadas 
derivadas de las con-
diciones geográficas, 
sociales, económicas 
y de comunicación del 
estado de Oaxaca.

 
Debe maximizarse el derecho 
de asociación en el procedi-
miento de registro de partidos 
políticos de las comunidades 
indígenas. 

 
Tesis XXXI/2012

 
Caso San Mateo del 
Mar, Tehuantepec 

SUP-JDC-1011/2013

Otros casos:

SUP-JDC-1097/2013

SUP-JDC-1181/2013

SUP-REC-19/2014

SUP-REC-825/2014

 
A un ciudadano le fue 
negada la solicitud de 
nombramiento como 
agente de policía por 
parte del presidente 
municipal, quien se lo 
otorgó a otra persona. 
Ambos solicitantes 
habían sido elegidos 
para el cargo, en diver-
sos momentos, por la 
asamblea comunitaria.

 
Deber de las autoridades para 
resolver las controversias intra-
comunitarias a partir del análi-
sis integral de su contexto.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
9/2014

 
Deberes específicos de las au-
toridades jurisdiccionales en 
contextos de conflictos comu-
nitarios.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
10/2014

 
Medidas alternativas de solu-
ción de conflictos electorales 
en los sistemas normativos in-
dígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
11/2014
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Caso relevante Contexto del caso Criterios que se asentaron
Jurisprudencias 

y tesis

 
Caso Reyes Etla 

SUP-REC-19/2014

Otro caso:

SUP-REC-825/2014

 
La elección de auto-
ridades municipales 
se realizó bajo el con-
senso comunitario. En 
el sistema normativo 
indígena, la costumbre 
consistía en que en la 
elección de cada una 
de las comunidades 
participan sólo sus 
respectivos integran-
tes, mientras que en 
la elección de las au-
toridades municipales 
participan los ciuda-
danos de la cabecera.

 
Es procedente el amicus curiae 
durante la sustanciación de 
medios de impugnación rela-
cionados con elecciones por 
sistemas normativos indígenas.

 
Ju r i sp ru d en c ia 
17/2004
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Caso relevante Contexto del caso
Criterios que se asentaron 

Jurisprudencias y tesis.

 
Caso San Miguel Santa 
Flor

SUP-REC-829/2014

 
En el desarrollo de la asamblea para 
la elección de integrantes del ayunta-
miento, se conminó a los electores a 
votar por una sola opción en los car-
gos de síndico y regidores y se limitó 
la posibilidad de ser postulados como 
candidatos.

 
Las condiciones en que se realicen las 
asambleas de elección deben garanti-
zar la participación de los integrantes 
de la comunidad en condiciones de 
igualdad y promoviendo la participa-
ción efectiva de la mujer.

 
Caso San Jacinto Yave-
loxi

SUP-JDC-325/2014

 
Se realizaron alegaciones en torno a 
que las elecciones municipales se rea-
lizaron conforme a usos y costumbres 
que no son parte de la comunidad.

 
Los acuerdos de las asambleas co-
munitarias son el resultado de la libre 
determinación y autonomía política 
de las comunidades indígenas.

 
Caso San Bartolo Coyo-
tepec

SUP-REC-16/2014

 
En una primera elección, solamente 
resultaron electos varones, pues se im-
pidió a las mujeres postularse como 
candidatas; en una segunda vuelta, a 
las mujeres se les limitó a ocupar el 
cargo de tercer concejal dejando fir-
mes el de presidente y síndico.

 
Se anuló la elección por no apegarse 
a los principios de equidad de géne-
ro, al vulnerar derecho de las muje-
res a participar en la elección de los 
integrantes del ayuntamiento, lo cual 
trasciende a todos los actos lleva-
dos a cabo en esa asamblea; sin que 
exista la posibilidad de seccionar esa 
elección.

 
Caso Quetzalapa

SUP-JDC-891/2013

 
Al decretarse la nulidad de una elec-
ción ordinaria, se convocó a comicios 
extraordinarios, resultando triunfador 
un partido distinto al de la primera. 

El Ayuntamiento estimó validar el 
resultado de la ordinaria, pero al ser 
impugnada dicha decisión, el tribu-
nal local la revocó y otorgó el triunfo 
al partido ganador de la elección ex-
traordinaria.

 
Es necesario ponderar el contexto 
de las elecciones celebradas por sis-
temas normativos indígenas, a efecto 
de revisar si se respetó la garantía de 
audiencia cuando se verifica la vali-
dez de una elección. 

Caso relevante Contexto del caso
Criterios que se asentaron 

Jurisprudencias y tesis.

 
Caso San Antonio de la 
Cal

SUP-JDC-884/2013

 
El tribunal local decretó la improce-
dencia de un medio de impugnación 
en que se alegó la omisión del pago 
de dietas y aguinaldo de un síndico 
municipal y un regidor de policía; lo 
anterior, en virtud de que se estimó 
que no se aportaron las pruebas con-
ducentes. 

 
En los casos relacionados con las 
comunidades indígenas, el órgano 
jurisdiccional tiene el deber de alle-
garse de los medios de convicción 
pertinentes para resolver conforme 
a derecho.

 
Caso Santa María At-
zompa

SUP-JDC-3205/2012

 
El Congreso del Estado de Oaxaca 
nombró un administrador municipal, 
en tanto se celebraban los comicios 
extraordinarios para elegir concejales 
municipales. 

 
El Congreso del Estado de Oaxaca 
cuenta con facultades discrecionales 
para designar un consejo municipal 
o, en su caso, a un encargado de la 
administración municipal hasta en 
tanto sea posible la instalación del 
consejo, en una comunidad por regi-
da por el Derecho Electoral Indígena. 

 
Caso Santa María Eca-
tepec 

SUP-JDC-3189/2012

 
Habiendo transcurrido la etapa co-
rrespondiente, se solicitó la realización 
de una consulta a la comunidad en la 
que se decida el cambio de régimen 
que debe prevalecer en un municipio. 

 
El principio constitucional de certeza 
impide volver a las etapas del proce-
so electoral ya concluidas o las que 
estaban por concluirse y reponerlas, 
aun cuando se trate de elecciones 
por sistemas normativos indígenas.

 
Caso San Andrés Cabe-
cera Nueva

SUP-JDC-3131/2012

 
Se convocó a reuniones de trabajo 
con el fin de llevar a cabo la consul-
ta para decidir respecto del régimen 
para elegir a sus autoridades.

 
Es necesario que se garanticen los 
principios de certeza y seguridad ju-
rídica a la población, cuando se reali-
cen las consultas para determinar si 
la elección es o no por el régimen de 
sistemas normativos indígenas.

 
Caso San Felipe Zihual-
tepec

SUP-JDC-3119/2012

 
El tribunal estatal ordenó al instituto 
local la realización de la elección de 
agente municipal de la comunidad.

 
Las dilaciones injustificadas para 
practicar una elección en una comu-
nidad vulneran el derecho al voto. 

 
Caso Santa María At-
zompa 

SUP-JDC-3116/2012

 
El instituto local realizó diversas ac-
ciones referentes a la preparación de 
la elección extraordinaria en el muni-
cipio. 

 
La autoridad administrativa electoral 
local debe generar las condiciones 
necesarias para llevar a cabo la reali-
zación de los comicios en la comuni-
dad regida por el Derecho Electoral 
Indígena.
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Caso relevante Contexto del caso
Criterios que se asentaron 

Jurisprudencias y tesis.

 
SUP-JDC-520/2012

 
El entonces Instituto Federal Electoral 
realizó el registro de las fórmulas de 
candidatos a diputados federales por 
el principio de representación propor-
cional del Partido de la Revolución 
Democrática. 

 
Las candidaturas partidistas gozan de 
la presunción de estar apegadas a la 
equidad de género y a las acciones 
afirmativas indígenas.

 
Caso Santa María Sola 

SUP-JDC-481/2012

 
El instituto local determinó que no 
existían las condiciones para llevar a 
cabo las elecciones extraordinarias de 
concejales, razón por la cual dio cuen-
ta al Congreso del estado quien con-
firmó dicha determinación y nombró 
un consejo municipal. 

 
El ejercicio de los cargos no puede 
extenderse más allá del periodo por 
el que fueron designados por sistema 
de sistemas normativos indígenas.

 
Caso San Lucas Zoquia-
pam, Teotitlán de Flores 
Magón 

SUP-JDC-273/2012

 
El Ayuntamiento integró una “comi-
sión negociadora”, la cual modificó la 
integración del ente municipal, con 
posterioridad a los resultados electo-
rales.

 
No son válidos los acuerdos adopta-
dos por una “comisión negociadora” 
después de la jornada electoral, sino 
que debe respetarse el propio resul-
tado de los comicios.

 
Caso Santa María Mag-
dalena Tiltepec 

SUP-REC-8/2012

 
Se realizó asamblea general comunita-
ria en la que se acordó ratificar a las 
autoridades en funciones, debido al 
buen trabajo realizado en beneficio 
de la comunidad. 

 
La ratificación de los integrantes de 
las agencias municipales, sin exceder 
la periodicidad máxima legal permi-
tida constituye un instrumento que 
propicia la eficacia del desempeño 
de dichos funcionarios, lo cual no 
contraviene el objetivo fundamental 
del principio de no reelección.

 
SUP-JDC-488/2009

 
Un ciudadano solicitó ser considera-
do como candidato con base en la 
acción afirmativa indígena establecida 
por el Partido de la Revolución De-
mocrática; no obstante, en la instancia 
partidista se estimó que no demostró 
tener la calidad de indígena ni ser re-
presentante de los “pueblos indios”. 

 
Se reconoció el derecho de figurar 
como candidato a diputado federal 
por el principio de representación 
proporcional, acorde con la por la 
acción afirmativa de indígena esta-
blecida por el partido político de 
referencia.
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Caso relevante Contexto del caso
Criterios que se asentaron 

Jurisprudencias y tesis.

 
SUP-JDC-484/2009

 
Para la postulación de diputados fe-
derales por el principio de represen-
tación proporcional, el Partido de la 
Revolución Democrática estableció la 
acción afirmativa indígena como me-
canismo para garantizar la inclusión 
de los indígenas en sus candidaturas. 
Ante ello, los promoventes estimaron 
haber sido indebidamente excluidos 
al tener el carácter de indígenas.

 
Al acreditar la residencia dentro de la 
comunidad, el desempeño de cargos 
honoríficos y la realización de trabajo 
comunitario se justifica plenamente 
el carácter de indígena y, por tanto, la 
posibilidad de ser tomado en cuenta 
para efecto de la acción afirmativa 
correspondiente. 
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La Guía de actuación para juzgadores en materia de 
Derecho Electoral Indígena va dirigida, principalmente, a 
las personas encargadas de impartir justicia electoral y 
pretende aportar una serie de directrices que permitan 
a los órganos electorales impartir una justicia con 
perspectiva intercultural. El Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, preocupado por estar al día 
con los estándares internacionales en materia de 
derechos colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas, consultó a personas expertas, en su mayoría, 
autoridades y exautoridades de diversas comunidades 
indígenas del país, para generar el presente documento.

Esta guía contiene información sobre: los elementos 
necesarios para entender la vida de los pueblos y comu-
nidades indígenas; definiciones; marco jurídico (nacion-
al e internacional o convencional); así como una serie de 
lineamientos o directrices que permitirán facilitar la 
función del operador en contextos de diversidad cultural,
pues es por todos sabido la basta riqueza que en este 
sentido posee nuestro país. El fin último de la guía es 
lograr que las comunidades indígenas sigan conservan-
do y fortaleciendo su Derecho Electoral Indígena, toda 
vez que de ello depende, en gran medida, la existencia 
de dichas comunidades.
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